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í'ausa rt'LX.V.— \hm Nicolás Pastóte contra Don An- 
gel Ve^a ; sota-e cnliro ejecutivo de pesos. 

Sumttrw. — Cual.pihia «pif s.'a <d mérito de un dt»ClÍ- 
ini'iuo iJiest*iUa<li.rLieiíi.|i' ¡a óprttíílidíld lega.1, la 
eie-'n, i«in. á ta o, o toi n su l o opuestas excepcio- 
nes, lieiio que seguir udHante 

Chusa CCLXXL— lUiti José Lijo, IjOpéü tíOntrá Don 
Rafael Maaísi y Doña Teresa Franco, por rnlvro eje- 
cutivo .je pesos y tercería; en recurso cuntía Jos 
Tribunales de la Capital. 

Sumario.— La aplicación de Jos códigos comunes lie- 
cba ípQE los tribunales locales, no autoriza recurso al- 
guno para ante la Suprema Corte Nacional....... 

t'ausa CCLXXil. — Doña Catalina Nocetii contra la 
('ouipañía de vapores « Mensajerías lluviales * y * La 
Piálense..; sobre daños y peí juicios. 

Sumario. — La acción por daños fundada en la res- 
ponsuhilidad emergente por derecho de actos cül- 
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pables de dependientes, no probándose que lia me- 
diado reconocimiento de ella, se prescribe por el 
término de ti n año. - 

Causa CCLXXIU.— Don Manuel Arista contra Don 
Eugenio Blanco, por cobro de pesos; eji recurso de 
sentencia de los Tribunales de la Capital. 

Sumario.^ No procede el recurso á la Suprema Corte 
en causa seguida ante los tribunales locales, en que 
se han ventilado cuestiones regladas puramente por 
el derecho común • ■ «6 

Causa CCLXX1V. — Don N. Salguero contra la Munici- 
palidad de Salta, por cobro de honorarios ; sobre 
apelación. 

Aunaría. — Es apelable el auto en que *e resuelve en 
el fondo sobre derecho á cobrar honorarios, y no so* 
bre su simple regulación 

Causa CCLXXV. — Don Rúmulo Sarmiento contra Don 
Juan Teudero, por nulidad de una escritura y sobre 
daños y perjuicios. 

Sumario.— 1" Es nula la escritura autorizada por un 
escribano que no tiene facultad para intervenir en 
los contratos públicos; 9* El no haberse reconocido 
por el comprador la escritura asi autorizada, no es 
prueba bastante de haberse irrogado daños y perjui- 
cios, si el vendedor manifiesta que se ha desprendido 
«le la propiedad vendida, y que ésta reconoce otro 
dueño; 3* El escribano autorizante queda en este 
caso obligado \ devolver los emolumentos percibi- 
dos y los gastos de la escrituración 80 

Causa CCLXXVI. — El Doctor Don .]osc M. Corva ian 
contra Don Emilio Lacube; sobre indemnización 
de daños y perjuicios. 
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Sumario.— Establecida y reconocida la obligación de pa- 
gar daños y periu icios, el Tribunal puede apreciar 
prudencial mente el tiwntnm de los mismos, existien- 
do en los autos términos hábiles para ello 30 

Causa CCLXXVU.— El Ferrocarril de San Cristóbal 
contra Don José Manuel Lobo; sobre expropiación. 

Sumario. — Siendo equitativo el precio lijado |hji* la sen- 
tencia apelada en causa de expropiación» debe 
aquélla ser confirmada 7:t 

Causa CCLXXVIII. — Don .1 ti un. Iones contra Don Igna- 
cio Arainburü, por interdicto de retener; sobre re- 
curso i] i recto. 

Sumario. — No habiéndose deducido apelación de Ja 
sentencia del inferior, no procede el recurso directo 
ante la Suprema Corte... íitf 

Causa CCLXXIX.— Bossio y Camuyrano contra la 
Compañía La Italia Reasegurado™, por cobro de 
pesos; sobre contestación á la expresión de agra- 
vios. 

Sumario. — En rebeldía del apelado deben pasar los 
autos al relator 98 

Causa CC LX XX, — Don Santiago lliglietti contra Don 
Crisólogo Rodríguez, por cobro de pesos; sobre 
embargo preventivo. 

Sumario. — Una sentencia apelada enjuicio ordinario 
por cobro de peso» no da derecho para pedir el em* 
bargo preventivo.. 99 

Causa CCLXXXI. — La Compañía de Mandatos y Prés- 
tamos contra Don Felipe Nelson Page, por cobro eje- 
cutivo de pesos ante los Tribunales de la Capital; 
sobre recurso á la Corte Suprema. 
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PilgítKlS, 

Sumario. — Los autos de sustanciaron en el juicio.- 
dictado* por los tribunales locales, no son ausioepíi* 
bles te recurso unte la Suprema Corte Nacional,. . Íj01 

Causa CCLXXXtl. — KI l-'errocarril Central Argentino 

i-mMvn Do» Manuel Fernández; Sol) l'i.í e X | (l'O J >i a ¡" í o M . 

Sumario. — Las cusías gue la ley de la materia de- 
clara de cargo -leí expropiante no pueden ser otras 
míe las da actuación y honorarios ¡le peritos lor, 

Causa í'CLXXXJII. — Don líxeapiiel Real de Ama con- 
tra Don Laureano Bouorino, por ejecución de sen> 
teneia ; sobré recurso de apelación. 

.Wrfr/ii— \\> es recurrible el auto en -píese manda 
el niinpliaiiento de semencia pasada encosa jux- 

lio 

Causa CULXXXIW — Don Pe-lro J. Aslor-ja eáúi,m 
Don Jesiis'IVnreiro. por roluo «le ¡tesos; sobre com- 
petencia, 

Suutttt io, — No pnede ponerse en onda la nacionali- 
dad argentina de la parte comprobada por Informa- 
ción de testigos, por la partida de bautismo, y arep- 
tada por la í'piiit raparte imi la escritura de obliga- 
ción, que motiva el pleito \$\ 

Ciiusii CCLXXXW — Don Andrés Ansaldo contra la 
Sociedad 't lia lo- .Argén liuu». por abandono y cola.» 
«ie pesos: sobre adliesion al recurso de apelación. 

Sutattriit. — Declarado desierto el recurso de a pe lardón, 
u<< e¡- admisible l¡i adbesion ú é! del apelado |.V» 

Causa CCLXXX VI , — Wieugi y Compunja contra 

Don Héctor de tilia, por cobro ríe pesas; sobre nu- 
lidad de notificación, 

Sumario. — V> tis nula la notificación de la demanda 
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. Hie no se haga en la forma prese ri pin por el a el i cu- 
lo (ifi de la bey fie 1'rocediuiieulos, cuando no se 
alega míe ei (temíutitlftiio se encontraba ú úsente del 
lugar del juicio; É> Uaprómígadei término que el 
juez conceda contestar ta it j man. l;i no subsana 
la nulidad de la notiücaciou . l->7 

Causa CCLXXX Vil. — Don Miguel V. Zamora contra 
A. Uevaiu hermanos, puf nulidad de una escritura ¡ 
sobre remisión de autos al Juez del Concurso. 

SltHHiriu. — Xo puede ser remitida al Juez del Concurso 
la causa fallada por un Juez Federal, que se encuen- 
tra ante la Suprema Corle por recurso de apelación. I 1- 

Causa CCLXXXVUl.— Coutru Don Julio V. Díaz, por 
delito de falsedad; sobre excarcelación. 

Smtutritt. — Kl acusaijo por delito de falsedad cometido 
en mensura y oli os documentos presentados al Go- 
bierno Nacional, no puede pedir excarcelación bajo 
üanza ¿ 145 

Causa CCLXXX1X. — Don Isidoro Sarazin contra la 
Empresa del Kerroearril Central Norte, por entrega 
de mercaderías; sobre competencia y nulidad. 

Sumario. — Ks nulo lo actuado en causas que no corres- 
pondan h la justicia federal por razón de mate- 
ria, ruando no se acredita ^ue le corresponden por 
razón délas personas.. 152 

Causa CCXC. — Don tiualberto V. Rui'/ contra la em- 
presa del Trainwuy A nglo- Argentino; sobre indem- 
nización de daños y perjuicios. 

Sumario. — Constando el hecho generador de ¡laños y 
peí juicios, y no habiéndose prohado el f/iuuttnm de 
éstos, ni existiendo en autos elementos bastantes 
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Página*. 

para estimarlos, procede apreciarlos por el jura- 
mento del actor dentro de la suma fijada por el Tri- 
bunal 15| 

Causa CCXCI. — Don Miguel Plaza Montero contra Don 
Arturo Eborall j sobre desalojo. 

Sumario* — V Las heredades arrendadas para pastoreo 
de ganado, sin término lijo, caen bajo la disposición 
del articulo 1610, inciso ó, del Código Civil ; *> El 
plazo de seis meses previsto por dicho inciso debe 
contarse desde ta fecha de la intimación de cesación 
del uniendo, no negada por el arrendatario ; 8? Di- 
cha intimación puede ser hecha por medio de Juez 
incompetente ó extrajudicial mente, no siendo apli- 
cable á los casos de los incisos 1, 3, 4 y 5 del articulo 
1610 la disposición especial del articulo del 
Código Civil relativo al caso del inciso 9 del mencio- 
nado articulo lfHO , llüt 

Causa CCXCI l, — Pió Chiodi y otros, contra Don Pas- 
cual Hruniard, y después contra la provincia de San- 
ta Fe, por ínconstitucionalidad de la ley de impues- 
tos á los cereales ; sobre suspensión de cobro. 

Sumario. — La justicia nacional no puede mandar sus- 
pender el cobro de un impuesto provincial, por 
haberse interpuesto demanda sobre Ínconstituciona- 
lidad de la ley que lo sanciona . . . 179 

Causa CCXCI II. —Contra Don Eugenio Miuvielle y 
otros, por defraudación al Manco Nacional ; sobre 
prisión preventiva. 

Sumario. — Concurriendo los requisitos del articulo Wi 
del Código de Procedimientos en lo criminal, no 
puede revocarse el auto de prisión preventiva á 
mérito de hechos involucrados en Ja materia de fon- 



DE JUSTICIA NACIONAL 



30! 



Páginus. 

do, que no han sido objeto de resolución por parte 
del juez inferior. ...... 181 

Causa CCXC1V. — Don Lisandro Lloverás contra Don 
Salvador y Don León Ottolenghi, por cobro ejecuti- 
vo de pesos; sobre apelación. 

Sumario. — Kl a uto aprobando la retasa de bienes no es 
apelable en el procedimiento ejecutivo 1&) 

Causa CCXCV.— Contra Don Eugenio Minvieile y otros, 
por defraudación ai Banco Nacional ; sobre embar- 
go de bienes. 

Sumario.— 1« Decretada la prisión preventiva procede 
el embargo de bienes bastantes A responder de la 
pena pecuniaria y de las responsabilidades civiles ; 
**> Cuando son varios los procesados, la solidaridad 
establecida por la ley implica solamente que debe 
embargarse a uno ó a todos la cantidad suficiente, 
en cuanto se refiere á sus actos respectivos ; > Ha- 
biendo ya bienes hipotecados que responden» el Juez 
debe tenerlos en cuenta para restablecer la canti- 
dad que baya de embargarse en cada caso, y á él le 
corresponde apreciar su valor — 193 
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Ansuldo, Don Andrés, cuntíala Sociedad «Halo-Ar- 
gentina», por abandono y cobro de pesos ; sobre 
adhesión al recurso ile apelación . , . . t$g 

Ai aiobiirii, Don Ignacio, ron Don Juan .Iones, por in- 
tei^ioto de retener: sobre recurso «lirecLo 93 

Ariza, Don Manuel, contra Don Eugenio Blanco, por 
cobro de pesos ; en recurso de sentencia de los Trí* 
lámales de la Capital 

Astoiíííi, Don Pedro .1., contra Don .lesús Tenreiro, por 
cobro de pesos: sobre competencia I M 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



P&glnns. 

Hanco Nacional, contra Don Eugenio Minvielle y otros, 
por defraudación á aquél ; sobre prisión preventiva. 1X1 

Hanco Nacional contra Don Eugenio Minvielle y otros, 
por defraudación; sobre embarco de bienes. m 

Manco, Don Eugenio, con Don Manuel Ariza, por co- 
bro de pesos ; en recurso de sentencia de los Tribu- 
nales de la Capital ^ 

Honorina, Don Laureano, con Don Exequiel Iteal .ie 
Azua, por ejecución de sentencia; sobre recurso tle 
apelación ¡ t(i 

liossio y Camuyrano, contra la Compañía « La Italia 
Reasegurado™ », por cobro de pesos; sobre contes- 
tación á la expresión de agravios 98 

Hruniard, Don Pascual, y después la provincia de 
Santa Pe, por ineonstitucionaiidad de la ley de im- 
puestos a ios cereales; sobre suspensión de cobro.. 1/9 



Chiodi, Don Pío, y otros, contra Don Pascual Bruniard, 
y después contra la provincia de Hanta Ke, por in- 
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constitucional idad de la ley de impuestos á los ce- 
reales; sobre suspensión de cobro 

Compañía « La Italia Reasegurado™ » t con Bossio y 
Camuyrano, por cobro de pesos; sobre contestación 
á la expresión de agravios 9fí 

Compañía de Mandatos y Préstamos contra Don Feli- 
pe Nelson Page, por cobro ejecutivo de pesos ante 
los Tribunales de la Capital; sobre recurso á la Supre- 
ma Corte ............ • - - - * MM 

Corvalan* el Doctor Don José M. f contra Don Emilio 
Lacube, sobre indemnización de daños y perjuicios 50 

Criminal contra Don Julio V. Díaz, por delito de fal- 
sedad; sobre excarcelación 145 



Devoto hermanos, V, con Don Miguel V. Zamora, por 
nulidad de una escritura ; sobre remisión de autos 
al juez del concurso - 148 

Díaz, Don Julio % contra, por delito de falsedad ; so- 
bre excarcelación. ............. * H'» 



Eborall, Don Arturo, con Don Miguel Plaza Montero; 
sobre desalojo .»,,,.*..,, MJjtf 
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Kua, Don Héctor de, con Wien^reen y Compañía, pfá 
cobro de pesos; «obre nulidad de notificación W 



Fernandez, Don Manuel, con Kerrocairil Cent mi Ar- 
gentino ¡ sobre expropiación jjQp 

Kerroearril Central Alamino, nmtra Don Manuel Ker- 
üáRd^j sobre expropiad!,,) LOS 

KeinicarrU Central Xorte, la Kmpresa, cotí Don Isido- 
ro Sarazin. p„r entran ■ m^n ad+oi as : sobre 
competencia y noli. huí 1-VJ 

l 'eiToearnl de San Cristóbal, contra Don .rosé Manuel 

Lobo, sobre cxpropiaiiuii . 73 

K raneo. Duna Teivsa. y >lon Rafael Masisi, con Don 
José Lijo López. p<a- cobro ejecutivo de pesos y ter- 
cería, en recurso conira los Tribunales de lu Ca- 
pital i| 



Italia l¡ case-; oradora, Compañía con Üossio y Ca- 
inuyratio, por cobro ¡le pesos ; sobre contestación :t 
la expresión «le agravius !)8 
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Página^ 

« liulo-Arjíentinaw. la sociedad, con Don Andrés .\n- 
suldo, por abandono y cobro de posos; sobre adhe- 
sión al recurso de apelación . l$& 




.iMiies. Don .luán, carura Don Ignacio .Vrambuní. por 
interdicto de retener; sobre rom reo directo 88 



Lueiibe, LKni Emilio, con el Dorio r Don .losi'* M. Cor- 
vjdan. sobre indemnización de daños y perjuicios. - . olí 

Lu Italia lieaseiíuradora, con Bossio y Camu) rano, por 
cobro de pesos: sobre contestación a la expresión 

un 

«le agravios 

«La Plateóse n y la Compañía « Mensajerías Fluvia- 
les », con Dona Catalina Nocetti; sobre danos y per- 

i ■ ■ 

juicios , * 10 

Lijo López, Don .losé, contra Dun líafuel Musisi y Do- 
ña Teresa Franco, por cobro ejecutivo de pesos y 
tercería: en recurso cónica los Tribunales de la Ca- 
pital ' U 

Lobo, Don José Manuel, con el Ferrocarril de San 
Cristóbal ; sobre expropiación 8 
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Páginas. 

Lloverás. Don L i Sandro, contra Don Salvador y Don 
León OttoJenjíhl, por cobro ejecutivo de pesos; 
sobre apelación l&l 



Mandatos y Préstamos, la Compañía de, contra Don 
Felipe Nelson Pape, por cobro ejecutivo de pesos 
ante los Tribunales de la Capital ; sobre recurso ü 
Ja Suprema Corte mi 

Masísi t Don Rafael, y Doña Teresa Franco, con Don 
José Lijo López, por cobro ejecutivo de pesos y 
tercería; en recurso contra los Tribunales de la 
Capital . „,,.. i# 

« Mensajerías Fluviales» y « La Piatense», con Doña 
Cal aüna Nocelti; sobre daños y perjuicios 13 

Mim ielle, y otros, Don Eugenio, por defraudación al 
Banco Nacional; sobre prisión preventiva 181 

Minvtelle y otros, Don Eugenio, por defraudación 
al Banco Nacional ; sobre embargo de bienes .... 19í> 

Municipalidad de Salta, contra Don N. Salguero, por 
cobro de honorarios; sobre apelación 28 
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Nelson Page, Don Felipe, con la compañía de Man- 
datos y Préstamos, por cobro ejecutivo de pesos 
ante tos Tribunales de la Capital ; sobre recurso á 
la Suprema Corte 101 

Xocetti, Doña Catalina, contra la compañía de va- 
pores «Mensajerías Fluviales» y « La Plateóse »; 
sobre daños y perjuicios i;{ 



Oiolenghi, Don Salvador y Don León, con Don Li- 
sandro Lloverás, por cobro ejecutivo de pesos; 
sobre apelación j&í 



Pastore, Don Nicolás, contra Don Angel Vega; sobre 

cobro ejecutivo de pesos 5 

t. x% ia 
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Página*. 

Plaza Montero, Don Miguel, contra Don Arturo Ebo- 
rall: sobre desalojo 169 

Provincia de Santa Fe, antes Don Pascual Bru- 
ma rd, con Don Pío Ghiodi y otros, por inconstitu- 
oionalidad de la ley de impuestos a tos cereales; 
sobre suspensión de cobro 179 



Real de A /.na, Don Kxequiel, contra Don Laureano 
Hoj tormo, por ejecución de sentencia ; sobre recurso 
de apelación •* llíl 

Riglietti, Don Santiago, contra Don Crisóiogo Rodrí- 
guez, por cobro de pesos; sobre embargo preven- 
tivo 1^ . . . 99 

Rodríguez, Don Crisóiogo, con Don Santiago Kighetti, 
por cobro de pesos; sobre embargo preventivo... ii& 

Koiz, Don (iualberto V., contra la Empresa del Tram- 
way Anglo-Argentino; sobre indemnización de 
daíjos y perjuicios 154 



Salguero, Don N., contra la Municipalidad de Salta, 
por cobro de honorarios ; sobre apelación 28 
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Salta, la Municipalidad de, con Don N. Salguero, 
l>or cobro de honorarios; sobre apelación 28 

Santa Fe, la pro% T incia de, antes Don Pascual fíru- 
níard, con Don Pío Chiodt y otros, por inconstitu- 
cionalidad de la ley de impuestos á los cereales; 
sobre suspensión de cobro 17íí 

Sarazin, Don Isidoro, contra la Empresa del Ferro- 
carril Central Norte, por entrega de mercaderías; 
sobre competencia y nulidad 152 

Sarmiento, Don Kómulo, contra Don Juan Teudero, 
por nulidad de una escritura y sobre daños y 
perjuicios.... . ,. É .» ¡Mi 

Sociedad «Italo- Argentina», con Don Andrés Ansaldo, 
por abandono y cobro de pesos; sobre adhesión á 
la apelación . 135 



T 



Tenreiro, Don .Jesús, con Don Pedro J. Astorga, por 
cobro de pesos; sobre competencia VA\ 

Teudero, Don Juan, con Don Romulo Sarmiento, por 
nulidad de una escritura y sobre daños y perjui- 
cios * 30 

Tramway Anglo-Argentino, la Empresa, con Don 
Gualberto V. Huí/,; sobre indemnización de daños 
y perjuicios , , 154 
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V 

Vega, Don Angel» con Don Nicolás Pastore; sobre 
cobro ejecutivo de pesos 5 

Wieugreen y Compañía, Contra Don Héctor de Elía, 
por cobro de pesos; sobre nulidad de notifica- 
ción Í8f 

i 

Zamora, Don Miguel V., contra Don \. Devoto Her* 
manos, por nulidad de una escritura ; sobre remi- 
sión de autos al Juez del concurso.. t4# 
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,4 rffeuion. —Declarado desierto el recurso de apelación, no 
es admisible la adhesión á él del apelado. Pági- 
na 135. 

Apelable, — Es apelable el auto en que se resuelve en el 
fondo sobre derecho á cobrar honorarios, y no 
sobre su simple regulación. Página. 28. 

Apelable. — No es recurrible el auto en que se manda el 
cumplimiento de sentencia pasada en cosa juzgada- 
Página U6 

A\Mle. — El auto aprobando la retasa de bienes no es 
apelable en el procedimiento ejecutivo. Pági- 
na 183. 

Apelación. — No habiéndose deducido apelación de la sen- 
tencia del inferior, no procede el recurso directo 
ante la Suprema Corte. Página 98. 
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Apelación. — Véase : adhesión. 

AiMo.~ En rebeldía del apelado deben pasar los autos 

al Relator. Página 98. 
Anjent ino.— Véase : Nacionalidad, 
Arrendamiento. — Véase: Locación, 
Auto apetaJde. — Véase: Apelable. 

A utos de sustanciado». — Los autos de sustanciaron en el 
juicio, dictados por los Tribunales locales» no son 
susceptibles de recurso ante la Suprema Corle 
Nacional. Pagina 101. 



Códigos comunes. — La aplicación de ellos hecha por tos Tri- 
bunales locales no autoriza recurso alguno para 
ante la Suprema Corte Nacional, Página 9. 

Costas. — Las costas que la ley de expropiación declara de 
cargo del expropiante no pueden ser otras que las 
de actuación y honorarios de peritos. Página 105. 

Cumplimiento de sentencia. — Véase : Apelable. 



I» 



Daños y perjuicios, — La acción por daños fundada en la res- 
ponsabilidad emergente por derecho de actos cul- 
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pables de dependientes, no probándose que ha me- 
diado reconocimiento de ella, se prescribe por el 
término de un año. Página 13. 

Daños y perjuicios. — El no haberse reconocido por el com- 
prador la escritura autorizada por escribano que 
no tiene facultad para intervenir en los contratos 
públicos, no es prueba bastante de haberse irroga- 
do daños y perjuicio"Sf si el vendedor manifiesta 
que se ha desprendido de la propiedad vendida y 
que ésta reconoce otro dueño. Página Í10- 

Daiios y perjuicios.— Establecida y reconocida la obligación 
de pagar daños y perjuicios, el Tribunal puede 
apreciar prudencialmente el quantuinde los mismos, 
existiendo en los autos términos hábiles para ello. 
Página 60- 

baño* y perjuicios. — Constando el hecho generador de daños 
y perjuicios, y no habiéndose probado el quantum 
de éstos, ni existiendo en tiutos elementos bastantes 
para estimarlos, procede apreciarlos por el jura- 
mento del actor dentro de la suma fijada por el Tri- 
bunal. Página 154. 

Derecho toíMun. — No procede el recurso á la Suprema Corte 
en causas seguios ante los tribunales locales, en 
que se han ventilado cuestiones regladas pura- 
mente por el derecho común. Página 

Desalojo.— Véase: Locación. 

Documento.— Cualquiera que sea el mérito de un documento 
presentado fuera de la oportunidad legal, la ejecu- 
ción, á la que no han sido opuestas excepciones, 
tiene que seguir adelante. Página 5. 
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Ejecución.— Cualquiera que sea el mérito de un documento 
presentado fuera de la oportunidad legal, la ejecu- 
ción, á laque no han sido opuestas excepciones, 
tiene que seguir adelante. Página 5. 

Embargo. — Decretada la prisión preventiva, procede el em- 
bargo de bienes bastantes a responder de la pena 
pecuniaria y de las responsabilidades civiles. Pá- 
gina 199, 

Embargo. — Cuando son varios los procesados, la solidan, 
dad establecidu por la ley implica solamente que 
debe embargarse á uno ó á todos Ja cantidad su- 
ficiente, en cuento so relie ra á sus actos respectivos. 
Página litó. 

Embargo, — Habiendo ya bienes hipotecados que responden, 
el juez debe tenerlos en cuenta para establecer ta 
cantidad que haya de embargarse en cada caso, y 
i él le corresponde apreciar su valor. Página 192. 

Embargo preventivo.— Una sentencia apelada en juicio ordi- 
nario por cobro de pesos no da derecho para pedir 
el embargo preventivo. Página 99. 

Emolumentos. — El escribano que autoriza una escrit jra sin 
tener facultad para intervenir en los contratos pú- 
blicos, está obligado á devolver los emolumentos 
percibidos y los gastos de escrituración. Página 30, 

Escribano. — El que autoriza una escritura, sin facultad para 
intervenir en los contratos públicos, queda obli* 
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gado á devolver los emolumentos percibidos y los 
gastos de la escrituración. Pagina 30. 

Escritura. — Es nula la autorizada por un escribano que no 
tiene facultad para intervenir en lo? contratos pú- 
blicos. Página 30. 

Emtrcelacion. — El acusado por delito de falsedad cometido 
en mensura y otros documentos presentados al Go* 
bierno Nacional no puede pedir excarcelación 
bajo fianza* Página 145. 

Expresión de agravia*. — Véase : Apelado. Rebeidia. 

E.rpropiacioH, — Siendo equitativo el precio fijado por la sen- 
tencia apelada en causa de expropiación, debe 
aquélla ser confirmada. Página 73. 

Expropiación. — Las costas que la ley de la materia decla- 
ra de cargo del expropiante no pueden áer otras 
que las de actuación y honorarios de peritos. Pá- 
gina 105. 



V 



Falsedad. — Y¿ase : Excarcelación. 



Gastos de txcrituracion. —El escribano autorizante de una 
escritura, sin tener facultad para intervenir en 
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los contratos públicos, está obligado ú de volver 
los emolumentos percibidos y los gastos de la 
escrituración. Pagina 30. 



Honorarios. — Es apelable el auto en que se resuelve en 
el fondo sobre derecho á cobrar honorarios, y no 
sobre su simple regulación. Página 



I 



impuesto prorinciaL—La justicia nacional no puede man- 
dar suspender el cobro de un impuesto provincial 
f»or haberse interpuesto demanda sobre inconsti- 
tucional idad de la ley que lo sanciona. Página I7íi 

Intimado*. — Véase : Demhjo. 



Juez 4et concurso, — No puede ser remitida al -Juez del 
concurso la causa fallada por un juez federal. 
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que se encuentra en apelación ante la Suprema 
Corte por recurso de apelación. Página 143. 

Juicio ejecutivo. — Cualquiera que sea el mérito de un do- 
cumento presentado fuera de la oportunidad legal, 
la ejecución, á la que no lian sido opuestas ex- 
cepciones, tiene que seguir adelante. Página 5. 

Juicio tyecutiro. — El auto aprobando la retasa de bienes no 
es apelable en el procedimiento ejecutivo. Pa- 
gina 18». 

Juramento. — Vóase: Daños tj ¡n>r juicios. 
Justicia federal. — Véase: Nuitdati. 

Justicia nacional.— La justicia nacional no puede mandar 
suspender el cobro de un impuesto provincial, por 
haberse interpuesto demanda sobre inconstítucio- 
nalidad de la ley que lo sanciona. Página 179. 



L. 



Locación. — Las heredades arrendadas paru pastoreo de 
ganado, sin término fijo* caen baja la disposición 
del articulo 1610, inciso quinto, del Código Givil. 
Página 169. 

Locación. — El pía /o de seis meses previsto por el inciso 5° 
del artículo ItilO, del Código Civil, debe contarse 
desde la fecha de la intimación de cesación del 
arriendo* no negada por el arrendatario. Pági- 
na 169. 

Locacton — Dicha intimación puede ser hecha por medio 
de juez competente ó extrajudicialmente, no sien- 
do aplicable á los casos de los incisos uno, trest 
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cuatro y cinco del articulo 1610 la disposición 
del especial del articulo 1509 del Código Civil, re- 
lativo al caso del inciso dos del mencionado 
artículo 1610, Pagina 160. 



i 



Nacionalidad. — No puede ponerse en duda la nacionalidad 
argentina de la parte comprobada por informa- 
ción de testigos* por la partida de bautismo y 
aceptada por la contraparte en la escritura de 
obligación que motiva el pleito. Página 131. 

Notificación. — Véase : Nulidad. 

Nulidad. — Es nula la escritura autorizada por un escri- 
baño que no tiene facultad para intervenir en los 
contratos públicos. Página 30. 

Nulidad.— -Es nula la notificación de la demanda que no 
se baga en ta forma prese ripta por el articulo 
66 de la Ley de Procedimientos, cuando no se 
niega que el demandado se encontraba ausente 
del lugar del juicio. Página 1:17, 

Nulidad*— La prórroga que el juez conceda para contestar 
la demanda, no subsana la nulidad de la notili- 
cacion. Página 1H7. 

Nulidad, ~ Es nulo lo actuado en causas que no corres- 
ponden a la justicia federal por razón de materia 
cuando no se acredita que le corresponden por 
razón de las personas. Página 152. 
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Pastoreo de yauttflo. — \ T éa$é: Locación. 
Mazo. — Véase : Locación. 

Prescripción.— La acción por daños fundada en la respon- 
sabilidad emergente por derecho de actos culpa- 
bies de dependientes, no probándose que lia 
mediado reconocimiento de ella, se prescribe por 
el término de un año. Página 13. 

Priiiou prarentim.— Concurriendo los requisitos del articulo 
aC6 del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
no puede revocarse el auto de prisión preventiva 
á mérito de hechos involucrados en la materia 
de fondo, que no han sido objeto de resolución 
por parte del juex inferior. Pagina 181. 

Proceméo. — Véase : Embargo. 

Prórroga. — Véase : Nulidad. 

Prueba.— El no haberse reconocido por el comprador la 
escritura autorizada por un escribano que no tiene 
facultad para intervenir en los contratos públicos, 
no es prueba bastante de haberse irrogado daños 
y perjuicios, si el vendedor manifiesta que se ha 
desprendido de la propiedad vendida, y que ésta 
reconoce otro dueña Página 90. 
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Rebeldía. — En rebeldía del apelado deben pasarlos autos 
al Relator. Página HX. 

Reamo.— La aplicación de los códigos comunes hecha por 
los tribunales locales no autoriza recurso alguno 
para ante la Suprema Corte Nacional. Página 9 

fifcurso. — 'biü procede el recurso á la Suprema Corte en 
causas seguidas ante los tribunales locales en 
que se han ventilado cuestiones regladas pura- 
mente por el derecho común. Página 96. 

Recurso, — Los autos de sustanciaron en el juicio» dictados 
por los tribunales locales, no son susceptibles de 
recurso ante la Suprema Corte Nacional, Pági- 
na 101. 

Recurso de hecho.— No habiéndose deducido apelación de la 
sentencia del inferior, no procede el recurso di- 
recto ante la Suprema Corte Página 9& 

Relator, — Véase : Apelado. — Rebeldía. 

Remisión de ««fe*. — Véase: Juez del concuno. 

Refaga. — El auto aprobando la retasa de bienes no es 
apelable en el procedimiento ejecutivo. Página 183, 
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Sentencia. — Debe ser confirmada la dictada en causa de 
expropiación, siendo equitativo el precio fijado por 
ella. Página 73. 

Sentencia. — \ ú&$& : Apelable* 

Sentencia apelada.— Una sentencia apelada en juicio ordi- 
nario por cobro de pesos no da derecho para 
pedir el embargo preventivo. Página 99. 

Solidaridad.— Véase: Embargo. 

Suprema Corte. — La aplicación de los códigos comunes 
hecha por los tribunales locales no autoriza re- 
curso alguno para ante la Suprema Corte Nacio- 
nal. Página 9. 

Suprema Corte. — No procede el recurso á la Suprema Corte 
en causas seguidas ante los tribunales locales en 
que se han ventilado cuestiones regladas pura- 
mente por el derecho común. Página 26- 

Suprema Corte. — No habiéndose deducido apelación de la 
sentencia del inferior no procede el recurso di- 
recto ante la. Suprema Corle. Pagina i»:;. 

Suprema Corte. — Los autos de sustanciacion en el juicio, 
dictados por los tribunales locales, no son suscep- 
tibles de recurso ante la Suprema Corte Nacional. 
Página 101. 

Suprema Corte. — Véase : Jtte; del concuño. 



T 



Término.— Véase ; Locación. 
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— Don Nicolás Pastore 
pagaré ¡ 

Vale por lamí pesos moneda nacional. 

El día diez tle Abril de mil ochocientos noventa y 
uno pagare á la orden da) señor don Nicolás Pastore 
ta cantidad de un mil quinientos pesos moneda nacional 
de curso legal por i^ual valor recibido. 

Buenos Aires. 2(> de Pela-ero de 181)1 —Angel Vega— 
Nicolás Pusture — Ayacuchn VM\ — Antonio Pastore — 
Varona 410 — .losé Cario. 

Buenos Aires. Abril II de IXU1.— Protestado en esta 
fecha contra Angel Vega ante la Municipalidad por 
falta de pago, fojas §ft vuelta. 



Pidió reconocí miento de lirina por no haber sido 
hecho en persona el 

istmia aa- 



y se intimó el pago, 
el mandamiento de embargo, 
lo en los muebles de la casa, de los 
se constituyó depositario el demandado, quien hizo 
que dichos muebles estaban ya eml 
por órden del juez Dr. Peyret. 
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frailo del Juez Federal 



ftueuos mm septiembre 23 de iboi. 



Autos y vistos; 

No habiendo el demandado opuesto excepciones den- 
tro del término de ley y de conformidad con lo solici- 
tado en el presente escrito, mando se Heve la ejecución 
adelante hasta hacer pa^o al acreedor del capital* inte- 



Consentida la sentencia, se mandó hacer la venta de 
los muebles embargados. 

EL señor Vega presentó el siguiente recibo escrito á 
lápiz en una tarjeta: 

Recibí del señor Angel Vega la cantidad de diez pesos 



moneda nacional á cuenta de mayor cantidad en eje- 
cución eu el Tribunal federal, quedando ésta suspen- 
dida y debiendo pagar esta deuda por cantidades á 
cuenta de cincuenta pesos por raes. — Buenos Aires, 
SI de Agosto de 1891. — Antonio Pastore — Ayacucho 
1345. 

Dijo : que le había sorprendido la sentencia de remate 
que el acreedor había pedido después de hecho el arre- 
glo que resultaba del recibo acompañado, arreglo que 
había hecho con posterioridad á la citación de remate. 




Virgilio M. Tfttfifí. 
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Que por esto interponía apelación de dicha sentencia ; 
recurso que le fué otorgado. 

Pastare, alegando que el recibo no era suyo, que en él 
se contenían adulteraciones, y que no era válido, pidió 
revocatoria del auto, concediendo la apelación. 

El jaez revocó el auto. Interpuesto recurso de hecho/ 
la Suprema Corte concedió la apelación ( Serie 3% Torno 




V«llf» 




Hítenos Aire*, Noviembre 10 fie I8fcí. 

í: resultando de la propia manifestación del eje- 
cutado, contenida en su escrito de fojas treinta y dos, 
que no ha opuesto excepción alguna en la oportunidad 
legal ; que, por tanto, cualquiera que sea el mérito del 
documento de fojas treinta para gestiones ulteriores» 
no la tiene, ni puede tenerlo para paralizar el proce- 
dimiento ejecutivo; por estos fundamentos, se confir- 
ma con costas el auto apelado de fojas veinte y tres 
vuelta, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Bknjamin Paz.— Luis V. Vahela— 
Abel Bazan. — Ocia vio Bunok 
—Juan E. Torrent. 



i 
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contra don Rafael Mami y dona 
Teresa Franco, por cobro t/ectttwo de pesos y tercería ; 
en recurso contra ¿os Tribunales de la 



Sumario.— La aplicación de los códigos comunes hecha 
por los tribunales locales, no autoriza recurso 
para ante la Suprema Corte Nacional, 



Lo indica el siguiente 



recurso 



Suprema 



* • 



José* Lijo López ante la Exorna, Suprema Corte de 
onstituyendo mi domicilio legal en la calle 
y con el merecido 
los aillos que por r 
contra el señor Rafael Masisi por cobro ejecutivo de 
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pesos ante el señor Juez de Comercio doctor Peyret. 
se dedujo una tercería supuesta de dominio por una 
señora llamada Teresa Franco, A consecuencia de haber- 
se llevado ú cabo el embargo que solicité contra los 
bienes de mi deudor Masisi; que en dichos autos, «o 
obstante la legalidad del embargo practicado en virtud 
de que el ejecutado es dueño único de los muebles em- 
barcados, según documentos que corren agregados al 
expediente, asi como se nabía pedido por esta parte se 
dictara el auto de prueba para justificar lo que la ter- 
cerista no sólo no era propietaria de dichos muebles 
como pretendió, sino también que el ejecutado vivía 
maritalmente con ésta en el domicilio donde tuvo lugar 
la haba de embargo, para acreditar de esta manera y 
llevar hasta la evidencia el falso derecho de la indicada 
tercerista; he tenido que ser víctima de una amarga 
decepción ante aquel Juzgado en razón de no habérseme 
atendido á mis peticiones ni á las del demandado Masisi. 
resolviéndose, por el contrario, todo en contra de mis 
derechos y ordenándose la suspensión del embargo \ 
entrega de los objetos embargados á favor de la titulada 
tercerista señora Franco. 

Notificado de una resolución no sólo incorrecta, hasta 
cierto punto injusta á mis derechos directamente, me vi 
obligado á recurrir de aquel Juzgado para ante el inme- 
diato superior en grado, previo Jos recursos de apelación 
y consiguiente nulidad de aquellos autos, considerando 
á mi concepto que se rectificaría el procedimiento obser- 
vad., por el inferior y subsanaría las omisiones y defi- 
ciencias del pleito con arreglo á derecho y á lo que 
estatuyen las leyes du procedimiento en estos casos; pero, 
desgraciadamente, no sucedió así, sino que la Excma. 
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Cámara de Ablaciones, ya sea por el mucho recargo de 
su mi Misterio ó ya sea por causas diferentes á ésta, no debe 
haberse consagrado sin duda alguna al estudio serio del 
expediente apelado; porque sólo así se concibe haya 
venido por con firmar la sentencia extrañada, corrobo- 
rando así la resolución del inferior en apoyo del supuesto 
derecho de la tercerista que no ha justificado su dominio. 

Bien, pues» con noticia de la confirmatoria aludid», 
y siendo ésta un ataque á mis intereses y un descono- 
cimiento de los derechos comprobados ante el mismo 
Juez de Comercio, importan tina violación á las garan- 
tías constitucionales y uu atropello a las leyes que deben 
regir en tela de juicio y de las cuales ningún funcio- 
nario puede ni debe apartarse sin incurrir en actos de 
injusticia, penados por estas mismas, 

Según el iuc. 3 o del Art. ;14(.) del Código de Procedi- 
mientos, queda explicada la infracción de que vengo en 
queja por iuconstitucionalidad de sentencia contra la 
Excma. Cámara de Apelaciones. Asimismo el Art. 341 del 
citado Código me autoriza á interponer este recurso, máxi- 
me cuando las violaciones de que tengo hecha referencia 
resaltan á primer golpe de vista en los de la materia. 

Por estas razones, y en mérito de lo que dejo expuesto, 
solicito de Ja integridad de esta Excma. Corte Supre- 
ma, y que en homenaje a la moral de la justicia, cuya 
suprema vigilancia le está encomendada, quiera dignarse, 
aceptando el objeto de este memorial, ordenar la remi- 
sión de los antecedentes, para que á su vista y con el 
ilustrado criterio que le es peculiar al señor Presidente 
y señores miembros que componen la Excma. Suprema 
Corto, resuélvanlo que corresponda. Es justicia, — José 
Iajv López. 
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Fallo é> la Corte 

Humo? Airea, Noviembre lo de iflftg. 
Vistos en el acuerdo: 

No hallándose el presente caso comprendido en nin- 
guno de los enumerados en el articulo 14 de la Ley 
sobre jurisdicción V competencia de los Tribunales Fede- 
rales, se declara no haber lugar al recurso interpuesto 
y archívese. 

Benjamín Paz. —Abel Bazan.— 
Juan E. Tokrent. 
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Doña Catatina Noretti contra (a Compañía de vapore* 
« Mensajerías flucititex » y « La Píateme, » sobre da- 
ños y perjuicios. 



Sumario. — Isa acción por daños fundada en la respon- 
sabilidad emergente por derecho de actos culpables de 
dependientes, no probándose que ha mediado reconocí* 
miento de ella, se prescribe por el término de nn año. 



Caso. — Don Hoque Pecori por Doña Catalina Noeetti 
se presentó ante el Juzgado el 10 de Marzo de 1-SHX ex- 
poniendo: que el 7 de Julio de IS86 tuvo lugar en el 
río Uruguay, cerca de Concordia, un choque entre los 
vapores « Minerva » y « Saturno », pertenecientes respec- 
tivamente Á La Píate use y ¡i las Mensajerías lluviales, 
cuyo choque causó la muerte instantánea de cuatro per- 
sonas, siendo una de ius victimas el despensero del « Mi- 
nerva » don Lorenzo Castelli, esposo de su representada. 
Que el choque no fué una desgracia casual sino que se 
produjo á sabiendas de los que mandaban los buques, 
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pues hay motivos para creer que obedecían á íiultcacio- 
nes da las compañías por motivos de rivalidad entre 
ellas, q lie llevaba d los capitanes a tratar de embestirse. 
Que así el choque que causó la muerte de Castelti cons- 
tituye ú lo menos un hecho ilícito y sus autores están 
obligados Á ta reparación de todo perjuicio según lo 
determina el Título 9, Sección S*, Libro del Código 
Civil, y esta responsabilidad recae sobre las Compa- 
ñías según las máximas de derecho que sanciona dicho 
Código. Que no si mido posible afirmar si el hecho se 
produjo por culpa del uno ó del otro Capitán ó de ambos, 
como es presumible, la obligación de i ndemnizar tos da- 
ños y perjuicios debe ser solidaria pani las Compañías 
propietarias de los vapores. Que estima los perjuicios 
ocasionados por la muerte do Ca|telli en oO.OOO pesos 
moneda nacional, al pago de cuya suma ó la mayor ó 
menor que el Juzgado estimará, pedia que se condenara 
solidariamente ¡i las Compañías demandadas, con costas. 

Presentó el demandante la partida de matrimonio de 
Dona Catalina Noceiti con Don Lorenzo Alberto Castelli, 
en idioma italiano, con su correspondiente traducción. 

Terminado un incidente sobre falta de personalidad, «1 
representante de La Platense contestó la demanda pidien- 
do que se la rechazara con costas. Dijo ; que aun cuando 
fuera cierto todo lo que dice la demanda, ha trascurrido 
el doble del tiempo que se necesita para la prescripción 
de la acción según el artículo M'{7 del Código Civil, 
- ya sea que la imputación que se hace a la Compa- 
ñía importe un delito ó un cuasi delito. Que, además, 
no siendo exacto que el choque ocurriera á sabiendas 
de Ies que mandaban los buques ni lo demás expuesto 
en la demanda, son inaplicables las disposiciones lega- 
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les que en ella se invocan, y cu cambio es de estricta 
aplicación el artículo 1007 del Código Civil qoe exo- 
nera de toda responsabilidad por daños y perjuicios 
en loa casos en que 110 existe dolo ú culpa. Que, por otra 
parte, la suma de 50.000 pesos reclamada es exorbitan- 
te, y asi lo demuestra la clase de empleo que tenía & 
bordo el esposo de la demandante, es decir, el de des- 
pensero. 

El representante de las Mensajerías lluviales contestó 
la demanda pidiendo que se le absolviera de ella con 
costas. Dijo: que el abordaje fue un accidente fortuito, 
en el cual no hubo culpa, impericia ni negligencia por 
parte de los capitanes; los buques navegaban en direc- 
ción encontrada por el Uruguay ti medía fuerza y lia - 
riendo sonar el pito de alarma continuamente, porque 
había alguna cerrazón aunque no impedía navegar; de 
pronto, hallándose próximos ú la vuelta del Da i man, la 
cerrazón se hizo más densa violentamente y en estos 
momentos fué cuando los dos buques se apercibieron, 
pero ya á tan corta distancia que. á pesar de haberse 
hecho parar las máquinas y dar atrás, lo único que se 
consiguió fué amortiguar el golpe en lo posible. Los 
dos buques y sus cargas recibieron averías de conside- 
ración, siendo de advertirse que el « Saturno » no estaba 
asegurado. Que por este motivo las Compañías no promo- 
vieron pleitos entre sí procediendo de acuerdo con el 
articulo 1427 del Código de Comercio, según el cual todo 
abordaje se reputa fortuito á menos que se pruebe culpa 
ó impericia por parte de las tripulaciones. Óue aun cuan- 
do la demandante llegara á probar que la tribulación del 
« Minerva » procedió con intención dolosa de acuerdo con 
instrucciones recibidas de La Pi aten se, ella no podría 



16 



KALLOH 0K LA SlU'ltBMA UOHTK 



reclamar indemnizaciones por perjuicios que su mismo 
esposo contribuyó á inferir desde que voluntariamente 
formaba parte de una tripulación que aceptaba el desem- 
peño tle un mandato criminal. Que si se tratara de uti 
abordaje culpable la demandante no podría enigir indem- 
nizaciones sino á La Platense, á la cual pertenecía el 
buque en que su esposo servia. Los capitanes de buques 
(articulo 1101 del Código de Comercio > responden de las 
personas de los tripulantes, y en caso de que falte algu- 
no tienen el deber de comprobar el motivo de la falta ; 
y en caso de tener derecho los tripulantes de formular 
reclamos por daños 6 mutilaciones debe dirigirse contra 
los capitanes respectivos ó bien contra los armadores, 
(artículos 1174. lÍf§ y 1176 del Código de Comecio). Que 
fuera de lo expuesto, se ha operado la prescripción 
de la acción según el artículo 4037 del Código Civil, 
pues la que se deduce se hace arrancar de un he- 
cho que se dice ilícito aunque no constituye delito de la 
naturaleza de aquellos á que se reiieren los artículos 
1107 y 1108 y siguientes del Código Civil. Que debe 
agregar que la indemnización que se demanda es exage- 
rada. 



Fu lio «VI Jdfi IVuVrnl 



buenoa Aire*, liarse h de tssuj. 



Y vistos: estos autos promovidos por Doña Catalina No- 
eettí, viuda de Castelli, contra las compañías de navega- 
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Qi.on «leuo minadas La Fluvial y La Plateóse, á 
pertenecían respectivamente los taques «Saturno» y 
«Minerva» por indemnización de daños y perjuicios es 
limados en cincuenta mil pesos moneda nacional, por 
la muerte de su esposo Lorenzo Castdli, acamada el día 
"* .le Julio de l.SSfi. -i bordo del vapor « Minerva», del 
i'ii.ii era despensero, á consecuencia del choque habido 
entre lus dos buques nombrados, del que resultaron cua- 
tro hombres muertos. 

Y eonsulerundo : 

R Que la demanda se lia deducido « mitra ambas em- 
presas pura que se les condene al pu^o solidariamente 
déla suma reclamada ó lo qtie en definitiva lije el juz- 
gado, en el supuesto deque el choque de los vapores no 
íiw un :tccideute easimi sino que sucedió á sabiendas de 
los que mandaban ambos buques, obedeciendo á indi- 
caciones de las mismas compañías propietarias, tratán- 
dose, por cousiguiente.de un hecho ilícito de los regidos 
por las disposiciones delTituloIX, Libro t> Succión >> del 
Código Civil. 

■J\ Que entre Jas varias defensas o|iLieslas por las fin- 
presas demandadas, ligara la de la prescripción ile la 
acción para redamar reparaciones civiles por el hecho de 
que se trata, en virtud de haberse deducido la acción 
después del término que señala el articulo Mk\"¡ del Có- 
digo Civil, el cual establece que se prescribe por un año 
la responsabilidad civil que se contrae por la injuria ó 
la calumnia, como también la reparación civil por daños 
causados por animales ó por delitos ó cuasi delitos. 

o". Que esta disposición indudablemente comprende el 
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caso de que se traía, pues la que reclama la demandante 
á titulo ile viuda de una de las víctimas en el accidente 
del 7 de Julio, que aquella supone voluntario y no casual, 
es la reparación civil del daño que se le ha causado con 
la muerte de su esposo, privándola «lelos recursos que 
éste debía proporcionarle para SU subsistencia. < omo se 
estableció en el auto de foja 37, apoyándose en las dis- 
posiciones de la ley civil sobre las obligaciones que na- 
cen de los hechos ilícitos que no son delitos. 

4". Que desde la fecha en que tuvo lu^ar el acciden- 
te i7 de JtiUd M lSNíi > basta el día en que se dedujo la 
acción de foja 6 ( Mayo 10 de 188$ \ ba transcurrido pró- 
ximamente el doble del tiempo señalado por el artículo 
\tr¿l del Código Civil parala extinción por prescripción 
de la acción instaurada, siendo por lo tanto inútil en- 
trar al examen de las demás defensas que tenía por base 
la subsistencia de dicha acción. 

Por estos fundamentos; falto absolviendo tas empre- 
sas de navegación antes nombradas de la referida de- 
manda, imponiendo silencio á la parte acto ra, debiendo 
cada |iarle pa^ar sus costas. Xolifiquese con el original. 

Virgilio Trtft'n. 

La parte demandante apeló y se te concedió el recurso 
libremente. 

Kl representante de Ka Piálense apeló de la parte de 
la sentencia, que declara que cada uno pague sus costas. 

Expresando agravios el demandante, dijo: que se le 
bahía coartado su derecho de defensa, porque no se le 
había oído sobre la prescripción opuesta, cuando podía 
haber actos ó circunstancias que la hubieran interrumpido 
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ó suspendido. Qijfl en la demanda se reclaman los daños 
causados por cosas Inanimadas < él choque de lus buques) 
contra los dueños de ellos en virtud de ÍO dispuesto en 
el Liliri» 2 o , Sección A Título & ft Código Civtt, en el cual 
se establece ■ artículo ll^í ■ la obligación para el din ño iU 
responder por la indemnización si no prin-lia que i\<> hubo 
cillpa por su parir, (¿uc lus daños causados por cosas 
inanimadas no están comprendidos cu la disposición 
del artículo 'iO.T¡, Código Civil, que cstaldece un año para 
la prescripción de Ja acción, y desde luego la sentencia 
se funda en un artículo inaplicable al caso. ijti» 1 aunque 
Ja acción acordada Fuera prescriptible por un ario, e vis- 
ten circunstancias eu virtud de las cuales no podría mn- 
siderarse extinguido el derecho de la demandante. Ksta 
nunca lia vivido aquí ; su marido, desde que salió de Italia. 
Jit dejo allí basta casi la mitad de JNS7, en que tuvo cono- 
cimiento del suceso. Ksle llegó á noticia de ell;i en los 
últimos meses del año IW sabiendo un» el choque liabía 
producido la muerte de varios tripulantes del Minerva; 
ésto la alarmó, y baldeado pedido noticias aquí, su sospe- 
cha se coa [i ruui y se preparó á salir con ios documentos 
necesarios. Jo que pudo conseguir en los primeros meses 
de 1887, más 6 menos. Llegada aquí; se dirigió al geren- 
ta de La Platease, señor Vucasovich, quien Ja tranquilizó 
diciéudoJe que la Compañía Ja indemnizaría, debiendo 
sólo esperar que se resolviera el asunto que estaba pen- 
diente entre las dos compañías a fin de saber cuál de ellas 
debía ser responsable del choque ; y con buenas promesas 
ie aconsejó ir á lo del abogado de la Compañía doctor 
Fernández y seguir las instrucciones que éste le diera. 
Kste abogado le aconsejó que esperase, reteniéndole los 
documentos que tenia. i}ne este abogado y el gerente 
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Vueasovich man tu vieron á la demandante con promesas 
■A la expectativa hasta Abril dé 1888, en que el docbr 
Fernández le dijo que era necesario presentarse un juicio 
y le devolvió los documentos, dándole también muí carta 
de recomendación para un abobado que la defendiera. 
Durante la expectativa el -érente, en varias ocasiones, 
entregó ala demandante linos cientos de pesos moneda 
nacional. 

Que con estos antecedentes no es posible considerar 
consumada la prescripción p«v el trascurso de un ano. 
Que en este caso no sólo lia habido ausencia, la mal hace 
doblar el término de la presen peino, sino que la adora 
ignoraba el beebo y estaba por ello en la imposibilidad 
de presentarse en juicio, ijue si el j creas hubiera estado 
en posesión «le los anteceiienles que ha mencionado, 
habría considerado ib- aplicación lo preceptuado por el 
articulo :í!isn t i ódt^o Ti vil. l'idio c¿ue se revoque la sen- 
tencia y se mande seguir adelante e) juicio sobre la 
acción promovida y que se reciba la causa á prueba sobre 
las dificultades e Imposibilidades de hecho que' lian impe- 
dido á la adora ejercer la acción entablada. 

Corrido traslado, el representante de La Pía tense pidió 
que se confirme con cosías la sentencia apelada. Dijo: 
<|ue el apetatile, después de quejarse de «pie el juez no 
haya recibido la causa á prueba, no invoca hechos que 
puedan ser causa de iulerrnpcion ó suspensión de la 
prescripción opuesta: pues de su misma narración resul- 
ta que trascurrió más «le «n año desde que la actora 
tuvo conocimiento del siniestro y del fallecimiento de su 
esposo hasta el día en que dedujo su demanda. Une el 
apelante no puede pretender que se duplique el término 
de la prescripción, tanto porque ésta no es procedente 
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en las pfGfGiipeiones *[*• curto plazo, cuanto porque la 
sefiora Noceti ha estado piasen Uí desde un año antes de 
la fecha de la notificación de la demanda. <¿tie la expre- 
sión de agravios pretende cambiar la acción deducida; ésta 
filé la que nace del delito resultante de un choque volun- 
tario que ocasiona la muerte de varias personas, y. por lo 
tanto, es ineludible la aplicación del artículo 4<tí7 eit 
cuanto á la prescripción de esa acción, ijue la expresión 
de agravios cita como nuevo fundamento el articulo 1133^ 
Código Civil, y serrín esta disposición queda la demau- 
daute colocada en esta forzosa disyuntiva: o bien persiste 
en imputar culpa á las compañías por el choque, en cuyo 
rasóse trataría de la imputación de un euasi delito, por 
lo menos, y siempre seria de estricta aplicación el articulo 
MW; ó liion manifiesta que el choque fué casual, y en 
tal caso queda comprobado que no tiene indemnización 
alguna que reclamar. Que debe decir, además, que si el 
articulo 4tM7 menciona solo las acciones provenientes de 
los daños causados por animales y de delitos ó cuasi deli- 
tos, no es para excluir tas que provienen de cosas inani- 
madas» á las cuales las comprende, porque suponen la 
■existencia de culpa por. parte de los dueños de aquéllos. 



K\ representante de las Mensajerías lluviales pidió 
que se confirme con costas la sentencia. JHjn: que la 
expresión de agravios pretendía cambiarla acción dedu- 
cida para considerar casual el choque que en la demanda 
afirma ser intencional y culpable, reconociendo con esto 
que no puede haber lugar á indemnizaciones que sólo 
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serían procedentes en caso de haberse producido ul hecho 
por dolo, culpa ó impericia. 

Que cuanto dice Ja expresión de agravios respecto de 
cosas inanimadas es improcedente é imítü para preten- 
der sustraerse dril articulo \0M. Si con ¿osas inanima- 
das se causa daño por accidente fortuito ó «le fuerza 
mayor, el damuilicado no puede reclamar indemnizacio- 
nes porque no existirá persona alguna a quien hacer 
responsable del siniestro. Si la cosa inanimada causa 
daño por imprudencia, descuido ó culpa de su dueño, se 
producirá un cuasi delito y el damuilicado tendrá dere- 
cho para exigir indemnizaciones en tiempo y forma (Títu- 
los 8 y !), Libro 2* Sección 2\ Código Civil ). 

Que lejos ó"e ser cierto loque la expresión de agravios 
alirma, la demandante llegó aquí pocos días después de 
acaecido el choque, y como era notorio que procedía de 
un caso fortuito no promovió^jwuj^una acción. Que los 
documentos necesarios de que habíala expresión de agra- 
vios, y que dice se consiguieron en los primeros meses 
del año 1887, son los que se han exhibido en la demanda, 
es decir, la partida de matrimonio; y el testimonio de 
< ; sta fué expedido el 18 de Septiembre de y legali- 
zado dos días después en el consulado argentino. Desde 
ese momento tuvo la demandante los documentos nece- 
sarios para acreditar su personería y pudo embarcarse 
eu seguida, llegando á buenos Aires, á más tardar, el 20 
de Octubre siguiente ó enviar un poder á los hermanos 
que aquí tiene ó al cónsul italiano si no tiene parientes 
o amigos. 

Así, aun en el supuesto de que la demandante no haya 
llegado á Buenos Aires en el mismo mes en que ocurrió 
el choque, resultan evidenciadas las inexactitudes á que 
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recurre, ijm el articulo Wtf no requiere pura l;i pres- 
cripciou sinu la inacción del acreedor durante un año 
desde el siguiente día al del suceso; y admitiéndose que 
debiera contarse el término desde el día en que pudo 
conocer la demandante lo ocurrido, está demostrado otiti 
tuvo conocimiento del siniestro un mes después, y qjié 
el 18 de Septiembre de esc mismo año ya había obtenido 
Jos documentos que acreditaban sn personería para litigar. 
$@Ü SÍ fuera cierto, míe no lo es, que la prescripción se 
hubiera interrumpido por haber reclamado la deman- 
dante de ha Piálense y recibido algunas sumas, ello eo 
nada afectaría los derechos de las Mensajerías lluviales, 
pues son compañías independientes. Que, además, el 
único medio legal de inlerrumpir la prescripción es la 
interpelación judicial. 



Auto I» Suprema í'orlo 

Buenos Aires, Marzo 13 do IHftá. 

Vistos: Atentas las alegaciones contenidas en el es- 
crito de expresión de agravios, ábrese esta causa á prueba 
por el término de quince días sobre si ha mediado reco- 
nocimiento de la obligación é interrupción de la prescrip- 
ción relativamente á la compañía « La Platanse ». y 
repóngase el papel. 

Bkniamis Victorica. — C. S. oe 
la ToiuiK. — Lt isV. Vaiikla . 
— Aukl Bazas. 
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Producida la prueba, se dictó el 



Fallo de I* Saprna Corle 

Huenos Aires Noviembre ]« tic iks>;>. 

Vistos : Considerando. 

1° Que el actor no lia probado ni tratado de prolnr 
que el hecho del choque que motiva este juicio haya 
sido el resultado de intención delictuosa de las empresas 
demandadas y de instrucciones por ellas dadas, en con- 
secuencia, como se afirmó en la demanda. 

2* Que separada esa causa de responsabilidad, la une 
se pretende hacer pesar sobre las demandadas proce- 
dería únicamente de las obligaciones establecidas por 
derecho, emergentes de hechos de personas dependientes, 
y esto en la hipótesis de que en el caso sub judice los 
agentes de las compañías hubieren obrado en el sentido 
de dar fundamento á la expresada responsabilidad, 

3° Que no resulta demostrado que las cartas de fojas " 
138 y 13íi se relieran ¡i la reclamación intentada por ia 
señora de Castelli, pudiendo ser interpretadas en el 
sentido que declara el testigo Don Miguel Vucassovich. 

4* Que la prueba testimonial producida por la deman- 
dante sólo demuestra que ella practicó diligencias á 
fin de que se le acordara una indemnización por la muerte 
de su esposo, poro de ningún modo que la compañía 
«La Platense» reconociera el derecho pretendido, ni 
menos que se considerara obligada á su pago. 
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6 a Uue tampoco se ha intentado justificar que respecto 
de la compañía «La Piatense» se haya interrumpido 
la prescripción por alguno de los actos que á esc efecto 
determina la ley. 

(¡p Que no habiéndose comprobado dentro del término 
legal ninguno de los puntos lijados en el auto de fojas 
lüü, que motivaron la recepción de la cansa ¡i prueba, 
es de perfecta aplicación al caso lo dispuesto por el 
artículo 4037 del Código Civil. 

Considerando en cuanto u la apelación interpuesta 
por la compañía «La Piálense»: que no resulta que la 
señora Castelíi haya procedido con temeridad ó malicia 
al deducir su acción. 

Por esto y por sus fundamentos, se confirma la sen- 
tencia apelada corriente ú fojas «8: y repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

Benjamín Paz— Lus V. Vahela. 
— Ahki, Bazan.— Octavio Bitnue. 
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iMitt Manuel Ariza vonira don Eugenio fiianro, por ccttfo 
de pesos; en ret ttrso de xputenna de tos Tribu wth's 
de ta Capitat. 



Sumario. — No procede el recurso á la Suprema Curie 
en causas seguidas ante ios tribunales locales, en que 
se han ventilada cuestiones regladas puramente por A 
derecho común. 



Pallu de I» Suprema Carie 

Buen»" Aires. Nnviwnliru 1*112. 

Vistos en el acuerdo: > 

Considerando : que según la exposición hecha por la 
parte, en el pleito no se ha puesto en cuestión ley ó 
decreto de autoridad nacional, pues que el emanado del 
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Ejecutivo, 4110 invoca el apelante, 110 declara ni reco- 
noce derecho alguno á favor de éste, 1 i ilutándose á dejarla 
á salvo los que pueda tener según la ley común. 

tjue habiéndose ventilado en la causa cuestiones re- 
gladas puramente por el derecho común, el recurso in- 
terpuesto no es procedente de conformidad al artículo 
14 de la ley nacional sobre jurisdicción y competencia 
de los Tribunales Kederales, y muy especial mente á la 
última parte del artículo 1% de la misma ley. 

Por esto, se declara no haber lugar al recurso inter- 
puesto y archívese. 

Bkn.iasiin V\a.— Litis Y. Va hela.— 
Aiwa. Bazas. — Qctáyio Bl'nüü. 
— Ji an K. Ti >u m:\r- 
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boa .V. Su f y itero ron/ra ta Manir i pal i dad *te Sal/a, por 
rubro de honorarios; mh/r apelar ion. 



Sumario.— Ks apelable el unto en que se resuelve en 
el fondo sobre derecho u cobrar honorarios, y no sobre 
su simple reculación. 



Fu lio d* la Suprimir C'«rle 

Vistos en el acuerdo : 

Considerando que en el auto recurrido se resuelve en 
el fondo la contención entre Salguero y la Municipa- 
lidad de Salta, sobre el derecho que el primero cree 
tener contra la segunda para cobrarle honorarios, lo que 
demuestra qlie este raso difiere sustancial mente del citado 
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por el Juez a r/uo en su informe, que se registra en el 
tomo 10 ( 1 ) página :J{¡4 de los fallos de esta Suprema 
Corte, pues que en el caso de referencia se trataba tan 
sólo de auto que ordeno una regulación sin hacer de- 
claración alguna para lijar responsabilidades sobre per- 
sona determinada. 

Que el auto apelado trae gravamen irreparable en el 
sentido legal, en cuyo caso la apelación es procedente 
con arreglo á Lo dispuesto en el artículo 206 de la Ley 
Nacional de Procedimientos. 

Por estos fundamentos: se declara mal denegado el 
recurso de apelación interpuesto y su concede en relación. 
En consecuencia, líbrese olicio al Juez de sección para 
que reinita los autos con noticia de las partes, y re|ióu- 
gase el papel. 

Benjamín I j az. — Lns V. Y \ukla. 
— Ama. Hazan. — íl m EL 

TninilíXT. 
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Don Rémuto Sai miento contra fían Juan TéudéW* p& att/i- 
tfafi *fc una escritura y mbt$ data)* y perjuiinm. 



Sumo rio. — 1" tís nula Ja escritura inUorizaUa por un 
escribano que no tiene facultad pata i n teñen i r en los 
contratos pñ Micos. 

Kl no haberse reconocido por el comprador la es- 
critura asi autorizada, no es prueba bastante de haberse 
irrogado daños y perjuicios» si el vendedor manifiesta 
que se ha desprendido de la propiedad vendida, y que 
ésta reconoce otro dueño. 

Kl escribano autorizante queda en este caso obli- 
gado á devolver ios emolumentos percibidos y los gastos 
de la escrituración. 



Vaso. — Don Hámulo Sarmiento se presentó ante el 
Juzgado exponiendo: ijue Don Esteban Pazos le otorgó 
en el ano 1MH7. en el registro de contratos públicos 
regentado por el escribano Don -luán Tendero, escritura 
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de venta de una legua de campo. <¿ue algún tiempo 
después concertó la venta de este campo en la cantidad 
ile UUMHí pesos moneda nacional, comprometiéndose á 
otorgar al comprador la correspondiente escritura de 
venta en la capital ríe la República; puro al hacerse en 
Marzo de 1889 electiva la venta se encontró con que la 
escritura otorgada ñ su favor ante el escribano Tendero 
le era rechazada por el jefe del registro de la propiedad 
en la capital, extensivo á los territorios nacionales, por 
no tener ella valor alguno, pues tanto en esa oficina como 
en el Ministerio de Justicie», se desconocía la autoriza- 
ción eu virtud de la en al se hubiera creado ni menos 
concedido al escribano Tendero, el registro donde se 
había hecha. Que el comprador ante estos hechos desis- 
tió con generosidad de, la compra, y se vio él. el de- 
maudanle, privado de los beneficios que por la venta 
debía obtener. <¿ue el escribano Tendero tiene la respon- 
sabilidad del acto irregular que lia cometido como escri- 
bano público, pues si su registro uo ha sido creado ni 
arrendado por el gobierno de la nación, no lia estado 
habilitado para extender escrituras. Pidió que se conde- 
nara en oportunidad al escribano Tendero á indemni- 
zarle los perjuicios que le ha ocasionado y que estima 
en 3INJ0 pesos, á la devolución de los emolumentos que 
le pagó y á las costas del juicio. 

Acompañó el demandante la escritura de venta otor- 
gada ¡i su favor en el registro del demandado. 

Corrido traslado* lo evacuó el demandado pidiendo 
que no se hiciera lugar con costas á la demanda. Dijo : 
que es cierto que según la ley orgánica de los Tribunales» 
correspondía al Ministerio de Justicia su nombramiento 
de escribano y encargado del registro de la propiedad 
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y de hipotecas en el territorio del Rio Negro; pero 
disposiciones del gobierno nacional hicieron depender 
tales nombramientos del Ministerio del Interior, hasta 
que por nuevas disposiciones han vuelto a depender del 
de justicia, como debe saberlo el demandante en su 
calidad de secretario de la gobernación. Que su nom- 
bramiento de escribano de la gobernación se hizo en 
1884 por et Ministerio del Interior, y como tenía reva- 
lidado su título de escribano en la Cámara de lo Civil 
de la Capital, desde 188:í, podía ejercer su ministerio. 
Qije el mismo demandante, como secretario de ¡a gober- 
n ación ó como gobernador interino, asi como el general 
W iuter han legalizado sus actos de escribano público, 
cuyos funcionarios l¡ miaron en 7 de Febrero de 1884 un 
decreto estableciendo ul arancel de escrituras públicas á 
que debía el demandado sujetarse, arancel que fin' aprobado 
por el gobierno en G de Junio de 1884 y que le fué comu- 
nicado por aquellos mismos funcionarios. Que muchos 
poderes otorgados ante él obran en expedientes que existen 
en el ministerio del Interior; y varios pasaron por otros 
ministerios para su legalizad' u culi destino á Europa, 
sin que á ninguno se le haya I lecho objeción. Que en 
188* i el ministro del Interior, doctor Chavar ría. tratán- 
dose del registro de escrituras públicas que estuvo á su 
cargo, del demandado, resolvió que volviera á ocupar 
sn puesto el escribano d<*l Hio Negro, <Jne el actor co^ 
noce las notas pasadas por la gobernación del territorio 
¡il Ministerio del Interior antes de producirse su nom- 
bramiento, como las que se pasaron al J u/gado de Paz 
para que le hiciera entrega del archivo de contratos 
públicos. Une según bi ha oído decir y se dice públi- 
camente. Don Antonio Pazos ha iniciado ante el mismo 
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Juzgado, una causa criminal contra Sarmiento y otros 
por el delito de cohecho, agregándose que lo recibido 
por Sarmiento es la legua de campo que se menciona 
en la demanda. Que si esto fuera cierto hay lugar a 
suponer que el demandante procede con segunda ¡riten 
don y hasta con dolo, puesto que viene reclamando 
indemnización por no haber podido vender, según él, un 
campo que con anterioridad á su demanda le han re- 
clamado, imputándole además un delito; y en tal caso 
debería suspenderse este juicio hasta que sea resuelto 
el criminal que se dice iniciado. 



El Jiit'% corrió traslado de esta eun testación, para 
mejor proveer, y Don Rúinulo Sarmiento lo evacuó ex* 
poniendo: que el demandado no ha expuesto fundamento 
que justilique la bondad del registro que tuvo abierto 
desde 188'i hasta 1S&S y en el cual se otorga su escri- 
tura. Que en 3 de Enero de 1S84 el gobierno nombró á 
Tendero escribano de gobierno y encargado de los re- 
gistros de marcas, propiedad é hipotecas, sin autorizár- 
sele para abrir y regentear una escribanía particular, para 
lo cual se necesita una sanción del Congreso. Que por 
esto el registro que tuvo Tendero se encuentra archi- 
vado en la gobernación por orden del ministro de Jus- 
ticia, Sil! que se permita al actual escribano de gobierno 
\ú ;1 otro alguno continuar con él Que si la goberna- 
ción del territorio ha legalizado la íirma de Tendero 
ha sido sorprendida por él desde 1884 hasta 1888 en 

T. XX 3 
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que por su sola voluntad dejó de llevar el registro que, 
según él, lo demás dependía de la Suprema Corte. Que 
el hacho de haber formulado la gobernación el arancel 
á que ee refiere el demandado no lo autorizaba para 
crearse un registro, y él mismo lo reconoce diciendo 
que la primera diligencia de su registro la habla autori- 
zado el gobernador sin derecho. Que lo mismo sucede 
con la orden relativa al archivo del Juzgado de Paz que 
era natural pasara á la escribanía para mayor seguridad. 
Que lo que el demandado díco respecto del juicio cri- 
minal por cohecho es una invención suya» pues no 
conoce tal juicio, y no tiene aquél en todo caso por qué 
preocuparse de él. Pidió que se resolviera como lo soli- 
citó en la demanda. 



Falla «fe! J«e» l*t»do 

Vtalrnn, Marzo 3 ile 1*90. 

Vistos: estos autos seguidos á instancia de Don Kó- 
raulo Sarmiento, contra el escribano público Don Juan 
Tendero, sobre daños y perjuicios, de- los que resulta: 

I o Que á fojas 3 y 4 se presenta el actor entablando 
formal demanda por daños y perjuicios contra el escri- 
bano nombrado y acompañando un plano y una escri- 
tura de venta otorgada á su favor por don Esteban 
Pazos, con fecha 18 de Noviembre de 1887, por la can- 
tidad de 500 pesos moneda nacional y ante el registro 
del demandado, expone: Que habiendo convenido en la 
venta de la propiedad rafz á que dicha escritura se 



refería y por la cantidad de 10,000 pesos moneda nacio- 
nal, al hacer efectiva la venta había desistido ei com- 
prador por cuanto el título ó la escritura antes mencio- 
nada fué rechaza! la por el jefe del registro de la 
propiedad en ía Capital Federal, en razón de que no 
tenia tal título valor alguno, como instrumento público, 
porque se desconocía en «lidia olicina, así como en el 
Ministerio de Justicia, Ja autorización legal en virtud 
de la cual se hubiere creado ó reconocido al escribano 
Tendero la facultad de llevar el registro en el que 
aquella fué otorgada por Pazos; que por el desistimiento 
del comprador dejó du realizarse la venta con menos- 
cabo de los beneficios que ella le debía reportar y cuyas 
consecuencias debían imputársele al escribano Don 
Juan Tendero por haber extendido escritura sin estar 
autorizado para ello; que habiendo e*ste cometido un 
acto irregular como funcionario público, regenteando 
un registro de contratos públicos, que no había sido 
creado ni arrendado por el soberano de la Nación, había 
incurrido en las responsabilidades consiguientes por los 
perjuicios ocasionados, los que estimaba en 5000 pesos 
moneda nacional, y concluye pidiendo se condene al 
demandado ;i la indemnización de tales perjuicios, á ia 
devolución de los emolumentos percibidos y & las costas 
del juicio. 

2* El demandado, contestando de foja 7 á fuja 10, argu- 
ye- Que no se haga lugar á Jo solicitado en Ja demanda 
y se condene aj actor en las costas y costos de la causa; 
que el demandante, por su empleo, debía saber el cargo 
que desempeñaba desde 1884, por nombramiento del 
Excmo. Gobierno Nacional, pues como secretario unas 
veces y otras como gobernador interino, aseguró lo 
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mismo que ahora niega; que en la época que llevaba 
registro dependía lo judicial del Ministerio del Interior, 
del cual obtuvo sn nombra miento de escribano, como 
de encargado de los registros de la propiedad y de 
hipotecas y que tenia su título de escribano revalidado 
por la Excina. Cámara de Apelación de lo Civil de la 
Capital desde 1883 y por ello no había razón para ha- 
berse privado del ejercicio de sn profesión, aunque su 
nombramiento no estuviese refrendado por el Excmo. 
señor Ministro «le Justicia, puesto que el cargo de en- 
cargado del registro de hipotecas y de la propiedad le 
había sido conferido por el Exento, señor Presidente de 
la República con sn Ministro del Interior; que de ésto 
se deducía que la ley orgánica de los Tribunales no 
estuvo en vijieneia en todas sus partes en los territo* 
rio* nacionales cuando se le acordó dicho nombramiento 
para ios cargos que hubo, desempeñado hasta el año 
18&t; que si no hubiese sido nombrado escribano público 
de este territorio ni el gobernador, general Winter, ni 
el actor como secretario habrían podido legalizar todos 
sus actos, certiticaiido que la lirma estampada en la:, 
escrituras públicas y que decía « .luán Tendero» era 
auténtica del escribano público de este territorio; que 
en fuerza de esta verdad se dicto también el decreto 
de 7 de Febrero del 84, formulando el arancel á que 
debía sujetarse como escribano público y que fué apro- 
bado por el Gobierno Nacional; que ningún poder otor- 
gado en sn registro había sido objetado» de los innume- 
rables que corren en expedientes sobre campos, en el 
Ministerio del Interior, y otros que pasaron para su 
legalización por los demás ministerios con destino á 
Europa ; que son muchos los documentos oficiales pro- 
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«lucillos con motivo del cargo de escribano que des* 
empeñaba; que en 1880, siendo Ministro del Interior el 
doctor Chavarría, tratándose del protocolo de escrituras 
públicas u cargo del demandado, se resolvió en un 
documento que volviese ú ocupar su puesto el escribano 
«leí Rio Negro, y que por ser tal se pasaron notas por 
la gobernación ordenando al Juez de Paz le hiciera en- 
trega del archivo de contratos públicos. 

¡J* El actor, absolviendo el nuevo traslado' corrido para 
mejor proveer, de foja 12 ¡i foja 1">, replica: que el de- 
mandado no ha opuesto fundamento alguno legal que 
justifique la bondad del registro de contratos públicos 
que tuvo abierto desde el año 1884 hasta 1888 por 
donde se le otorgó la escritura que motiva este juicio; 
que hace una confusión lamentable al explicar su 
nombramiento que sólo fué para desempeñar el empleo 
de escribano de gobierno y encargado de los registros 
de marcas, propiedad é hipotecas, y en ningún caso 
para que pudiera abrir ó regentear escri han ia particular; 
que el Poder Ejecutivo de la Nación jamás ha autori- 
zado al escribano don Juan Tendero para abrir registro 
de contratos públicos en este territorio» porque no era 
de su resorte crear escribanías de registro, si no del 
Honorable Congreso que por una ley estableció ios que 
actualmente exUten en la Capital de la República; que 
la prueba de que el protocolo abierto por el demandado 
era ilegal estaba en que, por disposición del Kxcmo. 
señor Ministro de Justicia, se hallaba archivado en la 
gobernación sin permitirse al actual escribano de go- 
bierno ni á ningún otro seguir con él ; que el demandado 
no sólo había abusado de la buena fe de cuantos hu- 
bieron llegado á la escribanía particular, sino que hubo 
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engañado, sorprendido al gobierno del territorio desde 
1884 hasta el año 1888, en que, por su sola orden y 
voluntad, tvrrú su protocolo, aseverando que sus fun- 
ciones y registro dependían de la Excma. Corte de 
Justicia Federal; que por tal razón y de buena fe lega- 
lizaron su firma; que el decreto lijando arancel no 
importaba autorización para abrir registro, puesto que 
ni atribuciones tenia la gobernación para ello; que res- 
pecto al archivo de actos públicos otorgados ante el 
Juez de Paz para seguridad se dispuso que se deposi- 
tara en el archivo de la oficina dependiente de la 
misma gobernación; que por lo expuesto, y que no 
habiendo el demandado salvado la responsabilidad civil 
en que había incurrido al pasarle su escritura en proto- 
colo ilegal, pedía al juzgado se le condenase como 
anteriormente lo tenía solicitado en su primer escrito. 

4" Recibida Ja causa á prueba, las partes produjeron 
la que consta del certificado de foja 50, de la que re- 
sulta: 1°. por parte del actor, que Don Juan Tendero 
tuvo registro abierto como escribano público, en cuyo 
protocolo se otorgó la escritura de foja 2, hecho este 
también confesado por él; á foja 36 un boleto de com- 
pra del campo á que se refiere dicha esc r tura por el 
valor de 10.Ü00 pesos, otorgado por Don Ignacio Sar- 
miento ú favor de don Rómulo Sarmiento en Buenos 
Aires con fecha 21 de Marzo del 89; de fojas 28 á 30. 
informe de la gobernación de haberse recibido y archi- 
vado en la oficina, y por orden del Ministerio de Jus- 
ticia, el registro de contratos públicos que llevó el 
escribano don Juan Tendero y copia autorizada del oficio 
del Ministro del Interior, Techa 17 de Enero del 84, en 
que le comunica que con fecha 3 del mismo dicho Ten- 
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dero habí» sido nombrado escribano del gobierno en- 
cargado de loa Registros de la propiedad é Hipotecas 
y de Marcas para el territorio; á foja 34 el oficio del 
Excmo. señor Ministro de Justicia, manifestando que 
por ese Departamento no se había acordado á Don Juan 
Tendero autorización para mantener abierto en este 
territorio un Registro de contratos públicos; á fojas 37 
y 38, informe del Ministro del Interior, manifestando 
no existir en esa repartición decreto alguno desde el 
83 hasta Julio del 89, autorizando al escribano Don 
Juan Tendero para abrir registro de contratos públicos 
en el territorio del Rio Negro, 

Y 2* por parte del demandado se presentó como prue- 
ba a foja 41 un ejemplar del diario « La Nación », de 
Diciembre del 86, en el que en la sección Noticias se 
transcribe el dictamen del señor Procurador General de 
la Nación, en el que opinaba que las facultades del es- 
cribano de la gobernación del Rio Negro, como encargado 
de los registros de la propiedad de hipotecas y de mar- 
cas, podían ser extensivos ú dar fe en todos los demás 
actos* que como tal escribano público fuese requerida 
su intervención, y el demandado asevera que este dic- 
Umen fué adoptado como resolución por el Superior 
Gobierno, pero no acompaña comprobante de ello; á 
foja 43 copia autorizada del decreto que ordena vuelva 
á ocupar su puesto el escribano de la gobernación de 
Rio Negro, expedido en Agosto del 86, por el Ministerio 
del Interior; de fojas 50 á 53, informe de la gobernación 
de este territorio, con transcripción de oficios, uno pidien- 
do al Ministerio del Interior en Abril del 83 autoriza- 
ción para que el escribano Olivera desempeñe las fun- 
ciones de escribano de Registro, y otro del año 86, 
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consultando si el escribano de gobierno y encardado del 
Registro de propiedad, hipotecas y marcas, podía ejercer 
también las funciones de escribano público y se informa 
que el expediente relativo á esta consulta no se encon- 
traba ai el archivo, pero que constaba haber sido de- 
vuelto del Ministerio con dictamen del señor Procurador 
de la Nación, en el que opinaba que el escribano de 
gobierno podía desempeñar el cargo de escribano público 
de Registro. 

Habiéndose decretado, para mejor proveer, que Don 
Juan Tendero presente el decreto ó título habilitante 
que le hubiese autorizado á llevar registro de escritu- 
ras públicas. ;i foja 1Z presentó el olido del Ministerio 
del Interior, fecha 17 de Enero del 84, en que se le comu- 
nicaba haber sido nombrado escribano de gobierno y 
encargado de los Registros de propiedad, hipotecas y 
marcas, y acompañó el título que le acredita en su carácter 
de escribano público, pero no de escribano de Registro. 

Y considerando: 

1° Que por el documento de foja 2, cuya autenticidad 
está reconocida por la parte contra quien se opone, y, 
por tanto, merece plena fe, art 1036 del Código Civill 
está justificado que el demandado Don Juan Tendero 
extendió como escribano de Registro la escritura, objeto 
•le este juicio. 

2» Que siendo tal escritura de fecha Noviembre del año 
1886 estaba ya en vigencia en todas sus partes la ley 
orgánica de Jos Tribunales de Justicia de 15 de Diciem- 
bre del 81, y según se desprende de la ley de 18 de 
Octubre de 1884. 

3* Que según el Art. 160 de dicha ley orgánica, nadie 
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podía atribuirse funciones de escribano de Registro si 
no estaba autorizado para ello, conforme a las leyes, con- 
cordante con el Art. 169 de la del 8lí. 

4° Que en los territorios federales recien se han esta- 
blecido las escribanías de Registro, Art. 44 de la ley de 
¡l de Noviembre de 1889, que reforma la de 18 de Octubre 
antes citada, resultando de aquí que en años anteriores 
no lian podido existir tales escribanías, y que, por con- 
siguiente, la del demandado carecía de valor legal. 

y» Que aún suponiendo que. por ley especial ú otra 
resolución superior, se hubiese facultado al escribano 
ríe la gobernación Don Juan 'leuden) para abrir Registro, 
el demandado no lo ha prohado; 1- porque el dictamen 
del señor Procurador de la Nación no importa titulo que 
le hubiese autorizado para ello, ni se ha presentado jus- 
tificativo alguno que conste que tal dictamen fué adop- 
tado como resolución por el P. K. Nacional; 2\ porque 
al disponerse, por el Ministerio del Interior, que el deman- 
dado vuelva á ocupar ta escribanía de gobierno, no 
comprende la escribanía de Registro, que es de otro 
resorte y de una importancia muy trascendental ; :í% por- 
que el nombramiento expedido á favor de Don Juan 
Tendero, con fecha Enero del año 84, se refiere exclusi- 
vamente :í la escribanía de gobierno y encargado de tos 
Registros de la proj iedad, hipotecas y marcas, sin hacer 
mención siquiera de la escribanía de Registro; 4*. que el 
título presentado y revalidado por la Exema. Cámara de 
Apelaciones Civil de la Capital acredita que el demandado 
es escribano público recibido, pero no se puede deducir 
que por tener un título profesional se hubiese conside- 
rado investido de facultad para desempeñar funciones de 
escribano de Registro, cuya atribución sólo la ley puede 
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conferirla. Mientra» que el actor lia justificado plenamente 
que el demandado no estuvo autorizado para funcionar 
como escribano de Registro : 1°, por el informe de la gober- 
nación de haberse recibido y archivado en esa oficina, 
y por mandato del Ministerio de Justicia, el Registro 
de contratos que llevó Don Juan Tendero y ratificando 
que el nombramiento de éste fué de escribano de go- 
bierno y encargado de los Registros de propiedad» hipo- 
tecas y marcas; 2*. por el oficio del Excmo. señor 
Ministro de Justicia, que manifiesta no haberse autori- 
zado al demandado para mantener en este territorio un 
Registro de contratos públicos; 3", por el informe del 
Ministro de) Interior que asevera, de un modo termi- 
nante, que desde el año 1883 hasta el 80 uo existe de- 
cieto alguno autorizándolo al mismo para abrir Registro 
en este territorio. 

Resulta de lo expuesto que el escribano publico Don 
Juan Tendero, sin tener autorización alguna legal, exten- 
dió como escribano de Registro la escritura otorgada 
en esta capital por Don Esteban Fazos á favor de Don 
Hornillo Sarmiento y que ha motivado estos autos. Con- 
siderando i 

t»° Que por el Art. 1044 del Código Civil son nulos 
ios actos jurídicos en que los agentes hubiesen proce- 
dido con simulación ó fraude presumido por la ley 
cuando fuese prohibido el objeto principal del acto, 
ó cuando no tuviere ta forma exclusivamente ordena- 
da por la ley; que el escribano Don Juan Tendero 
ha debido saber que careciendo de autorización para dar 
fe del acto que extendía en su Registro, no ha podido 
validamente proceder á su escrituración, arrogándose 
funciones de escribano de Registro, puesto que estaba 
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prohibido por la ley el acto mismo, mientras no invis- 
tiera autorización legal habilitante. 

T Que la nulidad que el auto revista es absoluta, 
puesto que no es susceptible de confirmación, última 
parte del Art. 1047 del Código citado; el convenio de 
las partes ó la ratificación del acto no daría al docu- 
mento de foja 2 el carácter de escritura pública, cuya 
validez como tal depende de la Ley. 

8° Que la nulidad absoluta puede y debe ser declarada 
por el .Juez aun sin petición de parte; Art. 1047 citado, 

0° Que los actos anulados producen los efectos de los 
actos ilícitos, cuyas consecuencias deben ser reparadas 
y obliga á las paites a restituirse lo percibido por 
consecuencia del acto: Arts. 1052 y 1006 del mismo 
Código. 

10° Que el daño causado á consecuencia del acto ilí- 
cito comprende no sólo el perjuicio efectivamente sufrí- 
do, sino también la ganancia de que fué privado el dam- 
nificado por tal acto, y que por la ley se desigua con 
las palabras de pérdidas é intereses; que el actor estima 
tales pérdidas en cinco mil pesos moneda nacional. 

11 a Que para justificar la cantidad de pesos deque fué 
privado de ganar á consecuencia de haber realizado la 
venta por defecto de la escritura, el demandante pre- 
senta uña boleta de compra, documento privado que no 
ha sido reconocido, y. por consiguiente, no merece entera 
fe, por no estar comprendido en el Art. 1026 del Código 
Civil, y, por consiguiente, no pueden apreciarse los per- 
juicios y darlos demandados, en cuyo caso es procedente 
la prescripción del Art. 219 del Código de Procedimien- 
tos por no estar comprobada la existencia de aquellos; 

12* Que según el Art. 221 del mismo Código de Pro- 
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ced i m ientos, la parte vencida en juicio debe pagar todos 
los gastos de la contraria, si ésta lo solicitare, y en el 
presente ambas partes lo reclaman. 

Por estos fundamentos y leyes citadas, declaro: que 
el demandado, escribano Don Juan Tendero, no lia teni- 
do autorización legal para funcionar como escribano de 
Registro al extender la escritura de venta otorgada por 
Don Esteban Pazos á favor de Don Rórnulo Sarmiento, 
con fecha 18 de Noviembre de 18X7. y que, por consi- 
guiente, tal escritura es nula por ministerio de la ley 
y sin valor alguno corno instrumento público; y lo 
condeno á la devolución dentro de 1~> días de los emo- 
lumentos |»ercibidos, ¡i las costas del juicio y ai resarci- 
miento de las pérdidas é intereses ocasionados al deman- 
dante; y por cuanto los perjuicios y daños reclamados 
* no se hallan comprobados legal imsn te, no obstante que 
el actor hace estimación de ellos, déjasele sus derechos 
á salvo para hacerlos valer y lijar su importancia en 
otro juicio. Repónganse los sellos. 

Ádraham Arre. 

Ante mí: 

Stivano Qtároteu 

Kl demandado interpuso los recursos de apelación y 
nulidad que le fueron concedidos libremente. 

Elevados los autos, expresó agravios el Doctor Don 
Juan Coustau pidiendo que se revoque la sentencia en 
todas sus partes, con costas al demandante. 

Fundó la nulidad: I a en que el Juez Letrado había 
corrido traslado al actor de la contestación del de man- 
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dado, apartándose asi del procedimiento que establece la 
ley ante la justicia federal, que debió aplicar; 2 o en que 
se ha admitido al demandante el boleto de venta que 
presentó en la prueba, á pesar deque no lo mencionó en 
la demanda y no obstante ser de techa anterior á ella 
y conocido por aquél; cu que puesta por el Secretario 
la nota de que queda agregada la prueba, fifi se comunicó 
esto al demandado, por loque no pudo presentar su ale- 
gato de bien probado. * 
llespceto de la apelación, dijo : que el actor no había 
indicado en la demanda el nombre del comprador á quien 
dice tenia que trasferir la propiedad del campo, ni el 
del Escribano que )e rechazó la escritura, que no presen- 
taba vicio alguno; ni lia probado que en el Registro de 
la propiedad se le haya negado la inscripción, rechazo 
que no ha podido producirse, desde que la escritura es- 
taba ya registrada en el iiio Negro, que es do tule deben 
estarlo. Que consta de autos el titulo de escribano pú- 
blico á favor del demandado, el nombramiento del (¡o- 
bierno para (pie desuní penara el cargo de Escribano de 
la Gobernación encargado del Uegistro de la propiedad, 
hipotecas y marcas; y aunque en ei decrete no se expresa 
que se creaba un registro, ello se sobrentiende, por- 
que era ésto lo que en el territorio se necesitaba y lo 
que motivaba los reiterados pedidos de la Gobernación 
al Ministerio, y asi se explica que desde 18H4 á 18SS 
tanto el Gobernador como su Secretario, el demandante, 
hayan estado legalizando los actos pasados ante el de- 
mandado, no siendo plausible la razón que el actor da 
de que la Gobernación lia sido sorprendida durante cua- 
tro anos. (Jue si el actor sabía que el escribano Tendero 
no podía autorizar, escrituras, no se explica por qué so- 
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licitó la intervención de éi en la suya, Que autorizado 
el Poder Ejecutivo por ley de Octubre 18 da 1884 para 
nombrar los empleados administrativos y judiciales en 
los territorios nacionales, el nombramiento del escribano 
Tendero ha podido hacerse sin inconveniente por el Mi- 
nisterio del Interior, porque los territorios están com- 
prendidos en lo que corresponde á esta rama del Poder 
Ejecutivo, y en todo caso el nombramiento ha emanado 
del Poder Ejecutivo, siendo secundario lo que se refiera 
¡il Secretario de Estado que refrendó el acto. Que debe 
observarse que el Poder Ejecutivo nunca se ha ajustado 
úla ley de organización de los Tribunales de L» Capital 
para estos nombramientos, como no se ajustó al encargar 
á Tendero del Registro de la propiedad que, según aque- 
lla ley. debe ser atendido por un abobado. Que la facultad 
de Tendero para llevar contratos públicos se demuestra 
con los siguientes hechos al id nados en la causa y no ne- 
gados por ei actor: 1" el arancel que la Gobernación lijó 
para el cobro de derechos con aprobación del Poder Eje- 
cutivo; 2 o el haber la misma Üober nación prohibido en 
Febrero de 18S4 al Juez de Paz extender escrituras, encar- 
gando de ello al demandado; 3" el haber intervenido el 
Gobernador y su Secretario, el demandante, en la apertura 
del Registro; 4* el dictamen del Procurador General que 
el Gobierno adoptó como resolución. Que la sentencia no 
ha podido establecer que el demandado no ha probado 
que el dictamen del señor Procurador General hubiera 
sido adoptado como resolución por el Poder Ejecutivo, 
cuando consta que el expediente respectivo se extravió en 
i i Gobernación de que es secretario el actor, y cuando 
desde entonces, ó sea, desde 1880, nada se le opuso al es- 
criban» i «todero, contrario al Registro que llevaba. Que 
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la autorización del Poder Ejecutivo no se puede con- 
testar con la ley orgánica de los Tribunales porque ésta 
es para la Capital y no para la Provincia de Buenos Ai- 
rrs, en la cual los mismos Jueces de Paz autorizaban es- 
crituras. Que el boleto de venta presentado por el actor, 
por su forma ' por el parentesco que liga á las personas 
que en él intervienen, demuestra que sólo se ha hecho 
pura tratar de conseguir los fines que se propone la de- 
manda, Que autorizado por el Poder Ejecutivo, como es- 
taba el demandado, aún eti el supuesto de que hubiera 
ejecutado actos no permitidos por Ja ley, no ha come- 
tido hecho ilícito alguno que le sea imputable, y el res- 
ponsable sería el Poder Ejecutivo. Que en todo caso la 
responsabilidad del demandado estaría prescripta confor- 
me ¡i lo dispuesto por el artículo 4U37 del Código Civil, 
piles la escritura de que se trata es de fecha 18 de No- 
viembre de 1S87 y la demanda se presentó en de Mayo 
de 1X88. 

Corrido traslado, contestó el actor pidiendo que se con- 
firme con costas la sentencia. Respecto del recurso de 
nulidad, dijo: que los jueces de los territorios naciona- 
les proceden, según el Código de Procedimientos de la 
Capital, en virtud de lo dispuesto en la ley del 18 de 
Octubre de 1884; y este Código no admite como causa 
de nulidad sino los vicios sustanciales del procedimiento 
( artículo 287 ) no siendo tales los mencionados por el 
apelante; y en su artículo 340 establece que los vicios 
del procedimiento quedan purgados cuando no se recla- 
ma de ellos en la instancia en que se lian cometido, 
como no lo ha hecho el apelante. 

Respecto de la apelación, dijo: que estaba probado que 
el demandado no tenía autorización para llevar registro 
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de contratos públicos, y mal puede pretenderse que esa 
autorización era implícita en su nombramiento de 3 de 
Enero de 1884, cuando los Ministerios del Interior y de 
Justicia han informado que no le fué conferida. Qué las 
legalizaciones y el arancel á que alude el apelante, acios 
que la Gobernación practicaba en la inteligencia de que 
el demandado tenía la autorización que resultó no tener, 
no pueden conferírsele. Que el boleto de compraventa pre- 
sentado lejos de ser calculado, como se pretende, para los 
Unes de la cuestión, revela un acto real conocido en Río Ne- 
gro, y si se Hubiera formalizado con la intención que se 
pretende se habría hedió más bien con un extraño. Que 
1 i lira á la apreciación de la Suprema Corte el valor legal 
de los fundamentos de la prescripción opuesta. 



tullo df lu Suprima Curio 



íiuenos Aires, Novieml.re 24 de 1S92. 

Yutos: 

Considerando cu cuanto ai recurso de nulidad : 
Que, atentólo dispuesto por t i artículo 24(1 del Código 
de Procedimientos para la Capital, vigente en los terri- 
torios nacionales, la nulidad por defectos de procedimien- 
to queda subsanada si no se reclama en la instancia en 
que se han cometido; y que. por las razones aducidas 
por el señor Procurador tiene ral. dicho recurso no es 
procedente, así se declaia. 
Considerando respecto al recurso de apelación : 
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Primero: Que si bien de la prueba producida por Don 
Juan Tendero múítik que fue* nombrado Kscribano de 
Gobierno, encardado «!e los registras de la propieiiad t de 
hipotecas y de muirás en el Territorio de la Patagón ia. 
seguuse expresa cu la mita de foja 72, por ese nombra- 
miento no se le autoriza pera intervenir en los contra- 
tus públicos, mi teniendo mas alcance, por otra parte, las 
construirías que el demánda lo hace valer para fundar sus 
pretensiones, que el de demostrar la tieeesidiid sentida en 
ftJ territorio de crear una escribanía de Registro. 

Segundo: Que el documento de toja que m» ha sido 
n conocido por la persona que lo suscrita-, no es prueba 
bastante de haberse irrogado perjuicios, y que. por el 
emití-ario, diciéndose en el alegato de responde que el 
demandante se ha desprendido de la propiedad, Ja que 
m> reconoce Otro dueño que su hermano Don lunario 
Sarmiento, á quien está obligado á otorgar escritura, es 
evidente que no se lia causado otro perjuicio, por el acto 
de foja ¿que Jos ¿asios .je otorgamiento, los quedeheu 
ser restituidos, con arregioá lo dispuesto por el articulo 
WtifM Código Civil. 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada 
corriente ú foja 77. declarándose que Don Juan Tendero 
no está obligado al resarcimiento de daños é* intereses, 
debiendo éste restituir las sumas percibidas, como emo- 
lumu'iitos. por el otorgamiento de la escritura de foja 2 y 
los -astns de sellos de la misma, abonándose bíseoslas 
de ambas insiancias en el orden en q U <. S e hubieren can- 
sado. Repónganse los sellos y devuélvanse. 

ÜKNMAHIX WméÚJM V. VaUKI.A.— 

AmiL B.vza.v.— Octavio Blxuk, 
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CAUSA CCLXXVI 



El doctor Don José M. Corvaian contra Don Emilio La- 
cube, sobre indemnización de danos y perjuicios. 

r 

SwmanW-Establecida y reconocida la obligación de 
pagar daños y perjuicios, el Tribunal puede apreciar 
prudencial mente el cuantum de los mismos, existiendo 
en los autos términos hábiles para ello. 



Caso.— El doctor Cojvalan se presentó el Juzgado el 
9 de Junio de 1889 pidiendo que se condenase á Lacu- 
be A otorgar la escritura á que se refiere el siguiente 
boleto : 

Conste por el presente que vendo al señor doctor Don 
José María Corvaian la parte de mi establecimiento 
« Gambetta », sito en Lesuehillo. que está situado entre 
la línea del ferrocarril al Oeste, el camino de Hn arpa- 
dio al Norte, el camino del Venalar d Avenida Aguirre 
al naciente y la propiedad del doctor Corvaian al Sur» 
y que consta de una superficie de 17 cuadras cuadradas 
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aproximadamente. Haga dicha venta por la suma de 
Mm P esos ««meda nacional, que el doctor Corvatan 
entregará ai firmarse la escritura de venta en cuatro 
pagares de 5000 pesos cada uno, a sesenta días con la 
condición que dichos pagarés se descontarán sólo en 
el Banco Nacional. La propiedad vendida tiene derecho 
a la mitad del agua de la acequia de « Gambetta » que co- 
rresponde á este establecimiento. La propiedad restante 
reconoce ú la vendida ai señor doctor Corvaian la 
servidumbre de acueducto de cuatro hijuelas con que 
se riega y se desagua dicha parte restante del terreno 
de «Gambetta», comprometiéndose el doctor Corvaian 4 
entrar por mitad en la conservación de la acequia que 
os derechos que a «Gambetta, | e corresponde v á Jas 
hijuelas, compuertas, etc. El doctor Córvala» no" podrá 
permitir construcción ninguna en el callejón principal 
que pueda atacar la vista de la casa del señor Lacube 
Santiago, Julio 3 de 188í>.-£. uienbe 



Sustanciado el juicio, el Juez de Sección lo resolvió 
con la siguiente sentencia: 

Autos y vistos: el ciudadano argentino doctor José 
Corv «Ian demanda al ciudadano francés Don Emilio 
La-une por escrituración de una compraventa; del es- 
tudio de los autos resulta: Que en ;i de Julio último 
Lacube firmó el documento de foja íí en el que declara 
qne vende al doctor Corvaian un lote de terreno de su 
propiedad, estipulando las condiciones en que lo hacía- 
le con posterioridad á ese documento, se ha negado 
a extender la escritura de venta, fundado en que sólo 
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lo haría estableciendo la condición resolutoria de que 
Corvalan haga un hipódromo en el terreno que le com- 
pra; (¿lio Onrvalai acepta esa condición por cuanto 

dice no se estipuló tal cosa, ni lo dice el documento 
de foja |j Que Lacube presenta la carta de Corvalan de 
foja... y úste la de Lacube que corve á foja...; <¿ue 
Corvalan para exigir la escritura á Lacube se funda en 
las disposiciones de los artículos H)23. USÓ y 

1LS7 del G<54%0 Civil, y Lacube en la del articulo H>21 
del m i sino Código para negarse á hacerlo, por cu auto 
dice* no existiendo doble ejemplar del acto bajo (tema 
privada, tratándose de un contrato bilateral, no hay 
lijga* á exigirse el cumplimiento de las obligaciones 
recíprocas sin la existencia del doblé ejemplar (artículo 
lo->l lie] Código Civil |; Que Corvalan dice linuó ú su vez 
búlelo de cumpla cuando Lacube firmé él de venta, y 
que. adema*, suponiendo su no existencia, de tóelos 
modos, según el artículo luSL se salvaría la dificultad, 
desile que existen otros documentos, romo ser las cartas 

de foja,., y foja mediante las cuales consta lo 

necesario para percibir el acuerdo común de voluntad 
di* las ¡jarles. 

Y considerando : 

Que tratándose de un boleto de venta como us el de 
foja... lirmad" por Lambe, él. por si solo, no consti- 
tuye, en verdad, prueba acabada de la existencia del 
contrato de compraventa; pero acompañado y cumpli- 
inentudu por las cartas de foja. , , y foja. ... que revelan 
la intención de las partes, forma ya la base de juicio 
para declararse sobre la procedencia ó improcedencia de 
la acción intentada por Corvalan. 
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Que si bien es verdad que el articulo 1021 del Códi- 
go Civil citado por Lacube, exige en los actos bajo forma 
privada la existencia de dos ejemplares de contrato, no 
lo es menos que el artículo lOSÉ* complementario de 
aquél, establece que, sin c muarés la falta del doble 
■ jemplar no anula los contratos si por otras pruebas se 
demuestra que fué eoncluída la ron vención. 

Que dada la manifestación de voluntad que contie- 
nen las cartas de foja... y foja,.., una de Lacube y 
otra de Córvala n, no se puede dudar «le la existencia 
del acuerdo de sus voluntades merca de Ja realización 
lie la compraventa de que se trata, porque basta su 
simple leí: tu ra para percibir claramente su intención de 
wrilicar aquélla. 

Que en cuanto á la condición resolutoria de que habla 
Lacube, y que pretende establecer en la escritura de 
venta, esa pretensión de su parte no está bien fundada, 
desde que, existiendo bis verdaderas bases del contrato 
en el documento de foja "i, y no enrontnindnse en (días 
las que exí^e La CU be, no es ración il sujetar al compra* 
dor á una condición no estipulada expresamente, como 
lo están las demás en el documento de foja 2. 

Que en el caso sub judice concurren los tres elemen- 
tos esenciales del contrato de compraventa; cuales son 
consentimiento, rosa y precio ; todos expresados en los 
dor 11 mentó» de foja... y foja 

Que es verdad que con arreglo al artículo U8¿ uel 
Código Civil, Lambe debe nacer la escritura para llenar 
la formalidad proscripta por los artículos 1184, inciso I o , 
y 118Ó del Código Civil. 

Que uo le es dado excusarse de llenar esa formalidad 
so pena de quedar snjetu á la acción por pérdidas é 
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intereses que estatuye el mismo artículo 1187 del Códi- 
go Civil. 

Que eu resumen existen en nuestro concepto todas 
las condiciones indispensables para declarar la existen- 
cia del acuerdo común de voluntades á tos efectos de 
la obligación de hacer, estatuida por ley, pues la 
simple enunciación que se hace en las cartas de foja... 
y foja... de que se proyectaba hacer un hipódromo, no 
estando esta cláusula estipulada en el documento de 
foja. . ..como sitie yua non de ta realización del contrato, 
no es justo pretender darle tal carácter, que no puede 
ser la mente del vendedor desde que no lo estatuyó 
clara y precisamente entre las condiciones de su venta, 
como lo hizo con otras de menor importancia, en el 
documento de foja... 

Que aceptar que Lacube introdujera esa condición en 
la compraventa, equivaldría á autorizar á una de las 
partes, en los actos bilaterales, á variar las estipulacio- 
nes del mismo por sí, sin el acuerdo previo de la otra 
parte, lo que no es admisible en manera alguna, según 
el articulo... del Código Civil. 

Eu mérito, pues, de las consideraciones aducidas y 
de las concordantes délos escritos de foja... a foja... 
y de foja... definitivamente juzgando, fallo: que debo 
declarar, como en efecto declaro: Que Don Emilio La- 
cube debe extender, eu el término de tercero día, la 
escritura de venta, so pena de resolverse su obligación 
en pago de pérdidas é intereses, con arreglo al artículo 
1187 del Código Civil^ debiendo esa escritura hacerse 
en las condiciones del documento de foja *2, sin espe- 
cial condenar ion en costas por no hallar razón para ello. 
Repuestos que sean los sellos notifíquese original y 
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archívese esta expediente caso de no ser recurrida esta 
sentencia. 

Así lo pronuncio, mando y firmo en este mí despacho 
del Juzgado Nacional de esta Sección, á los 13 días de 
Setiembre de 1889. 

P. Oíaechea y Akorta. 

Consentida esta sentencia, Don León Chazarreta por 
el doctor Corvalan se presentó ante el mismo Juez ex- 
poniendo: que solicitaba el cumplimiento de la conde- 
nación subsidiaria que ella contiene, por resistir Lacube 
la escrituración, y lo demandaba por pérdidas é inte- 
reses. 

Que inmediatamente de firmado el boleto de venta 
con Lacube, Corvalan comunicó ta negociación á Don 
Anselmo Quinteros, residente en Buenos Aires, ofre- 
ciéndole á su vez en venta el mismo terreno por el 
precio de 8000 pesos la cuadra cuadrada, lo que Quin- 
teros aceptó, siempre que Corvalan recibiese en pago 
acciones del Banco Agrícola* como todo ello consta en 
la carta que presenta, reconocida por Quinteros ante 
escribano público. 

Que Quinteros proyectaba empresas de importancia, 
como ser el establecimiento de un nuevo centro de po- 
blación unido á la ciudad por líneas de tranvías que 
habrían sido para la finca de Corvalan de un beneficio 
incalculable, del que viene á privarle la resistencia de 
Lacube á escriturar; lo que constituye un perjuicio 
proveniente de esta causa, aunque no como una conse- 
cuencia inmediata, pero tan real y de tanta magnitud 
que la diferencia del precio ofrecido por Quinteros no 
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basta ú indemnizarlo; y tan cierto es ésto que Córva- 
la» aceptaría la escrituración resistida por Lacube antes 
que el pago de la diferencia expresada. 

Que Lacube ha manifestado ©star dispuesto á indem- 
nizar los perjuicios, pero no á escriturar. 

Que el monto de la indemnización debe consistir en 
la diferencia que resulte deducido el prexio de ccmpru, 
ílel que importan Jos l;Mi.(HHÍ [sesos en acido» es del 
Banco Agrícola tornada* X la par, como mínimum de 
cotización, puesto que desde la lecha tic la operación 
Verificada con Quinteros lian tenido premio. 

Que en esto estima Corvalan las perdidas é intereses 
por el momento, sin renunciar á su acción por el cubro 
de los daños y perjuicios si Quinteros le exigiese I» eseri- 
turaeion (artículos filH y V2n del CYwligo Civil). 

Pidió que se condenase á Lacube al pago de la in- 
demnización referida con costas. 

Presentó el demandante la siguiente carta y diligencia 
de reconocimiento. 

Buenos Aires. Julio S de 18*11.— Señor Don José jjjfl; 
Corvalan —Santiago.— Muy señor inio: Tengo á la vista 
sus atentas de fecha :í y ó del corriente que et>n testo. 
Respecto á la compra que me dice ha realizado de la 
linca del señor Lacube, la encuentro buena y no tengo 
inconveniente en tomarle esta pro piedad á razón de ocho 
mil pesos la cuadra cuadrada siempre que usted acepte 
el pago en acciones del Banco Agrícola. Al efecto Je 
devuelvo el boleto de venta para que haga extender 
pronto la escritura, si aún no lo ha hecho, para que á 
su vez la extienda á mi favor. En cuanto á la casa de 
que le htfolé que nos querían vender en la calle Vene- 
zuela, aún no lian salvado las dificultades que le escribí 
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habían surgido entre el propietario y ei inquilino. Es- 
pero me avise cuando tenga que ir a firmar la escritura. 
De usted atento y seguro servidor. — A. Quinteros. 

En 1« ciutlad de Buenos Aires» el 11 de Setiembre de 
lSK!t, Do» Anselmo Quinteros, vecino de la provincia 
de Córdoba, casado, mayor de edad y cuya identidad 
aseguran Don Hamon Gómez y Don Domingo Falco, 
domiciliados en esta Capital, él primero en la calle 
Tuciiman número 21 -Vi y el segundo en la de San 
Martin número !»7. á quienes conozco, de que doy fe, 
0¡O ante mí y las citadas personas que ;í la vez Son 
testigos de este acto. Lo siguiente: (¿ne ú solicitud del 
íloi tor Josté M. Corva lan reconocía el precedente docu- 
mento y su linua puesta al pie del mismo— A. Qt/iti- 
f p, gs — IVstiiíu, Rumon Gómez.— Testigo, I). Futro.— Ci- 
priano Sires.— Hay lio s.dlo. Santiago, Setiembre 27 
de 1880.— Honorio A*. Yolde. 

El escribano Don Cipriano Sires reconoció su lirma 
.inte el Juez federa] de esta capital. 



( nirido traslado contestó la demanda l>on Delíin 
López, exponiendo: que la pretensión del actor era exor- 
hitarile. ¡f ~*^ 

< lile el contrato celebrado entresaca be y Corbalan 
i tu piulaba la cantidad de 20.000 pesos, es decir, las 28 
hect áreas mas ó menos que se comprometió aquél á 
vender, adviniéndose que en esta extensión no existen 
sino li hectáreas con alfalfa, 8 para cereales y H ente- 
ramente incultas. 
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Que el establecimiento de Gambetta, del cual es parte 
eí terreno en cuestión» se compone en su totalidad de 
52 hectáreas» de las que 10 son de viña frutal, tres de 
alfalfa, tres de hortaliza y dos que ocupa el callejón y 
la casa-habitacion y sus bodegas, donde se elaboran y 
conservan loa vinos, 

Que todo este establecimiento ha sido avaluado para 
la Contribución Directa de 1889 en 60.000 pesos, no 
alcanzando todo él sino á la mitad del valor del perjui- 
cio que te demanda por las Ü8 hectáreas antes mencio- 
nadas. 

Que ia carta, pieseutada por el actor carece de impor- 
tancia: 1°, por emanar, al parecer, de un socio de 
Corvalan, como lo demuestra La parte de ella en que se 
liabla «le la adquisición de una casa en la calle Vene- 
zuela; y 2*, porque no es verosímil que Quinteros, no 
siendo socio y cómplice de Corvalan, aceptase un con- 
trato por ltfó.ÚOO pesos sin saber si efectivamente Cor- 
valan podía con derecho y buena fe contraer obligaciones 
como la de que se trata. 

Que el contrato invocado en la demanda no es sino 
el resultado de un concierto entre Corvalan y Quinte- 
ros con el único iin de querer sacriíicar á Lacube y no 
puede tener influencia en ta cuestión. 

Que Lacube debe á Corvalan los perjuicios que le 
hubiera irrogado por la inejecución del contrato, pero 
sólo los perjuicios que su consecuencia inmediata y 
directa de la falta (II, 434; X, 114, Fallos de la Su- 
prema Corte ) y no los remotos ó indirectos ( V, 351 ) ; 
es decir, aquellos que se previeron ó pudieron preverse 
al tiempo de contratar (XII, 271). 

Que en el caso no hay un hecho que revele previ- 
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aton alguna respecto del beneficio que se hubiese pro- 
puesto obtener Corvalan, desde que no querfa ni suje- 
tarse á construir un hipódromo; y si había el propósito 
de construir el centro de población y los tranvías, su 
realización era incierta, y f por lo tanto, el perjuicio es 
remoto. 

Que es cierto que Lacube se ha resistido á exten- 
der la escritura á Corvalan. movido por las dificultades 
que sufriría en las diligencias del descuento de los 
pagarés y en cada uno de sus vencimientos en caso 
de que fueran aceptados por ese Banco; y por eso La- 
mbe resolvió más bien indemnizar el perjuicio inme- 
diato y directo que Corvalan hubiese sufrido por la 
falta de escrituración. 

Une según lo tiene resuelto la Suprema Corte { XXIII, 
4-1U) es el Juez quien debe apreciar los daños y perjui- 
cios en que fuese condenado el contratante que deja 
por sf mismo sin efecto el contrato. 

tjue por esto pide que el Juzgado fije un 10 % sobre 
el capital de 20,000 pesos, precio que debía pagar Cor- 
valan. como indemnización del daño que hubiese reci- 
bido, puesto que no hay otros perjucios ni desembolso 
alguno. 

Que para ta fijación de la indemnización debe tenerse 
presente la extensión y ubicación del terreno, la calidad 
del suelo, sus condiciones de cultivo, su distancia de 
la ciudad, para lo cual presenta el plano de Toja 54. 
Pidió que no se hiciera lugar á la demanda y se man- 
dase, cuando más, abonar el 10 % sobre el precio de 
20.000 pesos, con costas. 

Presentó, además del plano aludido, la avaluación 
para la Contribución Directa de la referencia. 
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Para mejor proveer el .lúes corrió un nuevo traslado 
á las partes, con cuyo motivo insistieron éstas en sus . 
peticiones anteriores, en los (i r mi nos de que da cuenta 
la sentencia apelada. 



I» a lio ilel Juem tcoVrnl 

Autos y vistns: Este juicio civil seguido mire el 
ciudadano argentino 1 >< ■ n José Marín Corvalan y el ciu- 
dadano francés Don Emilio Laeube, por cobro de cíiu- 
tidad de pesos, provenientes di- inoemui¿ leiojj ilia daños 
y perjuicios; de su estudio resulta: 

<¿ne en 1*¿ de Setiembre de l-SKi* *-si^- juzgado dictó 
sentencia en el juicio seguido entre los dos referidos 
señores. sobre escrituración de una compraventa, orde- 
nando en aquélla i¡uc Lacube extendiera ln escritura de 
venta en el término de tercero diu so pena de resolverse 
la obligación en el pa^o de pérdidas é intereses; todo 
«le conformidad con Lo preseriptn en id artículo ll*S7del 
Código Civil. 

une ejecutoriada esa sentencia y nefando** Lacube á 
extender la respectiva escritura de venta, se presentó 
nuevamente Corvalan entablando demanda por indem- 
nización de danos y perjuicios, y fundándola dijo: ijue 
Inmediatamente de extenderle Lacube <d boleto de venta 
iiue corre á foja..., él se dirigió á Buenos Aires ofre- 
ciendo en venta ese misino terreno y obtuvo del señor 
Anselmo Quinteros «pie se lo comprara á razón de 
oclio mil pesos nacionales la cuadra cuadrada, siempre 
que aceptase en pa^o ilel mismo acciones del Banco 
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Apícola Comercial, según constaba de la carta que acom- 
pft nal ta á la demanda. 

■ Jue privándole la negativa obst ¡natía <le Lacube á escri- 
turar ile verificar una ganancia positiva, como era la que 
resultaba de la diferencia de preció, entee el pagado por 
él á Láeube y él tjiie á su \v¿ Quinteros fe pujaba a 
él. cobraba ú I.aeube la suma de ciento dieciseis mil 
pesos nacionales, como indemnización, reservan ife ade- 
más, el derecho de hacerlo por mayor suma en casi» 
dé pe sí- fe exigiera á él que extendiese la escritura 
de traspaso de ese terreno. 

<íue Lacube. contestando la demanda, dice, a foja 01, 
ser cierto que él *e neg# á eseriísuriir á Corvalan. pero 
que lo Uiiso así por creer que le habría sido difícil 
descontar los pagáivs qm* debieran darle en pago del 
Ierren»; resolviéndose más bien á pagar los perjuicios 

directos é iiiinediíltos que resultaren á Corvalan de la 

inejecución de la .sentencia de foja...; pero qtlO no es. 
< n manera alguna, aceptable la pretensión de Cnrbalau 
d!e que se le pague la suma de- ciento dieciseis mil 
pesos nacionales que cobra; pues, como ¡«Vde verse por 
i-l boleto ile avaluación para cobro de Contribución 
Directa, todo su establecimiento «immbetla» fué ava- 
luad" en sesenta mil pesos nacionales, siendo su exten- 
sión* total mucho mayor que la que vendiera á Corvalan. 
que todo era de veintiocho hectáreas, de la> que sólo 
seis son alta! Cadas. 

i t »ue. en consecuencia, pedia al juzgado, que en uso 
•b- la atribución que le competía de lijar prudencial- 
nieiite el monto de los danos y perjuicios, se^au lo 
resuello por la Suprema Corte, apreciara la suma que 
debía pagar á Corvalan. teniendo para ello en menta la 
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ubicación del terreno y demás condiciones que le carac- 
terizan respecto de productibidad. 

Que, por fin, él, por su parte, ofrecía el diez por ciento 
sobre el valor de veinte mil pesos nacionales por vi a 
de indemnización del perjuicio que te hubiera i i rogado 
A Corvalan con ¡a inejecución de la sentencia de foja... 
Que trabada así la litis contestación, se corrió con ca- 
lidad de «para mejor proveer» un nuevo traslado por 
su orden, contestando el cual, la parte de Corvalan 
manifestó que insistía en lo que expuso en su demanda 
respecto de la suma qre cobraba, pues se trataba de un 
verdai hno lucro cesante, el que Lacube había impedido 
realizar á Corvalan con su negativa á escriturarle el 
terreno, como Jo mandara Ja sentencia del juzgado. 

Que no aceptaba, en manera alguna. I» suma que 
ofrecía Lacube por indemnización, por ser ella reducida 
y no cubrir loa daño» que había sufrido, que consistía 
precisamente en el lucro cesante no poder él vender ese 
misino terreno ¡i razón de ocho mil pesos nacionales la 
•'iiad ra cuadrada. 

Que ese precio no era, como lo creía Lacube, exage- 
radísimo, puesto que se habían hecho otras ventas como 
la celebrada en re Don Dante Biscardi á los herederos 
del doctor Pedro Vieyra, y la efectuada entre Don Ma- 
nuel Alonso y Don Miguel Remigio Diaz. las que se 
hicieron á precios elevados, como ta de cuatro mil qui- 
nientos y cinco mil pesos nacionales cuadra cuadrada. 
Que, por otra parte, lebía tenerse presente ^ue en ese 
tiempo reinaba una verdadera liebre de especulación de 
la propiedad raíz, que dió lugar ¡i que se inflaran los 
valores y alcanzara precios realmente ficticios la pro- 
piedad raíz, no si ando, por tanto, de extrañarse que él 
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obtuviera el precio que consigna la carta de foja,., 
debiendo pagarse en acciones del Banco Agrícola Co- 
mercial. 

Que Lacube en su escrito de réplica aduce recien !a 
excepción de que si él no escrituró fué porque Corva - 
la» no le exigió que así le hiciera; no haciendo las 
diligencias que debía efectuar para realizar la compra 
v» -11 ta. 

Que, en este sentido, afirma que la parte de Corvalan 
no hizo gestión alguna para que él le escriturara; y que 
en su mérito se consideraba exonerado, por su parte, 
de la obligación de escriturarla. 

Abierta la causa a prueba, Ja parte de Corvalan pro- 
diljó la que corre de foja... á foja... y la de Lacube 
la que corre de foja. . * á foja. . . 

Y considerando: 

Que dados los términos de la sentencia de foju... 
Lacube quedaba obligado á extender la respectiva escri- 
tura de venta en el término de tercero día y en las 
condiciones establecidas en el boleto de venta que corre 
á foja... 

Que su inejecución le hacía responsable de los daños 
y perjuicios que ^friera por ella Corvalan» 

Que no habiendo llenado Lacube la obligación que le 
imponía la sentencia de foja... negándose á escriturar 
como lo dice él mismo en su escrito de contestación á 
la demanda á foja 01, es procedente se le obligue A* 
efectuar el pago de las pérdidas é intereses, según lo 
estatuye el artículo 1187 del Código Civil. 

Que en el caso sub judice, y en su escrito de contes- 
tación sólo difiere Lacube con Corvalan en cuanto al 
monto ó cuantum de la suma que debe abonarle. 
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Que no es admisible, como lo pretende Lacnbe, exrep- 
eionarse recién en su escrito de foja. . . porque, como lo 
estatuye en términos claros y precisos el artículo S."V ■ J i- 
la ley ile Procedí mié utos Nacional .es de 14 de Setiembre 
de 1S63, es únírumente en la contestación de la denian 
da donde debe el demandado deducir ¿odas las excep- 
ciones que tuviera so pena de no serle admitidas des- 
pués. 

Que liabiél' lose excepciouado recien después de la 
contestación y de trabada la lilis, no era ya ta opor 
l anillad de hacerlo. 

Que toiía sn prueba se lia red nr ido solí re esa exccp- 
eiojj. la que iro tiene mérito por ln razón aducid;!. 

Que, ademas, resulta de) boleto exhibido ¡i fojíi».. 
que es cierto que Lacnbe lio quiso escriturar* siiio 
haciendo modificaciones en las condiciones de la venia, 
np siendo esa la obligar ion qii^ le imponía la sentencia 
de bija... que disponía se hiciera la escritura en los 
términos del boleto de luja, . . 

niie así resulta probado que es verdad que Lacnbe 
Siempre si- resistió á escriturar. 

ijue en cnanto al monto de la suma qíie debe pagar 
ej documento de foja., . qne adquirió fecha cierta desde 
que fué reconocido ante un escribano, se^un jo estatuye el 
artículo* ., del ( i j Civil, él constituye, por lo menos, 
un principio 'I' 1 prueba por escrito, para apreciar el 
cuaiituin ije lí« iiiiletnni/aeioli. 

fjí'lie debe. [íftra ello, tenerse en VtSla que es Verdad 

que la propiedad raí/ alcanzó mi valor extraordinario 
en la época eu que se celebró el boleto de Lacnbe; sien- 
do también exacto que hoy. riada la crisis reinante, la 
propiedad raíss se ha depreciado considerablemente. 
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Que corresponde á los jueces, según la legislación ge- 
neral y la jurisprudencia de los Tribunales» li j a r pruden- 
cial mente el monto de los daños y perjuicios. 

Que en el presente caso es de oportunidad la aplica- 
ción de esa regla de jurisprudencia; que, para el efecto, 
el Juzgado debe necesariamente tomar en consideración 
las circunstancias especiales porque atravesaba el país 
en ta época en que se extendió por Lacuhe el boleto 
de foja...* así como también es equitativo no perder 
de vista la que boy pasa la He pública Argentina af- 
inada por una crisis intensa, que lia producido, entre 
otras consecuencias, la depreciación considerable de la 
propiedad rafe. 

i J or estos fundamentos y los concordantes de los 
escritos de foja 4S ¡i foja 51, de foja *>íí á foja 7:1 y de 
foja 1*">8 á foja 177, definitivamente juzgando fallo que 
debo declarar, como en efecto declaro: 1" Que Don 
Emilio Laeube debe indemnizar al doctor Don José María 
Corvalau los daños y perjuicios que le lia irrogado por 
la inejecución de la obligación que le impuso la sen- 
tencia de foja. . .; '2 a Que aprecio esos daños y perjuicios 
prudencialmente en la suma de treinta mil pesos na- 
cionales de curso legal que deben ser abonados dentro 
de diez dtas; 3 o Que las costas sean abonadas en el 
orden en que se hayan causado, por no hallar mérito 
para la condenación especial. 

He puestos que sean los sellos, un ti fique se original y 
archívese este expediente caso de no ser recurrida esta 
sentencia. 

Asi lo resuelvo en Santiago del Kslero, á veintisiete 
del mes de Agosto de mil ochocientos noventa. 

R Óiaecftea y Alcor ta. 
i. r. 
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La parte de Lacube apeló y se le concedió el recurso 
libremente. 

La parte tte Corva latí se adhirió. 

Elevados los autos, la parte de Lacube expresó agra- 
vios pidiendo que se revoque la sentencia y se resuelva 
de acuerdo con lo pedido por Lacube en la contestación, 
con ías costas de arabas instancias. 

Dijo: que habiendo el juez recibido pruebas sobre las 
ventas mencionadas por el actor en el escrito con que 
evacuó el traslado conferido para mejor proveer después 
de contestada la demanda, no debió rechazar perentoria- 
mente las defensas que Lacube presentó en la misma 
oportunidad para sostener que el doctor Corvalan no ha- 
bía instado para que se le otorgara la escritura de venta 
conforme á lo resuelto por la sentencia consentida. 

une es ley de jurisprudencia constante que el actor ha 
de justificar la existencia de los perjuicios y su imparte; 
y que reconocida la obligación de indemnizar sin poder 
establecerse por pruebas ó juramentos m tiíem el im. 
porte de la indemnización, debe aceptarse la que ofrece 
el deudor (Fallos: VI. 4;iG; XVIII, 47). 

Que no habiendo en el caso prueba en que basar, de 
una manera aproximada siquiera, el perjuicio que el 
actor pretende, debiera adjudicársele la suma que Lacube 
le ofreció. 

gue la carta de Quinteros exhibida nada vale, diri- 
gida como ha sido á un socio en operaciones comercia- 
les; á que se agrega que cuando fué escrita habían 
surgido di limita' les que obstaculizaban ta escrituración 
de Lacube A Corvalan y que Quinteros no podía ignorar. 

Que, en efecto, al dia siguiente de firmado el boleto 
de venta, ó sea el 4 de Julio, Corvalan comunicó á 
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Lacube (foja 1(1) que cree se arreglarán las flilicnltaJes 
pendientes y que lia remitido X Buenos Aires el boleto 
sobre el cual cree que se baga alguna operación. agre- 
gando que telegrafiaría al día siguiente por si se pre- 
sentaba alguna dificultad; si este telegrama se hizo 
no se comprende como Quinteros escribía el 8 de Julio 
ofreciendo nada menos que 130.000 pesos. 

Que, además. Lacube no ha incurrido en inora, y, por 
consiguiente, Corvalan o o tiene el derecho de redamarle 
daños y perjuicios. 

Que la simulación del contrato con Quinteros, ¡ovo. 
raí lo, resulta de que, once di as después do la lee luí de 
la carta de aquél. Cor bala n entabló su demanda sobre 
escrituración contra Lacube, sin hacer referencia alguna 
á tal contrato, y antes al contrario, se refiere á una 
negociación pendiente, no con Quinteros sino con el 
Baneo Agrícola. 

Que, por lo demás, aunque la caria de Quinteros no 
fuera de mera complacencia, no podría constituir, como 
lo reconoce el .fue/., un principio de prueba por escrito 
dado los términos del articulo 11!>2 del Código Civil. 

Que es cierto que á los jueces corresponde lijar pru- 
dencial mente el importe ¡te los daños; pero deben 
hacerlo en presencia de algunas presunciones, por lo 
menos, en qué fundarse ( XXI, Klü); y en este caso et 
Juez ha tenido como origen de su cálculo la carta de 
Quinteros, que no tiene importancia, como <ji¡e es ma- 
nifiestamente simulada. 

Que por elevados que hayan sido los precios de Ja 
tierra en la época del boleto, ello no prueba que Cor- 
valan haya sufrido perjuicio alguno imputable á Lacube, 
pues si bien pudo Corvalan revender la propiedad, pudo 
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también tío revenderla yes verosímil que no lo hubiese 
hecho acariciando sus proyectos de poblaciones y tran- 
vías, por ser sorprendido por la crisis que vino poco 
después. 

Que debe tenerse en cuenta que la carta de Quinteros, 
aun prescindiendo de su ineficacia intrínseca, contiene 
una simple oferta condicional y no un negocio definitivo, 
que por lo misino que ■ pudo ó no hacerlo, no puede 
fundar una indemnización. 

<¿ue para reconocer la importancia de la indemniza- 
ción lijada por la sentencia basta observar que si Lacuhe 
hubiera siiloel demandante, fundado en el mismo boleto 
de venta, y Corva la u el demandado, todo lo que Lacnbe 
hubiera podido reclamar serian los intereses de 2LUmhi 
pesos á razón de 7 ú H % < artículo 14:8, Código Civil \ 

Que para cortar abusos, sobre todo en épocas de 
liebre de especulaciones, el Código lia restringido el 
reclamo de perjuicios ¡i los que fuesen consecuencia 
inmediata y necesaria de la falta de cumplimiento de 
la Obligación ' articulo ggQ), 

One estos son los principios que ha aplicado la Cá- 
mara délo Civil de la Capital en el caso que se registra 
en el tomo 4«\ serie 1\ página :28T» de sus fallos, esta- 
bleciendo que la indemnización no puede exceder del 
- r i0 % del precio, y no á 380 % del capital como preten- 
de Corvalan y á lóf»% como lo establece la sentencia, 
f Cámara de lo Civil, Serie 2\ lomo 1", página 4(¡ít; 
serie l\ tomo V. página 137; ídem, página 18U y 285j 
serie 1*» tomo 6 U , página 3$L) 

(¿ue. por otra parte, la venta hecha por Lacube á 
Corvalan era condicional, pues Córvala n debia entregar 
el preeh al firmarse la escritura en cuatro pagarés de 
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r/KJU pesos a 00 -lias, con la condición de que se des- 
contarían sólo en el Banco Nacional; y siendo asi, Cor- 
vaian no podía disponer de la cosa como propia, pues 
si el Banco Nacional no descontaba los pagarés no había 
precio y, por tanto, no lia nía venta. 

Consta también que el demandante no vio :i escribano 
alguno para que hiciera la escritura ni hizo gestión para 
conseguir el descuento de los pagarés. 

Que Ja venta invocada por til actor nada prueba sino 
es la exageración del precio que se dice ofrecido por 
Quinteros y se refiere á terrenos que no se hallaban en 
las malas condiciones del de Lacube. 

Corrido traslado lo evacuó el doctor Don Lüis Ponce 
y (íomez. por Córvala ti, pidiendo que se conlirme la 
sentencia apelada con las costas de ambas instancias, 
ampliando la cantidad que Lacube debe abonar por daños 
y perjuicios. Dijo: q te después de consentida Ja senten- 
cia, por Ja cual el Juez de Sección condenó á Lacube á 
escriturar so pena de resolverse la obligación en pérdi- 
das é intereses, no es posible ya volver sobre tal punto 
y la discusión así como el Tallo de Ja Suprema Corte 
deban concretarse á la otra sentencia del mismo Juez 
que ha sido recurrida. 

Que en su contestación Lacube ha reconocido que 
tiene la obligación de indemnizar, si bien ofreció hacerlo 
con una cantidad que no le fué aceptada por irrisoria, 
y desde entonces quedó reducida la cuestión á saber 
CuinW debía indemnizar, sin que lo que haya pretendido 
después pueda alterar este estado de cosas. 

Que Corvalan ha probado el contrato con Quinteros 
que debía dejarle una utilidad de M6.000 t y Lacube no 
ha tratado siquiera de probar que la carta de dicho 
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Quinteros sea una condescendencia de él como lo insi- 
núa la expresión de agravios. suposición que no puede 
admitirse tr;U;indose de mía persona de las condíeiotifs 
del doctor Corvalan. 

Que esta ganancia cuya indemnización se persigue no 
es exorbitante como se pretende, teniendo en cuenta ei 
aumento de valor que lia obtenido en los últimos tiein 
pos la propiedad raíz. 

Que cié llámente los daños qnií se redaman deben 
probarse, pero Corvalaii los lia prohado porque lo lia 
heclio respecto del contrato con Quinteros, contrato que 
estftba ya hecho y concluido sin que pueda decirse, por 
i anlo, que Corvalan podía ó uo hacerlo. 

Qtie así, pues, Corvalan por el capricho ilc Lacube se 
vio privado de una ganancia lícita y provechosa. 

Que aunque fuera cierto que Corvalan no instó á 
Lacube para que escriturase, ello uo le perjudicaría, 
porque Lacube, condenado á escriturar, debía haber de- 
mostrado más interés en cumplir su obligación, sabiendo, 
como sabia, que si no escrituraba tendría que abonar 
los daños y perjuicios. 

Que el .Juez lia lijado en ;i(KUüU pesos la indemniza- 
ción considerando mucho lo pedido por el actor y poco 
lo ofrecido por el demandado; pero lo equitativo es 
tomar el o0 % de qim habla la expresión de agravios 
sobre el i'apinl d«- llit.ijwt [«esos, ó sean r*üt.l>l« » pesos. 
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■# 

Falla <lt> la HuprrniH Charle 

Buenos Airrs. X^ieiiilire 24 «le lH\r¿. 

Vistos y considerando: 

Primero: Que l»on Emilio Lacube, al ron testar la de* 
manila, reconoció deber al ductor Corvalan los perjuicios 
que 1- hubiere irrogado por la i tf ¡fcm ion del contrato 
y pidió que el -luzgado lijara una cantidad justa y equi- 
tativa, ¡t cuyo efecto ofrecía el diez por ciento sobre el 
capital de veinte mil pesos que importaba el contrato» 
como indemnización por todo daño y perjuicio. 

Segundo: Que aun cuando en su escrito du foja se- 
tenta y seis pretende excepcionarse Lacube alegando que 
el doctor Corvalan no ex i y i ó la escrituración y produjo 
prueba sobre el particular, ésto no es de tenerse pre- 
sente, en vista de los términos en que fué contestada 
la demanda. 

Tercero: Que el doctor Corvalan no ha justificado con 
la carta de foja ochenta y nueve el monto de los per- 
juicios que dice haber sufrido, porque no está acreditada 
la autenticidad de ella en la forma que corresponde, y 
aunque lo estuviere, sus términos sólo demostrarían 
una proposición de compra que se le había hecho, sin 
que conste que oportunamente la hubiese aceptado» que- 
dando asi concluido e! negocio á que se refiere. 

Cuarto: Que, sin embargo de ésto, consta por la 
demás prueba producida por el doctor Corvalan que á 
la época en que firmó Lacube el boleto de Toja dos, y 
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con posterioridad á su fecha* se vendieron terrenos á 
inmediaciones del que es materia de dicho boleto por 
mucho mayor precio que el estipulado por el doctor 
Corvalan. siendo por ello evidente que se ha causado 
á éste un verdadero perjuicio con el hecho de negarse 
aquél á la escrituración del respectivo contrato, priván- 
dolo asi de adquirir en ese tiempo et mayor valor que 
podía obtener realizando ia venta del terreno do n tra- 
tado. 

Quinto: <¿ue existiendo, por lo tanto, términos hábiles 
para apreciar prudeneik uente en el caso *m¿ jttdire el 
Cüantum del perjuicio causado al doctor Corvalan, y 
teniendo en consideración las circunstancias especiales 
del caso, esta Suprema Corte lija aquél en la soma de 
seis mil pesos, 

Por estos fundamentos: se cmilirma la sentencia ape- 
lada corriente á foja ciento noventa y siete, en manto 
condena :i Don Emilio Lacuhe á indemnizar al doctor 
Don José María Corvalan llanos y perjuicios, que «Hie- 
dan lijados en la suma de seis mil pesos. Repónganse 
los sellos y devuélvanse. 

Benjamín Paz.— Luis V. Va hela. 
— Abeí. Bazas. — Octavio 

BUNOK. 
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El Fetrocarrií de San Cristóbal ro/ttra Don José Manuel 
UM, tourr expropiar ion . 

Sumario.— Siendo equitativo el precio fijado po. la 
sentencia apelada en causa de expropiación, debe aquella 
ser conlirmada. 



Caso. — I)oii Alfredo Bonsquet. por la tnenriuiiaihi em- 
presa, y actuando en papel común, se presentó ante el 
Juagado exponiendo: <pe el plano parcelario que acom- 
paña representa la parte del terreno que la compañía 
concesionaria del ferrocarril de San Cristóbal á Tucuman, 
tiiínu que expropiaren l.* propiedad perteneciente á Do» 
José Manuel Lobo. 

Que esta propiedad está situada en la Cruz Alta* y 
la parte á expropiar se compone de tos terrenos plan- 
eados cotí caña, de metros de ancbo por *j#Jíí de largo, 
ó sean 14.075 metros cuadrados, equivalentes á una hec- 
tárea, Mi áreas y 7-*i cetitiáreas, más ti ti terreno de monte 
de '2ñ metros de ancbo por 112 metros de largo, ó sean 
*JNUU metros cuadrados de supe rli cíe, equivalentes ¡i 28 
áreas. Ofreció # MIO pesos, que entregó en secretaria 
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como valor del terreno, de la caña y de toda indemni- 
zación prevista en la ley de la materia. Pidió también, 
por otrosí, que se le autorizara para ocupar el terreno 
á expropiarse. 

El Juez llamó á juicio verbal y concedió la autoriza- 
ción solicitada. 

En el juicio verbal manifestó el expropiado que in> 
estaba conforme con el precio ofrecido, pues pretendía 
2<MHHi pesos. 

La empresa nombró eonio perito ú Don Gustavo 
Wahlber;,' y el demandado ,'t Don Francisco Hivas. 
Kl perito de la empresa expidió el siguiente informe: 

Tucuman. Mara" N de 1*^. 

Señor Juez de Sección : 

Habiendo sido nombrado perito tasador por la parte 
de la Compañía Francesa de Ferrocarriles Argentinos ci. 
el asunto que sigue esta Compañía contra el señor Don 
¿osé Manuel Lobo, por expropiación de un terreno que 
cruza el ferrocarril de San Cristóbal, me trasladé á la 
[impiedad del señor Lobo acompañado de dicho señor 
y el perito tasador nombrado por parte de él, señor Don 
Francisco Kivas. 

El señor Lobo manifestó desde lue^'o que creía que 
las mediciones ejecutadas por los ingenieros de la 
Compañía de la parte de la propiedad que debe expro- 
piarse no eran exactas; pero nos era imposible hacer 
medición de rectificación, porque la línea de ferrocarril 
cruza el terreno del señor Lobo en curva y no se podía 
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encontrar las estacas, estando, ademas, la Jinea trasadíi 
sin limpiarse. 

l^or estas razones he tomado como base de la tasa- 
ción las mediciones y el plano presentado por Ja Com- 
pañía, y calculando el valor del terreno por unidades de 
metro cuadrado, scjíiin su clase, ser: i fácil de hacer 
las ree tilinte i o nes más tarde un el caso de que él señor 
Lobo insista en su reclamación. 

El terreno del seño* Lobo est:'i situado en la Cruz 
Alta y la parle á expropiarse se compone de un terreno 
plantado cu caña de '£* metros de ancho por üijU metros 
d«- lar^'o, ó sean 14.075 metros cuadrados, equivalente 
á una hectárea. 40 áreas y 7~> eentiáreas. más un Ierre» 
no de monte de 25 metros de ancho por 11:? metras 
de lar<ío, ó sean 28IK> metros cuadrados de supertieie. 
equivalente á 28 áreas. 



f '.VÑA VliHALKS 

lie avaluado el torren o desmontado y cultivad» en la 
cantidad de lo centavos por metro cuadrado, lo que da 
un valor de lnoo pesos moneda nacional por hectárea. 
El terreno expropiado de esta clase importa asi 1407 
pesos moneda nacional. 

lie aval ii ai lo el plantío y cuidada de la caña hasta 
que pueda dar cosecha eu la cantidad de 1100 pesos 
por hectá i f ó sea, á razón de 4 centavos por metro 
cuadrado. 

La raíz de la cana que se pierde importa asf la can- 
tidad de 563 pesos moneda nacional. 




■ 
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La caña se encuentra en muy buen estado y es nueva, 
y calculo su rendimiento este año en 4000 arrobas por 
hectárea, y calculando su valor este año en 20 centavos 
por arroba, de cuya cantidad considero se debe descon- 
tar 4 centavos por arroba, por lo que falte en cultivo, 
eventualidades y costo de la cortada, pelada y acarreo 
de la caña, queda así su valor actual reducido á 10 cen- 
tavos por arroba. La cantidad de caña que se pierde 
este año es así 5630 arrobas, que á razón de 10 centavos 
importa la cantidad de ÍKJ0 pesos con 80 centavos moneda 
nacional. 



Son m 2HiH) metros cuadrados que lie avaluado ¡í 8 
centavos metro cuadrado, ti sea, un total de 224 pesos 



En el terreno plantado de caña hay necesidad de dejar 
h metros ú cada lado del alambrado de la via con el 
objeto de poder dar vuelta á los arados para el cultivo, 
establecer nuevas acequias regadoras y poder traíiear 
con los carros durante la cosecha. 

Kn este espacio se pierde también la raíz de la caña. El 
terreno que se pierde es 5630 metros cuadrados, y apre- 
ciando su valor, en terreno y raíz de cana, en 14 cen- 



TKItUEXfJ I*K MON'J'K 




UANtiS V l'Klt.li K Jos 



DE .'UHT1CIA NACIONAL 



77 



ta vos por metro cuadrado* importa la cantidad de 788 
pesos con 20 centavos moneda nacional. 

Los demás daños y perjuicios en fraccionamiento del 
terreno, dificultad en su ex plot ación, cambio de sistema 
de riego, etc.. etc., he avaluado en la cantidad de ¿íHJU 
pesos moneda nacional. 

Así ascienden todos los daños y perjuicios ocasiona- 
dos por el paso del ferrocarril á la cantidad de 27N8 
pesos con 20 centavos moneda nacional. 



IIKSUMES 



Valor del terreno desmontado y cultivado. $ 1407,50 

La raíz de la caña - . . » ;jG3.W 

La cosecha de este año » ÍHHXOO 

El terreno con monte ...... :¿2$,00 

Daños y perjuicios » 278í<3 



Son cinco mil ochocientos ochenta y tres pesos con 
cincuenta centavos moneda nacional, 

Gustavo Wahibery. 



El perito nombrado pur el demandado se ex p i dio como 
sigue: 



FALLOS DF. LA SUl'HEliA COKTF 



Señor Juez Nacional tfo Sección: 

Kl suscrito, nombrado perito por parte del señor .losé 
M. Lo lio y aceptado por V. S., según decreto de foja 8 
vuelta, para la tasación de un terreno de propiedad del 
citado señor, en los autos que sigue el representante 
del ferrocarril San Cristóbal sobre expropiación de dicho 
terreno, á V. S. como mejor proceda en desempeño de 
mi cometido, respetuosamente digo: 

I." sai ido de la facultad que me con lie re la ley en 
virtud de no haber Uniformidad de upi ti iones con el 
perito de la empresa expropiante, me veo obligado a 
expedir mi dicta me u pericial por separado, avaluando el 
expresado terreno, t on todo lo plantado, en la cantidad 
de 1-2.ÍJUI pesos nacionales por los fundamentos que á 
continuación paso á expresar : 

1* Sabido es que la riqueza de esta pequeña provincia 
consiste en el cultivo de la cana de azúcar, que hoy, 
má« que nunca, tiene un valor subido y real. 

El terreno que trata de expropiar ta empresa del fe- 
rrocarril San Cristóbal está plantado en su mayor parte 
del rico producto mencionado, hal lamióse inmediato á 
Los importantes ingenios de los herederos de Don Fidel 
i jarcia, de los señores Gallo Hermanos >* de los señores 
M. Beianstegui y Compañía, ¡i la vía férrea del Ferro- 
carril Hueuos Aires y Hosario y á la ciudad, de la que 
solo dista 1 5 kilómetros, Hay á considerar también que 
la cosecha del dulce nombrado se halla muy cercana, 
pues se verifica á mediados de Mayo próximo, encon- 
trándose hoy i a planta sumamente desarrollada y en 
perfectas condiciones. Debo, pues, estinfar el valor de 
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la referida planta en su estado actual y apreciar reía ti- 
vamente el de la raíz, que se reproduce durante ocho 
años cuando menos, siendo hoy muy buscada y bien 
pagada. 

Conocedor» como soy, de la Bit nación topográfica, del 
valor y la bondad del terreno en cuestión, por haber 
sido agricultor y habitado en esa zona durante un lar#o 
tiempo j después de la inspección ocular que lie verifi- 
cado en unión de la parte querellante y el interesado í 
guiado, además, por informaciones sensatas de propie- 
tarios y agricultores (con mayor experiencia que la mía) 
<M depuramiento de la Cruz Alta, donde está ubicado 
el plantío de caña, he concluido por formar mi opinión 
lomando un término medio conveniente para salvar los 
derechos c intereses de la parte que represento y los 
de la empresa del Ferrocarril San Cristóbal, adoptando 
ta siguiente base intima de tasación: 

Por cada metro cuadrado de plantación de caña de 
azúcar en corte, 1<¡ centavos nacionales. 

Por cada metro cuadrado de raíz de caña (zoca) 4 
centavos nacionales por año. 

Por el metro cuadrado de terreno cercado y cultivado 
para ta caña, 20 centavos nacionales. 

Esto es en cuanto á la caña y al terreno que la con- 
tiene. 

Ahora paso á informar sobre el terreno de monte 
contiguo: 

2" La situación del otro terreno (según el plano que 
ligura en autos) colindante con el plantado de caña 
de azúcar é igualmente cercado, está en idénticas condi- 
ciones que el primero. 

Contiene mucha y buena clase de ieña, material ac- 




tual mente muy apreciado y de fácil venta. Por las 
razones enunciadas anteriormente estimo el valor de! 
metro cuadrado en 15 centavos moneda nacional. 

3" Tengo, además, que estimar el desperfecto y perjui- 
cio que ocasiona el corte diagonal que hace la vía férrea 
en el terreno que se trata de expropiar. 

A distancia de ;i0 metros, como mínimum, de rada 
lado de la vía, no es posible hacer sembrados de cual 
quier clase, por cuanto sería un peligro y grave daño 
para el propietario, los vecinos y ta misma Empresa del 
Ferrocarril San Cristóbal, pues con suma facilidad se 
produce un incendio en estos campos, como ha suce- 
dido repetidas veces en esta provincia y en la Repú- 
blica. 

Por tanto, no es posible utilizar esa parle del terreno 
en un espacio de 40 me tufes de ancho por 075 de largo, 
igual á "¿7,00o metros cuadrados. Kste corte diagonal 
ocasiona también la división de la propiedad, haciendo 
de una linca dos, puesto que la fracción con terreno 
irregular obliga al expropiado á una nueva y du- 
plicada erogación; teniendo que hacer nuevas cercas 
para la seguridad de su propiedad. 

Estimo, pues, en la cantidad de 8000 pesos nacionales 
el valor de esta imperfección y el daño que le causa al 
propietario señor Lobo el corte diagonal expresado; 
cantidad la más módica v justa que puede abonársele 
por via de iridemnizaeion. 

Reasumiendo, señor Juez, á los precios indicados, mi 
tasación da el resultado siguiente: H.075 metros cua- 
drados 1 véase el plano de foja... í de planta de caña 
de adúcar en corte, ú lfi centavos nacionales el metro, 
snn: 2252 pesos de dicha moneda. 
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I4.Ü7Ó metros cuadrados da raiz de rafia (zoca) en 8 
años, á 4 centavos nacionales por año, son : 4504 pesos 
nacionales, 

14o7o metros cuadrados de terreno cercado y cultivado 
para la caña ¡i 2U centavos el metro son: gfjS pesos 
nacionales. 

¿StHj metros cuailrados de terreno de monte cercado, á 
Ti centavos el metro, son: 420 pesos nacionales. 

Indemnización por el desperfecto que ocasiona el 
corte diagonal que hace la via férrea no pudieudo sem- 
brar ni útil izarse el inmueble que se expropia en Ui) 
metros A cada lado de la via y en toda la longitud del 
misino para evitar incendios que pueden ocurrir, etc. 
3000 pesos moneda nacional. 

Ln que arroja un total de 12 90] pesos nacionales, 
como lu dejo dicho en el exordio. 

Tal es mi dictamen, salvo el mejor y más acertado de 
su señoría. 

Francisco Rivas. 

Tucumao, Marzo ~ de 



Kl Juez ordenó que se practicara una tercera tasación 
qu<- consideraba necesaria atenta la divergencia de los 
peritos y las pretensiones tan encontradas de las partes; 
y designó con este íí ti ai agrimensor Don Bernabé García, 

Este señor se expidió cuino sigue : 
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Tucumaii, fl de Abril do 1HÍÍ2. 

Señor Juez de SecHon; 

El perito tasador que suscribe, nombrado por V. S. en 
el juicio sobre expropiación que sigue la empresa del 
Ferrocarril San Cristóbal contra Don .lo* Manuel Lobo 
con el objeto de practicar nueva tasación del terreno y 
de todo lo demás que á mi juicio deba pagarse como con- 
secuencia de la expropiación y con arreglo ú la ley de 
la materia, informo lo siguiente: 

l ü El terreno de cuya expropiación se trata está ubicado 
en la «Cruz Alta. ■> á quince kilómetros al Este de esta ciu- 
dad. La parte ocupada por la vi a del Ferrocarril se 
compone en su totalidad de 25 metros de ancho por Itfó 
metros de largo, ó sea una superficie igual á 10.875 metros 
cuadrados, que da una hectárea, más 087o metros cuadra- 
dos. Esta superücie se descompone de la manera si- 
guiente: 25 metros, por 563 metros, ó sean 14.075 metros 
cuadrados están cultivados y plantados con caña, y 25 
metros por 112 metros» ú sean 2tHJO metros cuadrados, for- 
man los callejones sin caña y un pedazo de monte. 

■> Deben clasilicarse como terrenos de primera clase 
para el cultivo de la caña, no solamente por su fertilidad 
sino por su ubicación, pues están inmediatos á la ciudad 
y á tres principales ingenios. Debe tomarse como unidad 
de medida para la tasación, no el metro cuadrado sino la 
hectárea, porque estos terrenos están fuera del municipio 
y cada propietario posee extensiones considerables, y un 
centavo de diferencia en el precio que so asignare á cada 
metro dará en conjunto una diferencia respetable en el 
vak>r total. 

:&a La vía del Ferrocarril ha atravesado este terreno por 
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su parte más importante en condiciones completamente 
desfavorables. Lo luí cortado diagonal mente, en curva y 
pasando por el centro de los cañaverales (véase plano 
adjunto). De manera que su organización anterior, di*- 
tribucion A* «ercas. sistema de irrigación v callejones 
para el movimiento de cultivo y cosecha ha quedado 
completamente destruida. En vez de un Jote de terreno 
ahora son dos. 

4* Para hacer esta tasación debemos tener muy en 
cuenta que el caso concreto que nos oeupa se encuentra 
rodeado de circunstancias muy especiales que modilieun 
completamente todas las reglas y principios ordinarios 
de avaluación. Es cierto « los terrenos no tienen un 
valor caprichoso, lo determina, como el de (orlas las cosas, 
la oferto y la demanda y no hay mejor norma de condue- 
la para determinar el valor corriente en un tugar deier- 
Jumado que las ventas hechas en ese mismo lugar v míe 
constan ue escrituras públicas. .» 

Efectivamente, la mucha oferta htdica la abundancia del 
artículo en plaza. y, por eousiguieuu,, la baja en el precio; 
y la mucha demanda es señal de escasez v al mismo tiem- 
pode suba eu el precio. Ahora como fuente de investi- 
gación ninguna más secura y más fácil de consultar que 
el protocolo de los escribanos públicos. Allí están re- 
gistrados todos los contratos de compraventa. 

Este es *] procedimiento que ha preconizado el repre- 
sentante de la empresa y lo ha sostenido como el más ju*to 
y aceptable para fijar el precio del terreno de cuva expro- 
piación se trata. 

í>« Empero queda pendiente una cuestión importante 
y que debe ser resuelta previamente, a saber: jKxiste 
alguna analogía entre este caso concreto de expropiación 
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y la relación de varias escrituras públicas de compra- 
venta de terrenos en la < Cruz Alta », presentada por el 
apoderado de la Compañía í 

Mi opinión es ^uií no existe ninguna analogía, 
Ku ouaulo á los casos del Ferrocarril Súnchales de 
expropiación que se cita, no hay IOS sulicieutes antece- 
dentes para «?sialil u* comparaciones, porque en las citas 

no se detalla las condiciouL-s en que se hallaban los serró- 
nos expi?optiidoSi ni se expresa tampoco en qué forma 
fueron cortados dichos terrenos. 

Y más que todo, ¿acaso im hay que tener hi rúenla 
la diferencio de tiempo? Él Ferrocarril Súnchales,- que 
antes no existía y que ahora existe, ¿no habrá mOíHÜcado 
el valor de esos terrenos? l J or lo que toca á los contratos 
de compraventa entre particulares que se t ita, ¿qué ana- 
logía puede existir entre una venia hecha por un pariicu- 
lar «le to la su linca» con lodos sus accesorios, incluyendo 
hasta las deudas de pe mes, con una venta forzosa que se 
obliga á hura un propietario de una centésima parle 
de su linca* con la circunstancia agravante de que se le 
corla por lo más noble, entran lo p o* Un litígalo y saliendo 
por el ángulo opuesto, abriéndole una brecha incurable 
y pro'lueieii lo completa desorganización i ; i ¿ué analogía 
puede existir entre tina operación hecha espontáneamente 
por un particular que ha me litado y istudiado bien su 
negocio y Halla conveniencia en ejecutarla, con una Ope- 
ración viólenla que no consulta para nada los intereses 

del propietario? 

li Si bien es cicrt mju>' todos hemos reconocido pe 
la expropiación es necesaria por ratones de verdadero 
progreso y de utilidad pública, también es cierto que el 
derecho >le propiuM es sagrado y que la expropiación 
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aunque necesaria, es odiosa precisamente porque conmue- 
ve esa gran institución sobre la cual descansa todo el édi- 
licio social. Y buena prueba ilc ello es el principio gene- 
ral establecido por la Suprema Corte de Justicia de que 
en easo de duda ú oscuridad para fijar el precio del bien 
expropiado, debe estarse por lo favorable al propietario. 

La expropiación en este caso es una especie de tnut ila- 
ción di do rosa. Se ha arrancado de un cuerpo sano un pe- 
rla/o pequeño relativamente al total y al estrado produ- 
cido. Se trata de un despojo autorizado por la ley. 

Kt principio general de economía política de que la 
oferta y la t(ptnnwta determinan el precio de las cosas no 
puede lener aplicación rigurosa en este caso porque no 
hay oferta posible y sólo puede servir Cümo pinito de 
par ti«la relativo para lijar el precio esppriaf. 

7° También es cosa ya resuelta que al lijar el precio de 
los productos de la cosa expropiada tío se debe hacer cálcu- 
los sobre ganancias |»osMeaó probables en un cierto nú- 
mero de años subsiguientes. Estas ganancias deben ebi- 
siliearse en el número de las hipotéticas de que nos halda 
el articulo lí¡ de la Ley Nacional de Expropiación de 7 
de Setiembre de 1N00. 

Sin embargo, no quiero apoyarme en esa disposición de 
la ley. Quiero ir más lejos todavía. Yo supongo que 
las ganancias ó productos del bien que se trata de expro- 
piar sean ciertas y seguras por un cierto número de anos 
subsiguientes. Aunen estos casos sostengo que esas ga- 
nancias ciertas no deben tomarse eu consideración por aho- 
ra en la tasación que nos ocupa. 

Ln razón es obvia. Kl secreto está eu que toda tasa- 
ción <le be tener como base primordial el procurar dar 
al expropiado una cantidad de dinero suficiente para 
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que pueda adquirir un bien igual ó semejante y que le 
produzca igual renta á aquél del cual se le privó. 

En otros términos; á un individuo se le priva de una 
cuadra de terreno con cuña que le producía una renta 
anual de mil pesos y se le da inmediatamente eu pago 
una cantidad de dinero, no solamente su lie i ente para 
que pueda adquirir otra cuadra igual y con igual renta, 
sino también para cubrir loe gastos y trabajo que pu 
diera ocasionarle la nueva adquisición. Ks claro que 
en realidad no se Je priva de esas ganancias, puesto que 
queda con el dinero en la mano y en condiciones de 
seguir obteniéndolas. Cobrarlas seria cobrar dos veces 
una misma cosa. 

8* A todo lo expuesto pudría observarse que, en el 
caso presente, el propietario ha sido desposeído sin 
haber sido pagado. 

En efecto, la Empresa na ocupado el terreno, limitán- 
dose á consignar á disposición del propietario el precio 
ofrecido y no aceptado, quedando ambos obligados á las 
resultas del juicio, como lo dispone el artículo h de la 
Ley de expropiación ya citada. 

Üe manera que la circunstancia de encontrarse el 
propietario privado de su propiedad y también de su 
valor é indemnización, es incidental y ocasionada por 
la desavenencia en la lijacion del precio. Ello no da 
lugar por abura á cobrar intereses ó ganancias que ha 
podido tener, puesto que el valor mismo de la cosa es 

dcscf cido. Tiene que determinarlo la sentencia. Guando 

el juicio se baya terminado entonces será llegado el 
momento de que el propietario haga valer sus derechos, 
con arreglo á lo sentenciado, para cobrar esos intereses 
ó ganancias que ha dejado de tener por haberse visto 
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privado de su propiedad y de su valor mientras lia du- 
rado el pleito y hasta el momento de haber sido ínte- 
gramente payado. 

íl* Finalmente: ¿cuáles son las cosas que á mi juicio 
deben pagarse como consecuencia de la expropiación ? 

Tres, á saber: 

1« El suelo ocupado por la vi a. Este debe ser ava- 
luado, como lo tengo dicho más arriba, con arreglo ¡i las 
circunstancias especiales que acompañan al hecho de la 
expropiación. 

*2° Las plantaciones de caña destruidas, incluyendo la 
cosecha de este año y la raíz, listo debe ser avaluado 
con arreglo al estado en que se halla actualmente la 
plantación, al tiempo que falta para la cosecha y al 
rendimiento que debe dar este año. 

Los daños y perjuicios. A más de la depreciación 
por fraccionamiento, debe pagarse» como consecuencia 
forzosa de la expropiación, los gastos que necesaria- 
mente tiene que hacer el expropiado para la nueva or- 
ganización de la tinca. 

Tiene que hacer un alambrado en cada lado de la vía. 
Al lado de este alambrado tiene que perder, por lo 
menos, cinco metros de raíz de caña para dejar el calle- 
jón indispensable para los cultivos. Por último, debe 
pagarse como danos y perjuicios la servidumbre ó gra- 
vamen que establece uara los terrenos contiguos á la 
via ia ley general de ferrocarriles de de Setiembre de 
•1872, que dice: Artículo 9 o Es prohibido á menor dis- 
tancia de 30 metros de la via: 

l 1 * Abrir zanjas, hacer excavaciones, explotar canteras 
ó minas y en general ejecutar cualquier obra análoga 
que pueda perjudicar la sol idea de la via. 
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2 o Construir edificios de paja ó de otra materia com- 
bustible. 

3 o Hacer cerras, depósitos ó acopios de materias in- 
II ama bles ó combustibles. 

Artículo 10. Las distancias de que se habla en las 
artículos íJ\ lu, 11, se medirán horizontal mente desde 
el medio del foso ó zanja del camino, y á falta de ésta, 
desde una línea que corra paralela al riel exterior y que 
diste me tro y media de éste. 

10, Bajo el dominio de todas las consideraciones que 
dejo expuestas y que me sirven de fundamento, hfcgó la 
siguiente tasación : 



224.00 



l'na hectárea, más $075 metros cuadrados 
de terreno cultivado, todo á razón de mil 
[tesos hectárea ¡X 4 

28(Ji> metros cuadrados de terreno con mon- 
te, taso á Sou pesas hectárea 

Cosecha de caña de este ano calculando ¡i 
razón de 40U arrobas por hectárea. En 
14.075 metros cuadrados da üt¡;30 arrobas, 
taso á pesos 0,1 li la arroba.,* 

Kaiz de caña I4.U7Ó metros cuadrados, taso 
á razón de 250 pesos cada hectárea 

Danos y perjuicios en 

Suma total $ rmkáú 



» 



moa 



San cinco mil ochocientos ochenta y cuatro pesos con 
treinta centavos moneda nacional, valor total de la 
presente tasación. 

Bernabé García. 
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Tik-ij tttnu. Ytn I ■>:> tic 

Vistos: esto* ¡tutos iniciados por el roj>reseiitante tle 
la Compañía Francesa de Ferrocarriles Amantillos, soli- 
citando la ex pro pino ion de una área de terreno de pro- 
piedad as Don José M. Lobo, necesaria á la coloración 
da la línea férrea de la mencionada Compañía; oídas 
las partes en juicio verbal, en el que, no habiendo podida 
llegar 1 ün avenimiento, se procedió á nombrar los 
peritos de acuerdo ú lo establecido en el articulo ti* de 
la ley de VA il« Setiembre «le 1888| con lo informado 
por inscrito por éstos, quienes se lian pronunciado en 
disidencia, determinando. el nombrado por parte de la 
Compañía, Don Gustavo Wh»llier#, el precio de r>s83 
pesos con SO centavos como equivalente á todas las in- 
demnizaciones prevenidas por la ley» y Don Francisco 
I ti vas. nombrado por la parte de Don José Manuel Lobo, 
el de 12*991, por todas las i udem ilinaciones á pagarse. 

Y considerando: 

i¿iie en la disidencia de estos dos peritos y para ilus- 
trar y facilitar la acertada resolución de este asunto» 
el Juzgado ha nombrado al agrimensor Don Bernabé 
(Jarcia para que haga una nueva tasación del terreno 
y de todo lo demás que ¡i su juicio deba pagarse como 
consecuencia de la expropiación, con arreglo á la ley de 
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la materia, quien se expide (¡jando dicha indemnización 
en 5884 pesos con 30 centavos. 

Que el valor de una expropiación debe íijarse según 
lo que resulte de los informes de los peritos y demás 
constancias de autos: fallos de la Suprema Corte, tomo 
% serie 3% página 23G. 

Que los peritos Whalberg y garcía presentan sus 
informes estimando en casi la misma suma las indem- 
nizaciones á pagarse por la presente expropiación. 

Que los autos no suministran antecedentes atendibles 
para apartarse de esta regul'.Jon hecha por los peritos 
Whalberg y García: 1° porque los contratos de compra- 
venta entre particulares que se citan por el represen- 
tante de la Compañía no pueden tener influencia en el 
caso que se juzga, refiriéndose, como se refieren, á te- 
rrenos que no esUn inmediatos al de que se trata, y 
á épocas que no son de la actualidad, siendo notorio 
que Jos terrenos en esta provincia no tienen el mismo 
valor en todo tiempo á cansa de las fluctuaciones de la 
agricultura y de los negocios en ella como pais nuevo, 
y ¥ porque la avaluación hecha por el perito Don 
Francisco Rivas contiene errores y exageraciones que 
impiden que se le pueda tomar en cuenta como ante- 
cedente ó constancia de autos. En efecto, este perito 
pone en su avaluación, por razón de las utilidades que 
el expropiado hubiera reportado de la caña que se le 
toma, en ocho años que dura la raíz. 4504 pesos, que 
evidentemente no son de pago, de acuerdo con el articulo 
lii de la Ley de expropiación; por el valor do la caña 
en pie que contiene el ierreno expropiado asigna el 
mismo perito 2252 ¡tesos, lo que es una exageración, 
porque, dado el terreno tomado con caña, que es de una 
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hectárea y un poco más, sería preciso que la cuadra de 
Tuc unían, que tiene 20.(Mí metros cuadrados, produjera 
20.066 arrobas de caña pava llegar á esa cifra de 2252 
pesos á razón de 10 centavos arroba, y es bien saoido . 
que la producción media de los terrenos de Cruz Alta 
es de 80011 arrobas por cuadra, ó sean, próximamente 
4000 arrobas por hectárea; y, por último, dicho perito 
tija á la tierra el precio de 20 centavos el metro cua- 
drado, que equivale próximamente á 4000 pesos la cuadra, 
lo que es otra exageración, pues no hay ejemplo de que 
en la Cruz Altase haya vendido ningún lote de terreno 
por ese precio. 

Por estos fundamentos, fallo: ordenando que la Com- 
pañía expropiante pague á Don José Manuel Lobo, por 
toda indemnización, la suma de D884 pesos con 80 cen- 
tavos, más los intereses correspondientes, á estilo de 
Banco, desde el dia de la ocupación del terreno por la 
Compañía; en su consecuencia, ampliada que sea la 
consignación de foja 2, extiéndase en oportunidad la 
correspondiente escritura de varita á favor de la Com- 
pañía expropiante, con declaración de que las costas 
causadas y á las cuales se reíiere la ley de la materia 
son á cargo de ésta. Hágase sabur con el original. 



Delfín Olivn, 
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Fallo de In. Suprema Corte 



Buenos Aire*, Noviembre ¿A Av lffiia. 

Vistos : 

Siendo equitativo el precio fijado por la sentencia 
¡ipclada de foja 52 vuelta, según el mérito de las cons- 
tancias de autos, y por sus fundamentos, se confirma 
aquélla con costas. Repónganse sellos y devuél- 
vanse. 

Benjamín Paz.— Luis V. Várela.— 
Auel Bazan.— Octavio Buxoe.— 
Juan E. TnituKST. 
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CAUSA Cl'LXKl'IU 



Don Juan JotiüK contra Don Ignacio Amm&fflíb por bíter* 
dieta ei retener, sohre recurso dtrerto. , 

Sumario. — No habiéndose deuueitlo apelación tle la 
sentencia d<d inferior, no procede el recurso directo ai) ti- 
la Suprema Corte. 



Cavo. — Lo indica el siguiente 



hkcuuso 

Suprema Corte: 

Juan B. Homero, en representación de Juan Jones, se- 
gún consta del poder adjunto, en los autos que le sigue 
el señor Ignacio Aramlmrú sobre interdicto de retener, á 
Y. E. digo: 

El señor Ignacio Aramburu entabló contra mi poder- 
dante, ante el Juez Letrado del Territorio Nacional del 
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Rio Negro, un interdicto de retener la posesión de la 
isla de los « Loros », que jama* poseyó eu forma al- 
guna, 

El Juez Doctor Arce ha Tallado mandando dar pose- 
sión de la isla referida al señor Arambimi. 

Las irregularidades cometidas en la tramitación de 
este juicio son enormes. 

Interpone mi poderdante el recurso de apelación y nu- 
lidad, que ha sido denegado, á pesar de lo dispuesto en el 
articulo 3íi."> de la Ley de Procedimientos Civiles. 

Se pretende de esta manera ocultar á V. E. los proce- 
dimientos irregulares observados en este litigio. 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 22H/de la 
referida Ley de Procedimientos Civiles, á V. E. pido: 

Que me tenga por presentado por parte en mérito 
del poder acompañado y por constituir domicilio legal 
en ta calle Bolívar número 526. 

< /ue se sirva ordenar al .1ue¡$ Letrado de la Goberna- 
ción del Kio Negro la remisión de los autos y me acuer- 
de el recurso de apelación y nulidad que ha sido dene- 
gado á mi poderdante. 

Es justicia. 

Otrosí digo: solicito me sea devuelto el poder gene- 
ral acompañado, después de testimoniado en autos. Es 
también justicia. 

E. GoKchon, — Juan 8. Homero. 
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■■formo del «Inés letrado 



Exemo. Setwr. 

Ante este Juzgado no se ha iniciado ni tramitado in- 
terdicto alquilo de retener entre las personas que indica 
el recurrente. 

Según resulta de los expedientes que tengo á la vista, 
en 3 de Junio de 18ÍX1 el señor Ignacio Aramburú enta- 
bló juicio de despojo contra Don Juan Jones para reco- 
brar la posesión de la isla situada al frente de la «2 a 
Angostura », interdicto que, tramitado con sujeción á la 
ley y aun cou inspección ocular, fué fallado en 28 de 
Agosto del mismo afio 1890. notificándose á las partes 
en la misma Techa. En este fallo se condena al deman- 
dado Jones á restituir al actor la posesión de la isla en 
cuestión. 

Ejecutoriada dicha sentencia por no haberse deducido 
contra ella recurso alguno, con Techa 10 de Setiembre se 
presentó el apoderado del demandante, gestionando las 
costas del juicio, con cuyo motivo se le embargaron y re- 
mataron al demandado cierto número de ovejas, habiendo 
el apoderado de éste recibídose del saldo que quedó, 
pagados los gastos á favor de su representado, según 
consta de la diligencia y decreto recaído á su solicitud 
corriente á Toja 114, Techa 22 de Febrero del corriente 
año, cou lo cual se archivaron los autos. Así resulta del 
expediente número 344, caratulado «Ararnburú Don 
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Ignacio contra Jones Don Juan sobre interdicto de des- 
pojo, j» 

Ha Uúndose en tramitación las gestiones sobre las cos- 
tas al nd i <las, con fecha *2i) de Noviembre de 18!)Ü se 
presentó id condenado -Iones iniciando á su vez otro 
tntefdicto i$e recobrar la posesión de la misma isla 
contra el señor Arambnrú; tramitado el juicio y fallado 
en 17 de Febrero de 18!H, por apelación interpueslíi. se 
elevó la causa ante V. K. t habiendo la Exema. Corte con- 
tinuado la sentencia con fecha ■'• de Agosto del mismo 
año, según consta del auto de V. E. corriente á foja SI 
del expediente número Ü4, caratulado «.Iones Don Juan 
contra Ignacio Arambnrú sobre interdicto de recobrar- » 

Vueltos los obrados del Superior, el demandado se 
presento gestionando las costas de este otro interdicto, ú 
cuya consecuencia le tuvieron que embargar y rematar 
otra \* a al mismo .Iones cierto número deovejas, con cuyo 
producido y on la eoul'onuidad expresa leí apoderado 
de dicho .Iones, con fecha «í del corriente mes se han 
mandado pagar las cuentas de gastos que han sido acep- 
illas por este, sin que cu el trascurso de esta gestión 
se baya interpuesto recurso alguno contra las provi- 
dencias dictadas. 

Tal es lo que informo a V. K. en eumplimieuto__del 
derreto relativo. 

Dios guarde ¡i V. K. 

Abraham Arce. 

Yi?dmn. Del ubre 10 de isttí. 
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Fallo de I* Suprema Corle 



Huenns Airüs, Noviembre 1833, 

Vistos en el acuerdo: Resultando del informe del 
Juez Letrado del Territorio Nacional del Rio Negro, de 
foja 5, que ante aquel Juzgado no se ha deducido ape- 
lacio.» alguna en los autos á que se refiere el escrito de 
foja 1, y que, por el contrario, el expediente, terminado, 
está ya en el archivo, no lia lugar al recurso directo 
traído ante esta Suprema Corte; y repuestos los sellos 
archívese. 

Benjamín Paz. — Luis V, Vahe la. — 
Aiiel Bazan. — Octavio Bougr. 
—Juan E. Tohrent. 
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CAUSA CCLXXIX 



Bossio y Camttyrano, contra ta Compañía La Italia Rea- 
seguradora, por cobro de pesos ; sobre contestación ti la 
expre&ion de agravios. 

Sumario. — En rebeldía del apelado, deben pasar los 
autos al Kelator. 



Fallo I» H«pr*m* CoH* 

Buenos Aires N-iviemhiv ¿4»l<> IHíhi. 
Vistos en el acuerdo : 

Fundándose el auto de toja 75 vuulta, por el ujie se 
manda pasar la causa al Relator, en rebeldía del apela- 
do, en la terminante disposición del artículo 217 de la 
Lev de Procedimientos y en la practica invariable estable- 
cida sobre »'ste punto desde la instalación de la Corte» 
no ha lugar con costas á la revocatoria solicitada á foja 
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86; y devuélvase el escrito de responde presentado por la 
parte de Bossio y Camuyrano. 

Benjamín Paz.— Luis V. Va relaj- 
are l Bazan. — Octavio Bünüe. 
— Ji; \n E. Torrent. 



CAUSA tXLXW 



/ton Stmiiat/o Ititjhetti roníra Don C.i$ótog$ Rodrigué*, 
por robro de pewx ; sobre embarga preeenitro. 



Sumario. — Una sentencia apelada en juicio ordinario 
l»or cobro de pesos, no da dereclio para pedir el embargo 
preventivo. 



|00 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



rallo ae 1» *«pr*-» CorU 

Buenos Aires, Noviembre 24 de 1892. 

No procediendo «1 embargo preventivo, según el ar- 
ticulo 55, inciso 3 fl de la Ley de Procedimientos, sino 
cuando se acompaña escritura pública ú otra prueba fe- 
haciente que apoye la acción que se deduce, y no ilu- 
diendo considerarse tal una sentencia apelada en juicio 
ordinario por cobro de pesos, en tanto que no quede eje- 
cutoriada, no ha lugar al embargo solicitado, y "orran 
los autos según su estado 

Benjamín Paz. — Luis V. Várela. 
—Abel Baüan, — Juan E. 

TORRENT. 
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CAUSA CCLXXXI 



La Compañía de Mandato* y Préstamos eontra Don Felipe 
Setson Pat/e, por robro ejecutivo de pesos ante ios Tribu- 
nales de ta Capital ; sobre remrso á ta Corte Suprema. 



Sumario*— Los autos de sustanciacion en el juicio, dic- 
tados por los Tribunales locales, no son susceptibles de re- 
curso ante U Suprema Corte Nacional. 



Cavo.— Lo indica el siguiente 

RECÜBSO 

Suprema Corte: 

Alberto 0. Ri varo la, por Don Felipe Nelson Page, ante 
V. E.. eu la mejor forma en que por derecho haya lugar, 
comparezco y di «o : 

Que por ante el Juzgado del doctor Posse y secretaría 
dé Don Exequiel Repetto, se me sigue un juicio por el 
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Banco de Mandatos y Prestamos sobre cobro ejecutivo de 
pesos. En estos autos decliné de jurisdicción fundado 
en el cnráctcr de extranjero do mi representado. 

Como, además de ser extranjero, mi representado está 
domiciliado en la Provincia de Entre Ríos, solicité el tér- 
mino extraordinario de prueba, a lo que no se mellizo 
lugar: apelé de dicha resolución y dije de nulidad por 
haberse violado la forma del procedimiento; se me dene- 
garon los recursos y ate vi obligado á recurrir directa- 
mente ante la Excma. Cámara en ijueja por apelación de- 
negada. 

Este Tribu mil bu declarado bien denegados los recursos: 
interpuesta apelación y nulidad para ante V. E. me lian 
sido denegados, y de allí nace el recurso directo. 

Solicitado elténnmoextraordiuario y habiéndose opues 
to á su concesión la parte contraria, debió necesariamente 
considerarse: suspendido el término ordinario de prueba 
pon¡ne el lo es de estricto derecho: y mientras se resolvía 
el Incidente sobre concesión ó denegación de ese término 
extraordinario, uno de los testigos domiciliados en Entre 
Ríos vino accidentalmente á esta capital, y solicité su 
examen; tampoco se me [litó lugar ú ello porque, según 
el Juez a yuo. ya el término de prueba estaba vencido. 
I>ednje asimismo de esta resolución los recursos de nu- 
lidad y apelación que me fueron denegados, tanto en I a 
como en *J J instancia. Estos son, Excma. Corte, los antece- 
dentes de los recursos que traigo ante V. E. 

Fundado en los arts. % inciso 2° y 4\ arts. 14 y 15 
de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribu- 
nales Nacionales; y art. 1ÜU de la Constitución, vengo á 
deducir los recursos de apelación y nulidad. 
Está de por medio, Excma. Corte, la cuestión de saber si 
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un extranjero como mi representado debe quedar sometido 
a la jurisdicción ordinaria, y ser sacado de su Juez na- 
tural con violación flagrante del precepto de ta Constitu- 
ción Nacional, y de la garantía que ella acuerda á los 
extranjeros. 

Se trata, Exorna, Corte, de la interpretación del Código de 
Procedimientos, que es una ley dictada por el Congreso, y 
cuya interpretación sólo puede hacerla V, E. en última 
instancia. 

Se trata de saber, Esema. Corte, sí los Tribu nales ord i na 
rios pueden, por medio de interpretaciones equivocadas, 
erróneas ó arbitrarias, arrancar áun extra n juro de su Juez 
natural someJ i éndoleá su jurisdicción, haciendo asi iluso- 
ria una de las más preciadas garantías que la Carta 
Fundamental acuerdan todo extranjeroque viene á habitar 
el suelo argentino. 

Por tanto, de V. E. solicito se sirva proveer sobre los 
siguientes puntos: 1" Tener por interpuestos en tiempo 
y forma los recursos de nulidad y apelación denegados; 
2" Ordenar que se remitan los autos declarando proceden- 
te la apelación : 3° Revocar las sentencias recurridas de- 
clarando nulo el procedimiento. Sea justicia.— José J. 
HalL—A. c. fíivaroía. 
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Pallo d> 1* Suprema Corte 



Hucnox Aires, Noviembre 2ti il« L&fcí. 

Vistos en el acuerdo, y considerando : 

Que la apelación interpuesta por la parto de Page, se dirige 
contra un auto de sustanciaciou en el juicio, loque lo 
pone fuera de las condiciones requeridas para ser apelable 
ante esta Suprema Corte, conforme á la primera parte del 
art 14 de la Ley sobre jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Federales. Por esto se declara bien denega- 
do el mencionado recurso; agregúense estas actuaciones 
á los autos traídos y devuélvanse al Tribunal de su proce- 
dencia, previa reposición de sellos. 

- 

Benjamín* Paz.— Luis V. Várela. 
— Abel Bazan— Jian E. Torrent, 
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«ai-ka tri xwii 



El Ferrocarril Central Argentina contra Don Manuel Fer- 
nández, sobre e.rpropiarioii. 



Sumario* — Las costas <|iic la ley de i a materia deela- 
ra de cargo del expropiante no pueden ser otras que 
las de actuación y honorarios de peritos. 



Casa. — El representante del Ferrocarril Central Argen- 
tino, invocando la ley número 2386, de 20 do Octubre de 
1888, pidió la expropiación de 54,517 metros cuadrados de 
terreno, sitos entre los kilómetros 25 y 27 en el par- 
tido del Pilar, de propiedad de Don Manuel Fernández. 

Depositó 1130 pesos y pidió la posesión provisoria, que 
le fue acordada. 

Citadas las partes á comparendo fueron nombrados 
peritos Don Augusto Gorordo, por el expropiado, y Don 
Emilio N. Casaros por el expropiante. 

Don Augusto Gorordo fué reemplazado por Don José 
A, Palacios, y éste por Don Félix Sagasta. 
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I>KIUCJA SAO ASTA 



Félix Sagasta. irrito num tirado por Don Manuel Fer- 
nández, para avaluar la propiedad que te cruza el Ferro- 
carril Central Argentino en sn linca al Pergamino* 
presenil» a V. s. este informe* en desacuerdo con el perito 
de la parfe expropiante^ por no haber sido posible con- 
formarse en la manera de apreciar la tierra y los perjui- 
cios consiguientes. 

Bata proceder con criterio sereno y desapasionado me 

trasladé **l campo, materia de este informe, y examine 

con toda detención su condición, calidad y la forma en 
que íi linea férrea cruza por dicha propiedad. 

K\ campo del st.-ín»r Fernández está situado en el par- 
tido dH Pilar, distante de la Capital Federal ocho leguas 
más ó menos: su condiciones i]e pastoreo y agricultura 
á la vez. su tierra es buena en la generalidad y la cali- 
dad ile los pastos inmejorable, y sí agregado á esto se 
piensa que está rodeado de población agrícola y urbana* 
que tiene fáciles vías de comunicación, deduciremos 
lógicamente que su valor actual es muy superior al que 
la empresa expropiante le pretende lijar. 

Al recorrer el expediente donde he sido nombrado 
para tomar los antecedentes necesarios, he notado que 
la consignación hecha en el Banco por la empresa res- 
pondí' á un valor asignado al campo alrededor de un 
centavo masó menos el metro cuadrado; en esto creo ó 
que hay temeridad por la Empresa, ó que no tiene en 
realidad nociones de su valor. 



l'F. .irsitCU XACIOSAL 



En la época ti que debe sujetarse este peritaje, en 
cuanto al precio 'le la tierra, el corriente en aquellos 
pa rajes era más ó menos el de un peso moneda nacio- 
nal el melni cuadrado, en ventas particulares hechas á 
voluntad ilfl propietario y en fracciones reculares, que 
mejoraban siempre el valor de la tierra restante, lo 
contrario ri 16 qué sucede en ventas obligadas por causa 
de expropiación, en que solóse consulta el interés del 
qm expropia, desconociendo y ann menospreciando el 
interés del propietario. 

Es perfectamente justo entonces suponer (pie quien 
se apodera de la propiedad ajena en virtud de una ley, 
qiir lü favorece, desmejorando resto de esa misma 
propiedad, la p$¡VB. á un precio mayor que el corriente 
para aquellas ventas voluntarias. 

Panino tener que hacer ritas en rasos de difícil com 
"probación, voy-'i! limitarme a recordarle á V. S, su sen- 
tencia ileliiiiiiva en el expediente seguido por la sucesión 
do D'»n Pedro Parra, contra esta misma compañía, á que 
la obligó;! pagar un peso ron treinta y cinco centavos 
el metro cuadrado. 

El terreno ■ leí señor Fernández, más distante que el 
de Parra y m condiciones bajas en la parte que lo 
cruza la linea, liaren que le Jije como precio venal de 
la tierra un peso moneda nacional el metro cuadrado. 

En cuanto á las indemnizaciones por la diferente índole 
de perjuicio», voy á permitirme subdividirlas en esta 
forma : 

1" Desmejoramiento del terreno por la forma en que 
la línea lo corla. 

La linea del Central Argentino deja un ángulo á la 
propiedad del Doctor Fernández de una extensión apro- 
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x imada de seis cuadras, con una población destinada ¡I 
pastoreo y que con e) cruzamiento de dicha linea queda 
completamente inutilizada para ese objeto. 

Ademán de esto, los inmensos terraplenes de la linea 
privan de tal modo el acceso á él, como privan también 
el desagüe regular, que desde el momento en que se lia 
construido la via férrea queda inutilizado y ¡su propie- 
tario no puede darle ningún destino. 

2* ¿<Jné podrá hacer el señor Fernández con seis cua- 
ti ras de terrenos impropios para la agricultura por la 
condición iie la tierra, si la linea férrea la hace inade- 
cuada para el pastoreo, que «ra su destino anterior? 

Este es un perjuicio en absoluto causado por la linea 
férrea del Central Argentino, y por lo tanto ¡í ella le 
corresponde pagarlo; en tul concepto soy de opinión que 
V. 8. debe mandar abonar como indemnización el ou 
% del precio lijado al terreno que pasa al dominio de 
la Empresa, «V sea, el de \0 centavos el metro cuadrado 
en toda la porción del terreno que queda al Sudeste de 
la linea Terrea. 

El terreno del señor Fernández expropiado por la 
Empresa tenía un monte de sauces, cercado con postes 
y alambrado en toda su extensión, de los que la Empre- 
sa lia destruido > más ó menos, de un desarrollo 
inmenso y que podían redituar anualmente de leña, cada 
uno un peso moneda nacional, por lo que uo vacilo en 
avaluarlos en diez cada árbol. 

Me veo en el caso de insistir, señor Juez, sobre la 
importancia que tiene para el señor Fernández el cruce 
de la linea férrea por su campo, quitándole su forma 
regular y privándolo de usufructuar la extensión del 
terreno antes indicado, por lo que no puede evitar la 
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Empresa de pagar una indemnización real por cada metro 
di terreno que inutiliza. 

Con esto concluye la misión que se me ha cometido, 
y creo en conciencia haberla desempeñado dentro de lo 
perfectamente legal y razonable. 

Saluda ¡i V. S t| a quien Dios #11 urde muchos anos. 

Félix Sagasta . 



1'KRICIA CVSAItKS 

Señor Juez : 

Km i lio N. Casares, en el juicio de expropiación segui- 
do por la empresa del Ferrocarril Central Argentino 
contra Don Manuel Fernández a V. S. dice : que desig- 
nado perito por parte de dicha Empresa» y á fi:i de llenar 
mi cometido de una manera equitativa, he procurado 
no sólo conocer el terreno de que se trata, sino ta forma 
en que lo atraviesa el Ferrocarril y el valor que pudiera 
atribuirse por razón de las enajenaciones efectuadas en 
parajes inmediatos, y responde á todo esto lo siguiente : 

I o Que el terreno del señor Don Manuel Fernández 
se encuentra en el partido del Pilar, á dos leguas y 
media más ó menos del pueblo y una de la estación 
Escobar del Ferrocarril del Rosario. 

*> Que el campo se destina á la agricultura y sus 
actuales ocupantes pagan solamente quince ó veinte 
pesos anuales por cada cuadra cuadrada. 

3 o Que la forma en que la linea del Ferrocarril atra- 
viesa el campo del señor don Manuel Fernández no 
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sólo no lo desperfecciona sino que tampoco le establece 
ninguna irregular i dad para el resto del misino. 

V> Que el valor de los terrenos por esas inmediacio- 
nes* y en épocas un que por todas partes se pagaban 
exageraciones, sólo llegó al precio de 3oU á 4<m> pesos la 
cuadra, y á esos precios compraron entonces y por terre- 
nos linderos del del señor don Manuel Fernández, los 
señores Doctor Escalante, Vicente Ramírez y utros. 

En atención, pues, ¡i todos estos antecedentes, ¡t la 
naturaleza del área á expropiar y ¡i su situación, el que 
suscribe cree que lo depositado por la Empresa es su 
verdadero valor, aumentado sólo en uu 2o % por toda 
Indemnización de daños y perjuicios. 

Son estos los dictados de mi conciencia, qué someto 
á la ilustrada apreciación del Juzgado. 

Emilio N. Casares. 

PERICIA MANTBKOLA, NOMBRADO pon IX R'KZ 
Sfiñor Jan:: 

Ku el juicio seguido por la Km presa d<d Ferrocarril 
Central Argentino contra Don Manuel Fernández sobre 
expropiación. V. S. ¡i foja,,, se ha disuado nombrarme 
perito tercero. 

En consecuencia, y de conformidad con lo ordenado, 
el dia U del corriente me trasladé al paraje donde se 
encuentra ubicada la tierra á que se refiere este expe- 
dí n te. asociado á ios señores Don Esteban Guahello, 
secretario de ese Juzgado. Di ni Andrés Uolou, represen- 
tanh' «le l;i Empresa expropiante, y del señor Nasarre, 
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que asistió por el señor Fernández, propietario del terreno 
en cuestión. 

De la inspección que detalladamente se hizo resulta: 
l " ijuo el ramal de la línea férrea que arranca de la 
estación Victoria y que termina en el empalme con 
otra linea en el pueblo de San Antonio de Areco, corta 
oblicuamente á la altura «le los kilómetros 26 y 27 la 
propiedad del señor Fernández ( partido del Pilar ). 

*2" (¿lie dicha propiedad, por la especialidad de la 
proyección 4e la línea, queda dividida en dos frac- 
ciones, 

3 o Que para la construcción de esta linea lia sido 
necesario levantar cu el trayecto de los mencionados 
kilómetros, no sólo terraplenes, cuya elevación varía entre 
uno y medio y tres metros, sino ta minen construir un 
puente de Herró sobre bases de manipostería. 

4* QH6 las condición js del campo, aunque algo bajas, 
comii lo demuestra la altura de los térra] den es, es adap- 
table para el pastoreo, destino que actualmente tiene, y, 
por ultimo, que no habiendo destrucción de plantaciones 
ni arboledas, los perjuicios que ha sufrido la propiedad* 
salvo unos UH) metros de alambrado, quedan limita- 
dos únicamente al trayecto expropiado y á los traba- 
jos indicados é indispensables en la construcción de 
la vía. 

En vista de todo lo expuesto, soy de opinión que el 
pierio que debe pagarse por hectárea es el de &"iu pesos 
moneda nacional, más un 40 % sobre el valor total de 
la superlieie expropiada» como indemnización á los per- 
juicios. 

Según el plano adjunto, la Km presa expropiante ha 
dispuesto de 54.517 metros cuadrados que, al precio 



113 



PALtOS liE LA StrPKESIA CORTE 



indicado, importan 1900 pesos con 10 centavos moneda 
nacional, más 763 pesos con 24 centavos moneda nacio- 
nal, que representan el valor de los daños y perjuicios. 

Queda así terminada ta misión que V. S. se ha ser- 
vido confiarme. 

Lorenzo Mantcrola. 



F tillo del Juez Federal 



La I'ImIii, Novicmlnií de IKífcí. 

Y vistos: «¡Lis autos seguidos por el Ferrocarril Cen- 
tral Argentino contra Don Manuel Fernández, sobre ex- 
propiación, de los que resulta: 

1* Que á foja ó se presenta el apoderado del Central 
Argentino demandando á Don Manuel Fernández por 
expropiación de "4.517 metros en adrados, de terreno de 
propiedad del demandado, situado en el partido dél 
Pilar. 

2" Que en mérito de esa demanda y de acuerdo con 
el articulo íi° de la Ley Nacional de Expropiación, se 
convoco á las partes ajuicio verbal, cuyo acto tuvo lugar* 
como consta i\ foja 20, en ei que, no aviniéndose las 
partes á un arreglo amistoso, de acuerdo con el recordado 
artículo, procedieron al nombramiento de peritos, los que 
aceptaron el cargo, como consta á foja 2U y 20. 

3 fl Que á foja 38 se expidió el perito de la parte de- 
mandada estimando el valor venal del terreno á ex pro- 
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piar en un p«so el metro cuadrado, en 40 centavos metro 
cuadrado por el área de la fracción menor, y como 2000 
sanees, más ó menos, en diez cada árbol, 

V' Que :i foja 88 se expide el perito de la demanda 
apreciando á su vez como justo el precio depositado 
p«ir eJ expropiante y en un 25 % toda indemnización de 
danos y perjuicios. 

•> Que en vista de la notable desproporción con que 
se lian producido los peritos, el Juzgado nombro uno 
o I icio para que. previa una inspección con el secre- 
tario, que se practicó como consta á foja»... hiciera 
una nueva pericia. 

tí° Que el nombrado de olicio se expidió á foja... 
apreciando en 350 pesos moneda nacional la hectárea y 
en un ffi % sobre el valor total de la superficie expro- 
piada como indemnización á los perjuicios, 

Y considerando: 

I a Que respecto al valor del terreno á expropiar, es- 
tudiados detenidamente los tres informes periciales, de 
los precios fijados el que más resulta equitativo es el 
que determina el perito de oficio, al que da preferencia 
el Juzgado, no sólo porque se trata de un veredicto 
emitido por una persona ajena á todo interés en el 
asunto, sino porque ese precio está en armonía con los 
que este Tribunal lia lijado en casos análogos de la 
misma Compañía y terrenos limítrofes al de cuya ex- 
propiación se trata en este expediente. 

2 o Que con relación á ios perjuicios ellos se hacen 
consistir, por el perito del demandado, en el fracciona- 
miento del campo y en. la destrucción de árboles cuyo 
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número estima en 2000. En cuanto a este último, que 
calla el perito de oficio y el de la demanda y el acta 
de inspección, debe hacerse notar que, dado el ancho 
de la via, es imposible que haya podido destruirse tal 
número de árboles. 

3* Que resulta, pues, que no se ha acreditado debida- 
mente por los peritos la cuantía ó importancia de los 
perjuicios que se irrogan, y, por lo tanto, el Juzgado 
debe asignarles una indemnización prudencial como lo 
ha hecho en otros casos. 

t° Que respecto de la observación al dictamen del 
perito de oíicio hecha por el apoderado del demandado, 
aun cuando se tuviera en cuenta, en nada cambiaría lo 
que queda expuesto, y, por lo tanto, el Juzgado debe 
proceder á dictar sentencia. 

Por todo ello, fallo : lijando en deiinitiva como precio 
justo y equitativo del terreno á expropiarse en esta 
causa el de #>0 pesos moneda nacional la hectárea y 
la suma de 800 pesos de igual moneda por toda indem- 
nización, con sus intereses á estilo de Banco desde la 
ocupación provisoria y sobre la suma que resulte entre 
la depositada y la que surja por liquidación, con más 
Los honorarios de ios peritos y los gastos de actuación. 
Notifíquese con el original, regístrese y repónganse las 
fojas. 

Mariano S. de Autrecoechea. 
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Buenos Aires, Noviembre 3fi do 1892. 

Vistos : Por sus fundamentos y considerando, además, 
que las costas d cargo del expropiante á que se refiere 
el artículo 18 de la ley sobre la materia no pueden ser 
otras que las de actuación y honorarios de peritos, se 
confirma la sentencia apelada de foja 52; y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

Benjamín Paz. — Luis V. Várela, 
— Abel Bazan. — Octavio 
Bunüe.— Juan E. Torrknt. 
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4 \l S V CILWXIII 



Don Exeqniel /leat de Amia contra Don Laureano Hono- 
rina, por ejecución de wnimcia; sobre remi so de ape- 
la* ion. 



Sumario.— yin es recurrible i j l auto en que se manda 
el cumplimiento de sentencia pasada en cosa juzgada. 



CVíJffl.— Lo indica el sí «intente 



nEttltso 
Buenos \n^ t setíomhre 30 ilt; 

Suprema Corre: 

Manuel .íos¿ Castilla* en representación de Don Exe- 
1 1 niel C. Real de Azua. en virtud del poder ¡i que me 
referiré en otrosí de este escrito, ante V. S, respetuo- 
samente expongo; Qu« por ante el Juzgado de la Sec- 
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cion Buenos Aires inició Don Laureano Bonorino 
demanda contra rni poderdante» pidiendo fuese conde- 
nado á pagar el servicio y amortización al Banco Hipo- 
tecario, de un crédito concedido sobre ciento diez chacras 
del centro agrícola «íiándora» y vendidas por Bonorino 
á Real de Azua con ese gravamen, y contestada esta 
demanda se reconvino á Bonorino pidiéndose se le 
condene: I o á escriturar el boleto de foja 43 en el tér- 
mino de 30 días; 2° extender escritura de transferencia 
dentro del término que el Juzgado señale, y .i á renovar 
los pagarés al portador con que pagó á Bonorinu el 
precio de las chacras. 

El -Juez, de. Sección falló este juicio en sentencia de 
l'Ybrero 2ti del corriente, en la que se establece en la 
parte dispositiva, textualmente lo siguiente: 

P Que Don Exequiel O. Real de Azua está obligado 
ií pagar al Banco Hipotecario los intereses y a nmrt Ma- 
riones que correspondan desde que se perfeccionó la 
compra con el pago del precio en pagarés» que recibió 
el vendedor, y entrega de las chacras, ó sea, desde el 15 
de Abril de 1800. 

& Que dicho Real de Aitua debe designar escribano 
para que haga la escritura de promesa de venta, dentro 
del término de y días. 

3 o Que los pagarés al portador, que en pago del precio 
reeihiú Bonorino, en virtud de la prórroga en que am- 
bos están conformes, con arreglo á los términos del 
recibo de foja 43, aunque están vencidos por la fecha 
de su otorgamiento, no serán exigióles contra el fir~ 
man te Real ue Azua, sino 30 días después de vencido 
el término de ó di as, que se fija para la designación 
del escribano. 
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4* Que Bonorino. confoime a la ley de Centro» Agrí- 
colas, no está obligado ti escriturar definitivamente la 
venta de tas chacras á Keal de Azua, hasta que no 
transcurran los tres años que establece la ley y se cum- 
pla por éste, como poseedor de las chacras, con los 
demás requisitos al efecto; y 

5" Que las costas del juicio debe» ser y son á cargo 
de Real de Azua. 

Declarado desierto el recurso de apelación que se 
había entablado contra esta resolución quedó ejecuto- 
riada, devolviéndose los autos al Juez de su origen para 
su cumplimiento. 

El cumplimiento de esta sentencia fué pedido en la 
forma que trascribo : 

«Deslindada en los términos que lo hace la citada 
sentencia, los derechos y recíprocas pretensiones de las 
partes, es hoy mi deseo y mi derecho que ella se cum- 
pla cuanto antes y que cada uno de los contratantes dé 
liel cumplimiento á las obligaciones que le impone ta 
sentencia, como consecuencia del contrato y estipula- 
ciones preexistentes- » 

« La sentencia es hoy la ley entre las partes como que ella 
contiene la verdadera interpretación del convenio á que 
se refieren los documentos de foja 41 á foja 43, á los 
que expresamente se refiere, dejándolos subsistentes en 
toda su fuerza y vigor.» 

« Empezando, por mi parte, ya que ei señor Bonorino 
se deja esperar demasiado, designo, en cumplimiento 
del segundo capítulo de la parte dispositiva, al escribano 
Juan M. Guesales, con registro abierto en esta ciudad 
« Los Tribunales », para que extienda la escritura de 
promesa de venta del terreno en cuestión, debiendo el 
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vendedor señor Bonorino pasarle los títulos y prece- 
dentes que lo acreditan como concesionario del Centro 
Aerícola «Gándora», al que corresponden las chacras 
cedidas á mi poderdante, con sujeción i la Ley de Cen- 
tros Agrícolas, según se expresa en el documento de 
foja 43 v lo dispone la sentencia aludida. » 

« para* evitar malas interpretaciones y ulteriores dila- 
ciones al extenderse la escritura debo consignar aquí 
que por títulos precedentes no entiendo ni pretendo lo 
,le propiedad del terreno, desde que no se trata, por 
ahora, de la escritura definitiva de propiedad, sino úni- 
camente de los qne acreditan la formación del Centro 
Agrícola, cuyos derechos y excepciones le corresponden 
á mi parte "como pobladora de chacras de un centro 
agrícola. » 

«El artículo 12 de la ley dispone que la Oficina de 
Agricultura intervendrá en todo expediente que se for- 
ma, tanto para la creación de centros agrícolas por 
acción oficial, como los que se originasen por empresas 
particulares; el artículo 28 establece requisitos especia- 
les á las presentaciones que es preciso constatar que 
se han cumplido, y en general en toda la Ley se en- 
cuentran prescripciones de cuyo cumplimiento depende 
las concesiones y ventajas qne la ley acuerda a los 
colonos, v encontrándose en esta categoría mi poder- 
dante, como cesionario de chacras de un centro agrícola, 
debe pasarse al escribano encargado de extender la 
escritura de cesión de las chacras el expediente en que 
conste la existencia y formalidades llenadas para la 
formación del Centro Agrícola «Gándora»..» 

« Para cumplir mi parte con el servicio hipotecario 
correspondiente á las chacras cedidas, a contar de la 
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fecha 15 de Abril de 1890, como lo dispone Ja sentencia, 
es de todo punto indispensable que Bonoríno transfiera 
en el Banco Hipotecario las libretas correspondientes á 
tas cbacras cedidas a Real de Azua, poniéndolas á su 
nombre. » 

«Estas libretas deben existir por separado en poder 
del vendedor, si ha dada cumplimiento ii lo dispuesto 
en et articulo 3° de la Ley. » 

« De otra manera sería imposible cumplir á mi poder- 
dante con el servicio hipotecario, por cuanto no figu- 
rando su nombre en el crédito acordado por las chacras 
cedidas, ni puede conocer el monto de lo debido desde 
Abril 15 de ni se recibiría en el Banco Hipote- 

cario lo i)iie pagase sino á nombre de Bonoríno y por 
cuenta de lo que éste pueda deber por las demás cha* 
eras «le! mismo Centro. » 

«Tanto más necesario se hace acompañar al escribano 
autorizante estos antecedentes, cuanto que por una parte 
aparece embargándose el terreno ocupado por la colonia 
«Gándora»» por impuestos que ha dejado de pagar un 
señor Villate, lo que sería de todo punto inconcebible, 
por cuanto de los documentos pasados por Bono riño 
corresponde a él la propiedad, de acuerdo al artículo 44 
de Ja Ley; los centros aerícolas quedan exentos de toilo 
impuesto y contribución directa durante el término de 
3 años; y por la otra una publicación de La Nación del 
ti de Abril de este año da cuenta de haberse restablecido 
el antiguo camino de Ranchos á Chascomús, por un decre- 
to del Gobierno de la Provincia dejando sin efecto la con- 
cesión del Centro Agrícola concedido á Don Eduardo Villate, 
por no haber e*ste dado cumplimiento á ninguna de las 
obligaciones que le impone la ley de la materia.»» 
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« Como el centro agrícola á que se refiere este de- 
creto es el mismo «üándora» sobre el que Bonorino 
cedió las chacras á mi poderdante como propias por la 
• respetable cantidad que representan ios títulos al porta- 
dor que recibió y el importe del servicio hipotecario que 
tomó mi poderdante á su ear^o. seria el caso si resulta 
do la presentación al escribano designado de los docu- 
mentos correspondientes que Bonorino cedió lo que no 
le pertenecía, es de la aplicación la disposición de los 

mmm ¿ra* 6$ >* 1477 ,lel Ci ' ,dl «° Civi1 -" 

«En estos términos la cuestión es urgente á mi parte 
-me quede delinitivameiite establecida su verdadera po- 
sición con respecto á las chacras que ha empezado ya 
á cultivar y se ve obligada á parar trabajos dentro del 
plazo de los tres anos V or ltl resistencia de Bonorino a 
dejar bien deliuidos los derechos de lleal de Azua. »> 

«Protesto por mi parte por los daños y perjuicios que 
ha sufrido ya. y que se originen én adelante. Los tra- 
bajos é instalaciones actuales hechos en Vitel, Centro 
Aerícola «üámlora», son los siguientes: de tres á cua- 
tro leguas lineales de alambrado para guardar el camino, 
el que se manda boy levantar por no haber cumplido 
Villate con las prescripciones de la ley; un galpón de 40 
metros de largo por 12 de ancho, todo de material, te- 
rhos de zinc y maderas -le pino de tea; una casa-habi- 
tación y otra para peones y maestranza de carpintería 
de la misma construcción ya mencionada ; sembrado de 
3ÜU cuadras de alfalfa; se ha dividido el terreno en 5 
potreros; se han formado (i chacras y una noria; se 
han hecho plantaciones y corrales, y se había principiado, 
en lin. las instalaciones para animales íinos.que he sido 
necesario suspender por la inseguridad de obtener la 
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escrituración de la cesión de las chacras pertenecientes 
ú mi centro agrícola, qne numerosos antecedentes de 
seriedad indudable presentan como de propiedad de otro 
que Bou orino; que con menoscabo de las inmunidades 
de la ley, aparece embargado por deuda procedente de 
contribuciones impagas, y que, finalmente, aparece revo- 
cada la concesión por falta de una tercera persona, 
extraña al negocio de Real de Azua con Bono riño. » 
a En esta virtud : 

« A V. S. pido que habiendo designado por mi parte, 
en cumplimiento de la sentencia ejecutoriada del te? 
¿•¡ido. el escribano que ha de autorizar la escritura 
correspondiente, se sirva proveer se lleve adelante el 
cumplimiento de la expresada sentencia, disponiendo al 
efecto ; 

V Se pase por Don Laureano Bouoriuo. dentro de un 
término prudencial, al escribano autorizante el expediente 
de concesión del Centro Agrícola « Oándora ». 

*2? Se presente por el mismo la libreta del Banco 
Hipotecario, puesta á nombre de Don Exequtel C Real 
de Azua. relativa á la hipoteca correspondiente á las 
chacras q tic le fueron cedidas por Don Laureano Bo no- 
rmo. 

Se libre oficio al ministerio del ramo de la provincia 
a efecto de que, por intermedio de tas respectivas oficinas, 
se informe al juzgado de todo lo relativo al embargo 
de los terrenos de la colonia Oándora y de lo dispuesto 
á la rectificación del camino de Ranchos á Chasco mus. 

4° (¿ue en presencia de todos estos antecedentes, el es- 
cribano designado proceda á extender ta correspondiente 
escritura de cesión de las chacras, objeto de estos autos, 
ó en su caso informe sobre los inconvenientes que haya. 
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á su juicio, para extender dicha escritura con sujeción á la 
Ley de Centros Agrícolas de 2ó de Noviembre de 1«87, y 

5" Que mientras dure la escrituración queden suspen- 
didos los plazos determinados en el capitulo 3» de ia 
parte dispositiva de la sentencia aludida de Febrero 20 
del corriente ano.» 

Sin tomar en cuenta las peticiones ni los fundamentos 
de este escrito, el Juez de Sección pronunció su reso- 
lución mandando llevar adelante su sentencia, con lo 
que quedan indecisas las cuestiones que suscita el 
cumplimiento de esa misma sentencia, cuyo cumplimiento 
y ejecución había pedido y pidió por el escrito trascrito 
y que reproduzco en «ste acto. 

Pero hay más aun: el .!uez de Sección en esta reso- 
lución va hasta declarar que no obstante de que la 
venta, objeto del juicio, fué hecha por Don Laureano 
Houorino ú favor de mi poderdante Don Exequiel C> 
Heal TTe Azua y que el pleito que entre estas dos partes 
y que la sentencia recayó entre ellos, en vista de un 
poder general introducido al juicio por Bonorino des- 
pués de la sentencia, y por el que se dice estaba éste 
autorizado tí vender, se encuentra mi parte en la obli- 
gación de aceptar una escrituración de un señor Eduardo 
Vi líate, persona hasta entonces extraña al juicio, en vez 
de la de Don Laureano Bonorino. 

Los agravios que causa á mi parte Ja sentencia alu- 
dida son evidentes, pues deja subsistir la imposibilidad 
de dar cumplimiento á su sentencia ejecutoriada y la 
obliga á aceptar la escritura de persona extraña sin ni 
justificar antes si es ó no concesionario del Centro 
Agrícola « Gándora », al que pertenecen las chacras cedi- 
das por Bonorino, 
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Fundado en tales motivos, mí poderdante se presentó 
en apelación ante el Juez de la Sección de Buenos Aires, 
quien se ha pronunciado últimamente nefando acordarle 
este recurso y el de nulidad entablados conjuntamente. 

En esta virtud : 

A V. E. pido que, habiéndome por presentado en re- 
prese ntaciou de Don Exequiel C. Real de Aziia, en tiempo 
y forma se sirva, teniendo por deducido el recurso del 
artículo 2*29 de la Ley de Procedimientos contra la 
resolución dé) Juez de Sección de La Plata, que niega 
los recursos expresados y previos los trámites de ley. 
proveer la remisión de autos y revocación de la sentencia 
apelada. 

Otrosí digo; que en la necesidad de presentarme en 
el angustioso término que marca el artículo $31 de la 
Ley de Procedimientos y estando agregado el poder 
general que me confirió Don Exequiel líeal de Azua á 
los autos que éste sigue contra Don Carlos Casal, Juz- 
gado del doctor Fiza reo y secretaria Palacios, los que en 
este momento, por estado, no pueden obtener su 
desglose, solicito se libre otíem para que se expida tes- 
timonio. 

Otrosí más digo: que, á lus efectos del juicio» consti- 
tuyo domicilio en el estudio de mi letrado. Su i pac lia 
número 128. 

Es justicia, etc. 

Andre* Vgamza.— Manuel 
Josa Castilla. 
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Ejrrmo. Señor; 

Informando en el recurso de queja deducido ante 
V, E, por Don Exequiel Real de Azmu creo suficiente 
la siguiente relación de las constancias de autos: 

Don Laureano Bonoriuo se presentó al Juzgado de- 
mandando á Don Exequiel Keal de Axua para que se le 
condenara á pagar el servicio y amortización ai Banco 
Hipotecario de un crédito concedido sobre 44 chacras 
del Centro Agrícola « Gúndora » que había sido vendido 
por Bonoriuo ¡i Keal de Aziia con ese gravamen y cuya 
posesión le haMa entregado. 

Contestando Rea) de Azua la demanda sostiene que 
el servicio del crédito hipotecario que grava las chacras 
debe hacerlo Bonorino de su cuenta, y que sólo después 
de la escrituración definitiva será á su cargo el servicio 
y. amortización de ese crédito hipoí^rio. y á su vez 
contrademanda á Bonorino para que se le condene: 1° 
á escriturar dentro de 30 dias un documento que acom- 
pañaba; 2° á extender escritura de transferencia dentro 
del término que el Juzgado señale; y 3 n á renovar los 
pagarés al portador con que pagó :í Bonorino el precio 
de esas chacras. 

Llamados autos después de la contestación á la re- 
convención, se dictó sentencia definitiva, cuya parte dis- 
positiva dice así: 
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Por estas consideraciones fallo, mandando y decla- 
rando : 

1° Que Don Exequiel Real de Azua está obligado á 
pagar al Banco Hipotecario los intereses y amortizaciones 
que correspondan desde que se perfeccionó la compra 
con el pago del precio en pagarés que recibió el vende- 
dor y entrega de las chacras, ó sea, desde el fó de Abril 
de 1800. 

2 a Que dicho Real de Azua debe designar el escribano 
para que haga la escritura de promesa de venta dentro 
del término de cinco dias. 

3* Que los pagarás al portador que en pago del precio 
recibió Bou orino, en virtud de la prórroga en que ambos 
están conformes, con arreglo á los términos del recibo 
de toja 43, aunque están vencidos por la fecha de su 
otorgamiento, no serán ex i gi bles contra el firmante Keal 
«le Ar.ua, sino 30 dias después de vencido el término de 
anco dias que se lija para la designación del escri- 
bano. 

4 o Que Bonorino, conforme á la Ley de Centros Agrí- 
colas, no es t¡i obligado á escriturar definitivamente la 
venta de las chacras á Real da Azua hasta que no trans- 
curran los tres años que establece la ley y se cumpla 
por éste, como poseedor de las chacras, con los demás 
requisitos á este respecto, y 

ó° Que las costas del juicio deben ser y son a cargo 
de Real de Azua. 

Notifíquese con el original, regístrese y repónganse 
las tojas,— Mariano S. de Aurrecoechea. 

Apelada esa sentencia por la parte de Real de Azua 
fué declarado desierto el recurso por auto de esa Supre- 
ma Corte de fecha 17 de Marzo del corriente año. 
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Vuelto» tos autos á este Juzgado, la parte de Real 
de Azua presenta escrito manifestando que con motivo 
de haberse trabado embargo en el campo en cuestión 
por una deuda de contribución atrasada se hacía impo- 
sible la escrituración ordenada y pedia: 1° Se intimara 
á Bonorino solventara esa deuda dentro de un breve 
plazo ; 2* se declararan suspendidas todas las actuaciones 
del juicio hasta que se cumpliera esa obligación; y 3" 
que no corriera el plazo de designar el escribano y ser 
exigibles los pagarés hasta que el vendedor cumpliera 
con sus obligaciones. 

Por otro escrito hacia presente que había llegado á 
su conocimiento que Bonorino no era concesionario del 
Centro Agrícola ni propietario del campo que le había 
vendido, sino Don Eduardo Villate, y que habiendo sido 
sorprendido por la acción dolosa de Bonorino, la sen* 
ttiiicía dictada era insubsistente y pedía, en consecuencia 
la suspensión de la ejecución y efectos de esa sentencia 
para el esclarecimiento de esos hechos» 

Corrido traslado á Bonorino de esas peticiones, éste 
contestó que el campo era suyo aunque estaba á nombre 
de Villate, y para poder venderlo y escriturar tenía poder 
amplio de Villate, poder que presentó, y que en cuanto 
á la deuda de contribución directa, no era un obstáculo 
para que se hiciera la escritura ordenada, puesto que 
no se trata de transferencia de dominio sino simple- 
mente de una promesa de venta. 

Kstando ya para resolución el incidente. Real de Azua 
presentó el escrito que inserta en el presentado á V. E. 
y del cual se dió vista á Bonorino sin perjuicio del 
estado de la causa. Después de expedirse éste en esa 
vista, dictó el Juzgado la siguiente resolución: 
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Lst Plata, setiembre 13 de 1892. 

Y vistos: en el incidente promovido por la parte de 
Real de Azua pidiendo la suspensión de los efectos de 
la sentencia definitiva. 

Y considerando : 

1" Que el demandado funda su pretensión de que se 
suspenda la ejecución de la sentencia: I a en que Bono- 
riuo adeuda la contribución directa del campo en cues- 
tión y por cuya causa se ha trabado embargo en el 
mismo; '2° que dicho Bonorino no va á poder firmar la 
escritura pública de promesa de venta porque el terreno 
es de Don Eduardo Vi líate y no de éL 

2* Que la primera pretensión es á todos respectos 
inadmisible para impedir el cumplimiento de la senten- 
cia, pues por ella no se manda hacer escritura de trans- 
ferencia de dominio, en cuyo caso es indispensable abonar 
previamente la contribución directa que se adeuda, si no 
escritura de promesa de venta, para cuyo otorgamiento 
liada tiene que ver el que adeude ó no contribución 
directa. 

Ü° Que en cuanto á la segunda objeción, relativa ¡i 
que Bonorino no está habilitado para firmar Ja escritura 
de promesa de venta, porque al campo no es de e"U sino 
de Vi líate, ha quedado completamente eliminado con la 
presentación del poder amplio que corre á foja 114, otor- 
gado por dicho Vi líate á Bonorino, del que resulta que 
éste ha podido vender y que no hay obstáculo alguno 
para que tirrne Ea escritura con ese poder, esto sin to- 
mar en cuenta que Bonorino sea ó no el dueño, 

4 o Que cu cuanto á la objeción que se hace en el escri- 
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to de foja 118 respecto á que Honor ino está inhibido, 
nada importa ai cuso, desde que la escritura se va á 
firmar por Honorina como apoderado de Vi líate, y de 
éste no se dice que esté inhibido. 

Por estas consideraciones, y no estando en las faculta- 
des del Juzgado, en ningún caso, suspender los términos 
fijados en la sentencia, puesto que carece de autoridad 
para modificarla ni alterarla en io mínimo, resuelvo man- 
dando se lleve adelante el cumplimiento de la sentencia 
de foja «¡í en todas sus partes. Repónganse los sellos 
y notifiquese con el original. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 

La parte de Real de Anua dedujo contra esa resolución 
los recursos de nulidad y apelación; los que no le fue- 
ron admitidos por el auto siguiente: 

Ut l'lata. Setiembre 27 tle 1892. 

No procediendo los recursos deducidos, según lo esta- 
blecido en los artículos 234 y 320 de la Ley de Procedi- 
mientos y resolución de la Suprema Corte que se registra 
en la página 22í>, tomo 3°. serie 2 a de sus fallas, no ha 
lugar. 

Aurreroechea. 

Con la relación que precede creo dejar cumplido el 
mandato da V. K. sin necesidad de entrar en ningún 
género de consideraciones. 

Dios guarde a V. E. 

Mariano 5. de Awrecoeckea, 



T. kx 
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Fallo il« In Suprema Ctirlo 

inicuos Aires, Noviembre 80 tlü IW2. 

Vistos en el acuerdo: teniendo en consideración que 
los recursos de nulidad y apelación interpuestos por la 
parte de Real de Azua se refieren al auto en que se lia 
mandado el cumplimiento de sentencia pasada en auto- 
ridad de cosa juzgada, se declaran bien denegados los 
mencionados recursos: y previa reposición de sellos remí- 
tanse estas actuaciones al Mé& de Sección para que 
los mande agregar á sus antecedentes. 

Benjamín I'az. — Luis V. V abela, 

— AliEL BAZAN . — OtTA VH > 
BUNUE. It'AN K. ToilHENT. 
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c \i:ma t rrwxiv 



Don t'edroJ. Astorga contra f)on Jesús Tenreiro, por cobro 
de pesan; sobre competencia. 



Sumario. — No puede ponerse en duda la nacionalidad 
argentina de la parte comprobada por información, de 
testigos, por la partida de l)auttsmo t y aceptada por la 
contraparte en la escritura de obligación, que motiva el 
pleito. 



Cíijí).— Dop Pedro José Astorga en un documento pú- 
blico otorgado en San Juan, en el cual se establece que 
Don Jesús Tenreiro, español, se obliga a pagar á Don 
Pedro J. Astorga, argentino» la suma de 2G.000 pesos é in- 
tereses, entabló juicio ejecutivo ante el Juez Federal de 
San Juan contra Don Jesús Tenreiro por cabro de dicha 
suma. 

El Juez mandó acreditar el fuero federal y dos testi- 
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gos declararon que sabían por voz pública que el señor 
Astorgaera argentino y les constaba que el señor Tenrei- 
ro era español. 

El Juez 'lió por acreditado el Tuero federal, y ordenó el 
pago dentro del tercer día. 

Temeiro se presentó alegando incompetencia de la jus- 
ticia federal en razón de ser chileno el señor Astorya y 
él español. 

Conferido traslado, Ast'rga sostuvo que era argentino. 
Invocó las enunciaciones de la escritura pública que fun- 
daba la ejecución, las declaraciones de los testigos de 
la información, y la partida de bautismo, cuya copia pi- 
dió se agregara. 

Se agregó esta copia, resultando que Pedro José" Astor- 
ga, hijo de Don José Manuel Astorgay de Doña Antonia 
Vítlela, fué bautizado en la iglesia de la Merced en San 
Juan, el 10 de Octubre de 1828. 



Fallo del rfaea Federal 



San .lima. Marzo 18 du 

Vistos y considerando : Que según el artículo 77. Ley 
de Procedimientos Nacionales, en las excepciones dila- 
torias como en el presente caso, el artículo se recibirá 
á prueba si el Juez lo estimare necesario. 2 o . Que en el 
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caso sub Judice la excepción de prueba es innecesaria 
porque Don Pedro José Astorga, con la información suma- 
ria de fojas 4 y 5 y la partida de bautismo que, en copia 
autorizada, corre á foja 1G T como también que su calidad 
de argentino está afirmada y consentida por el deman- 
dado, sefior Tenreiro, en la escritura de obligación de 
foja 1, base de este juicio, ha acreditado satisfactoria- 
mente que Don Pedro José Astorga es argentino, y ha- 
biendo confesado el demandado sor de nacionalidad es- 
pañola es el caso del inciso 2 o , artículo 2 o , Ley sobre 
jurisdicción y competencia délos Tribunales Naciona- 
les, Por estas consideraciones, fallo: no haciendo lugar á 
la excepción deducida, con costas, y ordenando se cum- 
pla el auto fecha 22 de Enero dei corriente año. á foja 5. 
Hágase saber con el original y repónganse los sellos. 

L. Eckcgaray. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte: 

La incompetencia de jurisdicción stí ha deducido con 
motivo del auto de sol vendo; solicitindose por el ejecu- 
tado la recepción á prueba sobre la nacionalidad del eje- 
cutante. 

La nacionalidad del ejecutante está vastamente demos- 
trada á los efectos de la jurisdicción nacional» por la 
información de testigos, por la declaración de V. E. en 
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causa seguida ante las mismas persona», por el docu- 
mento de obligación que contiene «1 reconocimiento de 
la nacionalidad, hecho por el mismo otorgante y también 
por el testimonio de la partida de bautismo agregada á 
foja 10; que tiene la fuerza probatoria de un documento 
auténtico. 

Ante tales lieehos el Juez lia podido legalmente apar- 
tarse fie la recepción á prueba que es potestativa, se-mn 
el artículo 77 de la Ley de Procedimientos en lo nacio- 
nal* y que, por otra parte, se reliere ai juicio ordinario 
y no al ejecutivo, sujeto ;i los pnn-e.liniicutns estrictos del 
titulo ^."j de la citada Ley. 

V. E. se ha ile servir continuar el ant«j recurrido de 

foja Jí-i. 

Unenos Aires Mayo -I de 

Sabiniano Kter. 




tu lio ilv la Suprema Curte 



¡tuenos Aire.-, Noviembre sn < I *■ IHflü. 



Vistos: Con el mérito de la información producida ¡i 
fojas 4 y ó, el de la partida de bautismo de foja lo", y 
considerando* además* que la nacionalidad argentina del 
demandante se halla alirmada y aceptada por el deman- 
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dado en la escritura misma de obligación que sirve de 
base á este juicio: por estos fundamentos y de confor- 
midad á lo expuesto y pedido por el señor Procurador 
General, cu su vista de foja í2H vuelta se confirma, con cos- 
tas, el auto apelado de foja 17 vuelta; y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

Bkxjamin Paz.— Lns V. Várela. 
— Aukl Bazas. — Octavio 
Bunoe. — Juan E. Torrent, 



IAÍS.1 ITIAXXV 



Don Andrea Ansaído contra la sociedad « Hato- Argentina » 
por abandono y cobro de pesos]; sobre adheñon al re- 
curso de apelación. 



Sumaria. — Declarado desierto el recurso de apela- 
ción, no es admisible la adhesión á él del apelado. 
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Pullo de la Naprvma Corte 



Buenos Aires. Noviembre: 20 tlu 1892. 

Por lo que resulta del precedente certificado, atenta la 
rebeldía acusada, y en mérito de lo dispuesto por el artícu- 
lo 217 de la Ley nacional de Procedimientos, declárase 
desierto el recurso de apelación interpuesto por parte de 
la Compañía Italo- Argén tina. 

Y no pudiendo el apelado adherirse ¡i un recurso que 
corresponde declararse desierto en virtud de su propia 
acusación de rebeldía, devuélvanse los autos al Juzgado 
de su procedencia, previa reposición de sellos* 

Benjamín* Paz.— Lujs V. Várela. 
— Auel Bazan, — Octavio 
Bünqe. — Juan E. Torhent. 
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CAUSA CCLXXXVI 



Wiengreen y Compañía contra Don Hedor de EUa t por 
cobro de pesos ; sobre nulidad de notificación. 



Sumario.— I* Es nula la notilicacion de la demanda 
que no se haga en la forma prescripta por el artículo 66 
de la Ley de Procedí mié tilos, cuando no se niega que 
el demandado se encontraba ausente del lugar del juicio. 

& La prórroga del término que el juez conceda para 
contestar la demanda, no subsana la nulidad á la notifi- 
cación. 



Caso. — Don Roque Pecori por los señores Wiengr,een 
y Compañía demandó ante el Juzgado de Sección de la 
capital, por cobro de G500 pesos procedentes de venta de 
máquinas contra Don Héctor de Elía, que denunciaba 
como domiciliado en la calle San Martin 132. 
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Acreditado el fuero federal por la distinta nacionali- 
dad de las partes, se confirió traslado de la demanda. 

El traslado fué notificado por cédula que futí recibida 
por Don Genaro de Elía. informándose al secretario que 
Don Héctor de Elfa no estaba. 

El misino dia ( 4 de Marzo de 1802 > Don Genaro de 
Elía se presentó al Juzgado diciendo que» á ¡tesar de 
haber manifestada que su hermano Don Héctor estaba 
ausente en Entre Ríos, le habían dejado la cédula de la 
notificación^ y que lo que correspondía era citarlo por 
exhorto. 

Conferido vista, y npuéstose el ador al pedido ante- 
rior, el Juez dictó el siguiente auto: 



imein» Aires, Mar/.-i m «lo i site. 



Estando notificado el demandauo en su domicilio, cuino 
resulta de la misma afirmación de su hermano Dun 
Genaro de Elía. corran los autos según su es t ¡id o, noti- 
ficándose a este último este auto. 

Ugarriza. 



Este mito fué notificado á Don Héctor de EHa en 21 
de Marzo. 

El mismo dia se presentó éste diciendo que recién 
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en esa fecha su había notificado tic la demanda y había 
recibido las copias, y que no podía con sentir el Mío 
anterior, por haber pasudo ya el termino dentro del 
cual debería haberse contestado la demanda. 

Que en la lecha de la notificación del 4 de Marzo 
estala ausente con sn familia, y que la notificación se 
había hecho, además, en el escritorio, y no en su domi- 
cilio, que era Calle. Corrientes ló'20. 

Que la notificación debió hacérsele por medio de 
exhorto eu el lu^ar donde residía, según el articulo üfi, 
Ley de Procedimientos, y la hecha era nula se^un el 
articulo 71. 

J J idíó se revocara el auto, d cela rá mióse que el término 
pura contestar la demanda corría desde la fecha que 
había sido notilicadoen forma, é interpuso in mbsidium 
los recursos de apelar ion y mili dad. 

Conferido traslado, y suspendido el término. la parte 
de Wicn^reen sostuvo que la notificación fué hecha 
legalmente, y que el auto reclamado no le causaba per- 
juicio, porque no tu había acusado rebeldía, y podía 
todavía contestar la demanda. 



- j 
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Fililí» «leí tluex I Vil^r^l 



Huenos A i rus, Aliril 1" «I ti («fcí, 



Y vistos: por las consideraciones aducidas en el p re- 
salí te escrito no ha lugar A la revocatoria solicitada por 
el demandado señor deElia; pero no obstante por 04UÍ- 
dad y con denegación de otr<> término, se le concede el 
de nueve dias para contestar el traslado de la demanda? 
debiendo contarse desde la notificación de este auto. 

Andrés Ug(iirizti t 



Notificado el í¡ de Abril. Elía se presentó el 7, diciendo 
que el Juez no había proveído sobre los recursos de 
nulidad y apelación interpuestos in suhsitiium. 

Y ¡lidió aclaración sobre si se le habían ó no denegado 
para ocurrir en queja en caso de denegación. 

ti izo presente que no podía conformarse con el auto 
anterior, porque le impedía, por el transcurso del tér- 
mino ya pasado, oponer excepciones dilatorias. 
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Concedidos tos recursos se dictó el 



Fallo de la Suprema Corle 



BUCIiM Aires, Noviembre de ItíftS, 

Vistos: 

En cuanto al recurso de nulidad deducido conjunta- 
mente con el de apelación, y considerando : 

Que la notificación del traslado de la demanda de 
fojas 2<i ha sido hecha en un domicilio cuya situación 
uo se determina en la diligencia de fojas 33 vuelta, en 
4 de Marzo del corriente año, ú Don Genaro de Elía, 
hermano del demandado. 

Que éste se presentó al Juagado en la misma fecha, 
denunciando el hecho de que su hermano se encontraba 
ausente, indicando su residencia en la provincia de Entre 
Rios, circunstancia no contradicha ñor el actor, en en yo 
caso la notificación ha deludo hacerse en la forma pros- 
cripta por el articulo Gb' de la Ley de Procedimientos. 
Que aun cuando, por el auto de fojas 4t¡ vuelta, el Juez 
prorrogó al demandado el término para contestar la de- 
manda por un tiempo igual a aquel que la ley concede 
á ese efecto, esto no suhsana la nulidad de la notifica- 
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cion por cuanto el demandado no podría oponer excep- 
ciones dilatorias si se mantuviese el auto impugnado. 
Por estos fundamentos: se revoca el auto apelado de 
fojas cuarenta y seis vuelta y se declara nulo todo lo 
actuado con posterioridad al decreto del traslado de la 
demanda, a cuyo estado se repone la causa. Repónganse 
los sellos y devuélvanse. 

Benjamín Paz.— Lns V. Va hela, 
— Ai a. i. Bazan. — Oí ta vio 

BUNUK. — Jl'AN K. TultRENT. 
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/jo ti \Mvjuet V. 'Inmota contra A. borato hermano* t por 
nulidad (te ana escritura; sobre remisión de autos ai 
,/nez del Concurso . 



Srtmnrio. — Xit juieile ser remitida ni Juez del Cunan- 
so U causa fallada ftpr un Juez Federal. <pe se encuen- 
tra anle la Suprema Corte por recurso de apelación. 



Pullo iU' I» Supri-iu» Corte 



Buenos! Aires Diciembre [" de late 



Vistos: considerando que pronunciada sentencia en 
estos autos jjor el Juez Federal, y apelado su fallo, no Jiay 
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tribunal alguno, fuera de esta Suprema Corte, que pueda 
conocer de ese recurso. 

Que remitida la causa, en su estado actual, al Juez 
requirente, no produciría efecto jurídico alguno, por 
cuanto ella no podría ser continuada ante los Tribuna- 
les de Provincia, ni tampoco tomarse en consideración 
en el concurso, por cuanto no hay a su respecto senten- 
cia pasada en autoridad de cosa juzgada, 

Por estos fundamentos, y los de la vista del señor 
Procurador General, no ha lugar á la remisión solicitada 
y oficíese en contestación al Juez requirente, reponién- 
dose el papel. 

Benjamín Paz. — Luis V. Várela. — 
Él Abel Bazan.— Octavio Bunoe.— 

Juan E. Torkent. 
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Contra Don Julio V. Ütaz, por delito de falsedad; aobre ez> 
carcelacion. 



Sumario. — El acusado por delito iK* falsedad cometido 
en mensura y otros documentos presentados a) Gobierno 
Nacional, no puede pedir excarcelación bajo liausa. 



Caso. — Lo indica la siguiente 



I'KTIUOS 

Se/)or Juez de Serrion : 

Julio V. Díaz, il tí le u i do «m el Departamento de Poli- 
cía por orden de V. S., y procesado por supuesta falsedad 
de mensura, como mejor proceda á V, S. digo: 

lo 
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Que sin reconocer causa legal para mi detención, soli- 
cito de V. S. se sirva decretar mí libertad provisoria 
bajo lianza, amparado en la disposición del articulo 376 
del Código de Procedimientos en lo criminal para la Justi- 
cia Federal, en virtud de concurrir en este caso las condi- 
ciones requeridas por el artículo citado y de no estar 
comprendido en los casos previstos por el artículo 377. 

En efecto, de las publicaciones hechas por una hoja 
periódica* cuya abundancia de información parece de- 
mostrar que se ha quebrantado en su favor el secreto 
del sumario incoado, y del sentido de las preguntas <[iie se 
me dirigió al prestar la declaración indagatoria, induzco 
que se me imputa haber perpetrado falsedad en una 
mensura practicada en los territorios nacionales del Sur. 

El delito imputado es, pues, el de falsedad de un do- 
cumento privado cometido por un particular en la Ion na 
prevista por el artículo 280, inciso 3% cláusula 3 a , ilel Código 
Penal, pues parece que se menciona el cargo de haber pre- 
sentado los planos de una mensura que se diee no he prac- 
ticado. La pena que le correspondería á ese delito sería la 
que establece el articulo '281, inciso 3° del Código Penal, ó 
el artículo *2!)3, es decir, de arresto de un mes á un ano. 

Como el máximum de pena aplicable al hecho supuesto 
que motiva mi prisión, no excede de dos años ui de uno 
siquiera, es evidente la procedencia de la excarcelación. 

Sírvase V. S. asi declararlo á la brevedad posible y 
admitir la lianza personal que ofrezco del señor teniente 
-enera! Don Juan A. Gelly y Ubes, domiciliado en la 
calle Montevideo número 2£fc quien en prueba de su ga- 
rantía suscribe también el presente escrito. Será justicia. 



Julio V, Díaz, — M . G. Méndez. 
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VISTA FISCAL 

Señor Juez í 

Este sumario se ha formado por el hecho de haber 
cobrado el agrimensor Día/, ú la Nación, en mérito de 
documentos falsos, sumas de dinero tjnae legítimamente 
no se le adeudaban porgue representaban trabajos que 
no se han ejecutado. lo que constituye una estafa, á laque, 
por su importancia, corresponde una pena mayor «le Ja 
ojie autoriza la fianza- y en el supuesto que hubiere 
que considerar tan sólo el hecho q$e sirve de base al 
pedido de excarcelación, esto es. la tal sedad misma del 
l flan o y diligencia de mensura tírese utada ¡por el agri- 
mensor Díaz al Departamento de Obras Públicas, soy 
tnmbien de opinión que no procede la excarcelación. 

Al clasificar el delito de falsedad é imponer las penas 
coi-respondientes, el Código no habla de instrumentos 
simi dedocuinentos, términos entre los cuales hay que se- 
ñalar la diferencia que existe entre el género y la es- 
pecie. 

Documento es todo escrito donde cunstn un hecho. Ins- 
trumento es tan sólo el documento levantado ad fyúé con 
el objeto exprese de hacer constar un acto jurídico. 

En esta virtud, la diligencia dé mensura presentada por 
Díaz es un documento de carácter público, porque ema- 
na de persona que ha recibido comisión accidental del 
Estado; porque refiérela manera cómo esa comisión ha 
sido cumplida: ha sido presentada á las oficinas públi- 
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cas y debe servir de base á actos públicos de gobierno, 
como son; la venta ó arrendamiento délas tierras de la 
Nación. 

Y desde que la diligencia de mensura es un docu- 
mento público, su falsedad está castigada con una pena 
que no cabe dentro de los limites señalados por el ar- 
tículo 37*¡ del Código de Procedimientos. 

Dígnese dar por evacuada la vista. 

J. M, ilustilto. 



i del Jti** Federal 



Ktieiios Aires tk-tuhiv í4 de \ti&L 

Considerando: que ya se estime el hedía que ha moti- 
vado la prisión del procesado como una estafa hecha al 
gobierno por medio de una diligencia de mensura falsa, 
ó ya como falsedad cometida en documento público, 
tanto en uno como en otro caso eí máximum de pena que 
le correspondería, según los artículos 202 y 281 del Código 
Penal, excedería de dos años de prisión, — resuelvo, de 
acuerdo con lo expuesto y pedido por el Procurador Fis- 
cal, no hacer lugar á la excarcelación provisoria soli- 
citada. 

j. v, Lalanne. 



■ 
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VISTA DEL SEÑOB PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte : 

El agrimensor Don Julio V. Díaz obtuvo en licitación 
pública ordenaría por el Gobierno de la Nación la mensu- 
ra, subdivisión y amojonamiento de óOO leguas de terreno 
en la Tierra del Fuego, según decreto superior corriente 
r foja 21 en el expediente de mensura. 

Con sujeción á ese decreto se otorgó la escritura del 
contrato en 10 de Diciembre de 1890, y para su ejecución 
se dieron al agrimensorias instrucciones que se consig- 
nan á foja 20. SÍ con prescindencia de las obligaciones 
constituidas por el agrimensor se hubiera violado la fe 
del convenio presentando una mensura fraguada sin de- 
terminación real del perímetro requerido, sin designación 
verdadera de mu vias y accidentes naturales, sin subdi- 
visión precisa, ni amojonamiento, es indudable que tales 
hechos porque se procesa al inculpado, a ser ciertos cons- 
tituirían el delito de falsedad cometido en un instrumento 
público. 

Porque si bien el agrimensor no es un empleado per- 
manente del Poder Ejecutivo, lo es actualmente en cuanto 
ejerce un cargo jurisdiccional emanado de autorización 
especial gubernativa. 

Sus actos no tienen carácter privado, se ejecutan por 
urden de autoridad -publica y están destinados ¡i satisfacer 
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exigencias de urden público: si una mensura en condicio- 
nes da ia que motiva este proceso puede considerarse 
como instrumento de carácter privado antes de presentarse 
á la autoridad, ella reviste el carácter de instrumento pú- 
blico cuando ha sido elevada á esa autoridad, como la 
expresión urálica áé\ d^rfipeño definitivo de una comi- 
lón conferida por la autoridad pública del Poder Ejecu- 
tivo de la Nación. Si la falsedad se comprueba oportu- 
namente en tal instrumento, cae bajo la penalidad esta- 
blecida en el artículo 282 del Código Penal. 

Por ello pido á V. E. la confirmación del auto recu- 
rrido de foja 4. 

Noviembre u de t8ft*. 

Sabiniano Kier. 



Pallo dv la Sapreaia Corle 



líueno;* Aire*. Diciembre I» de 1892. 
Vistos y considerando : 

1" Que el hecho por el cual se procesa al recurrente Don 
Julio Y. Díaz, es el de haber presentado al Gobierno de 
la Nación diligencias de mensura y otros documentos en 
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que, según la acusación del Ministerio Fiscal, ha cometido 
el delito de falsedad. 

2* Que el sumario formado al recurrente, y que esta 
Suprema Corte tiene a la vista, basta á motivar la prisión 
preventiva ordenada contra él. 

3* Que con tal motivo, cualquiera que fuese la ley apli- 
cable al caso sub judice, ya fuese la de 14 de Setiembre de 
1868, ó ya fuese el Código Penal, el máximum de la pena 
posible de ser impuesta excedería la de dos años de prisión; 
por lo que es evidente que no procede la libertad bajo de 
fianza, que se ha solicitado por el recurrente, siendo como 
es mayor la pena que dichas leyes establecen a la que 
como máximum fija el artículo 37(¡ del Código de Proce- 
dimientos en lo criminal, para decretar la libertad provi- 
soria del encausado. 

Por estas consideraciones, y sin entrar á resolver, por no 
considerarlo necesario, si procede también el rechazo de la 
excarcelación solicitada, en virtud del delito de estafa de 
que igualmente se hace mérito en la sentencia apelada de 
foja 4, se confirma dicha sentencia, con costas, y devuél- 
vanse. 

Benjamín Paz.— Luis V. Várela . 
— Abel Bazan.— Octavio Bunge. 
—Juan E. Torrent. 
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CAUSA CCL.XXXIX 



Imi Isidoro Sarazitu contra (a Empresa det Ferrorarrit 
Central Sor te, por entrega de mercader tas; sobre compe- 
tencia y nulidad. 



Sumario.— Es nulo lo actuado en causas que no corres- 
ponden á la justicia federal por rason do materia, cuando 
no se acredita que le corresponden por razón de las per- 
sonas. 



Fallo de i» Suprvmm Corle 



Ihienoü Aires, Diciembre 3 «le («92. 

Vistos en el acuerdo: No habiendo cumplido el de- 
mandante con el deber de acreditar que el presente caso 



DB JUSTICIA NACIONAL 



153 



corresponde al conocimiento de la justicia federal por 
razón de las personas, según lo dispuesto en auto de foja 
r>U y no correspondiendo por razón de la materia, según 
Ló tiene declarado esta Suprema Corte en casos análogos. 

Por esto, y á mérito de lo solicitado por el demandado 
á foja GO. se declara que esta causa no corresponde al co- 
nocimiento de la justicia federal, y sin efecto lo actuado 
en t ila. Repónganse los sellos y devuélvanse. 

Benjamín Paz.— Luis V. Vakela. 

— AltEL BAZAN.— Jl AN K. TORKEKT, 
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OAUHA CI'XC 



Gtmlberto V. Ruiz contra ta Empresa det Tranway 
Anglo- Argentino; sobre indemnización de daños y per- 
juicios. 



Sumario. — Constando el liectio generador de daños y 
perjuicios* y no habiéndose probado el quantum de éstos* 
ni existiendo en autos elementos bastantes para estimar- 
los* procede apreciarlos por el juramento del actor dentro 
de la suma fijada por el Tribunal. 



Cuso.— En 23 de Abril de 1890* Don Lorenzo A. Muzzio. 
en representación del señor Gualberto V. Ruiz, se pre- 
sentó ante el Juzgado Federal, exponiendo : 

Que el día diez de ese mismo mes, á las once de la 



DE JUSTICIA NACIONAL 



1 55 



mañana, su representado, vecino de la Provincia de Bue- 
nos Aires, subió al tranway de la calle de Corrientes, á 
la altura de Cerrito, siguiendo el coche una marcha re- 
gular, y tocando la rorneta antes de llegar ú Libertad, en 
cuya calle venia en dirección á lleco leta otro tranway de 
la Empresa Anglo-Argentino con una velocidad tal que 
chocó con el en que iba su poderdante, al cruzar la calle 
de Corrientes. Que el cochero huyó, abandonando el 
tranway. 

Que en el choque liuiz recibió una gran contusión en 
la pierna derecha, que supone fué con el herró donde se 
sujeta el balancín, siendo atendido y recibiendo la prime 
ra cura en la botica sita en la misma esquina, intervi- 
niendo en el suceso la comisaría f>\ donde deben existir 
los antecedentes. 

Que Kuiz desde ese dia se encontraba imposibilitado de 
moverse, y, por consiguiente, de atender sus obligaciones. 

Que este choque fué originado por culpa del cochero 
de la Empresa del Anglo-Argentino violando el reglamen- 
to de tranways en cuanto á la velocidad que los coches 
deben llevar al llegar á las bocacalles y al uso de la 
corneta. 

Que, según lo prescribe el articulo 1109 del Código 
Civil, todo el que ejecuta un Hecho, que por su culpa ó 
negligencia ocasiona un daño á otro, está obligado d la 
reparación del perjuicio, y según el 1113 del mismo Códi- 
go, la obligación del que ha causado un daño se extiende 
á los daños que causaren los que están bajo su dependen- 
cia, ó por las cosas de que se sirven ó que tienen a su 
cuidado, lo que importa la obligación en que está la Em- 
presa del tranway Anglo-Argentino de satisfacer á su re- 
presentado los grandes perjuicios que le lian sidoocasio- 
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nados y que estima en la suma de cinco mil pesos mone- 
da nacional, comprendiendo gastos de asistencia médica, 
botica y particularmente la inmovilidad en que se encon- 
traba, que le obligaba a desatender su empleo y otras 
ocupaciones. 

Que en mérito de lo expuesto demandaba á la Empresa 
del Tranway A nglo- Argentino para que fuese condenada al 
pago déla suma expresada y ai de las costas del juicio. 

La competencia del Juzgado se acreditó por la diversa 
vecindad de las partes. 

Conferido traslado de la demanda, Don Jos«í A. Frías, 
por la Empresa del Tranway, la contestó pidiendo su recha- 
zo con costas. 

Dijo: 

Que era exacto que en el accidente del lü de Abril, el 
demandante sufrió una desgracia, pero noque ella sea de 
la gravedad ni de las consecuencias que él le atribuye para 
solicitar de la Empresa una indemnización tan elevada 
como la que pide. 

Une el accidente, por otra parte, no ha sido originado por 
negligencia ó culpa de los empleados del Tranway Anglo- 
Argentino, pues la persona que manejaba el coche tocó 
la corneta al querer pasar, a! paso natural de los caballos 
como está mandado, la bocacalle Libertad y Corrientes, 
donde tuvo lugar. 

Que aun suponiendo que la Compañía del Tranway Anglo- 
Argentino hubiese sido la causa eficiente de ese hecho, 
no podría pesar sobre «lia la responsabilidad desde que 
la desgracia ocurrida al señor Huiz no hubiera tenido lugar 
si éste no marchara en el Tranway Ciudad de Buenos Aires 
parado en el estribo, como marchó, única manera que se 
explica que el Jierro en que está colocado el balancín le 
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haya producido una contusión, como se reconoce en el es- 
crito de demanda. Que por las ordenanzas municipales, y 
aunque no lo fuera por ellas, el buen sentido lo indica, no 
se puede viajar en los tranways parado en el estribo, como 
ha sucedido en el caso presente, en que el demandante iba 
en un coche abierto, de modo que el hecho ocurrido debe 
imputársele á él mismo por su imprudencia y contraven- 
ción á disposiciones en vigencia. 

Que el demandante no tiene entonces por el artículo lili 
del Código Civil acción para promover el presente juicio, 
dado el caso que nadie pueda fundar un derecho en una 
omisión, imprudencia, ó contravención de la ley. 

Que las disposiciones del Código Civil citadas por el 
actor son completamente impertinentes al caso xtthj udtre. 
y que la que debe aplicársele es la del referido artículo 
1111. 

Que en la hipótesis de que la responsabilidad pesara 
sobre la Km presa, la indemnización pedida nunca podría 
llegar á la elevada suma que se reclama, pues la contu- 
sión sufrida por el señor Huí/ no fué de la gravedad ni 
de las consecuencias que en la demanda se atribuyen. 



l atió £p#* Fe«l*ml 



Buenos Air ej*. liicieiuHre 5 tlti 1*01. 

Y vistos: estos autos iniciados por L>on Lorenzo Ai 
Muzzio, en representación de Don Liualberto V. Ruiz 
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contra la Empresa del Tranway Anglo-Argentino sobre 
indemnización de daños y perjuicios, de los cuales 
resulta: 

Que la demandase funda en que el dia diez de Abril 
del año próximo pasado, el demandante subió al tranway 
de la calle de Corrientes á la altura de Cerríto siguiendo 
el coche una marcha regular y tocando Ja corneta antes 
de llegar á Libertad, por la cual venia en dilección íi Recu- 
lóla otro coche de tranway déla Empresa Anglo-Argen- 
tina con una velocidad tal une chocó con el otro al 
cruzar la de Corrientes, huyendo el cochero, 

Que en este coche el actor sufrió una gran contusión, 
y como él fué originado por culpa del cochero, que 
violando el reglamento de trauways en cuanto á la velo- 
cidad que Jos coches deben llevar y al uso de la corneta, 
la Empresa estaba obligada á la reparación del perjuicio 
con am-íí' á los artículos ¿009y 1113 del Código Civil, 
pur cuya razón entabla la presente Mioii contra ella 
estimando en .jÜUO nacionales los perjuicios. 

Que Ja Empresa, contestando el traslado qp se le 
malino de Ja demanda, solicita que ésta sea rechazada 
con costas, fundada en que si bien es cierto que en el 
invidente ocurrido id demandante sufrió una desgracia, 
ella no era de La gravedad ni de las consecuencias que 
ella Je atribuye, para solicitar una indemnización tan 
■ levada, y que tampoco ha sido culpa de los empleados 
del tranwav. pues el cochero había locado la corneta y 
había pasado al trote natura] de los caballos, siendo la 
culpa del stñor Ituiz que viajaba en el estribo del cuele-, 
y es por esto aplicable al caso el artículo lili del Có- 
digo cu vez de los que invoca el actor, que no lo son. 

Que en Bits estado se recibió la causa á prueba por 
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el auto de foja 12 vuelta, habiéndose producido por el 
demandante la que expresa el certificado del actuario 

foja 38. 

Y considerando: 

I a Que se-mi el testimonio de los testigos Jacinto F. 
Espinosa, foja ;JU, y José Rodríguez, foja 31, está jus- 
tiíicado el fundamento de la demanda, ú saber: Que el 
cochero del Anglo-Argentino marchaba con velocidad y 
q tie no tocó la corneta, siendo por esta razón que se pro- 
dujo el accidente, 

3° tjue el hecho alegado por la defensa de haber sido 
por culpa del mismo actor el suceso yendo parado en 
el estribo del coche* á más de no haberse producido 
prueba alguna por la Km presa, á quien le incumbe ha- 
cerla, está contradicha por los testigos citados que de- 
claran que Unix i lia á tomar un asiento de adelante 
cnamlo tuvo lugar el choque, el Cual no se hubiera 
pro'lucido indudablemente si el otro coche hubiera ve- 
nid" con la marcha regular y el toque de corneta que 
marca el reglamento. 

:!*■ Que dados estos antecedentes la Compañía del 
Tranway es responsable de este accidente y debe reparar 
los perjuicios sufridos según el artículo 1109 del Código 
Civil. 

4° Qiiie respecto al monto de bis perjuicios nu se ha 
producido por el actor prueba alguna, figurando sola- 
mente á foja 15 el certificado del doctor Ramírez, del 
que resulta que lio i/ tuvo más de un mes de cama. 

Por estos fundamentos y üe acuerdo á las disposicio- 
nes citadas, fallo: declarando que Don Gualberto V. Ru¡2 
ha probado la acción entablada contra la L ni presa de 
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Tranway Anglo-Argentino y que, en consecuencia, está 
obligada ;i indemnizarle los perjuicios, los cuales esti- 
ma el Juzgado en 20ÚU pesos moneda nacional y á cuyo 
pago y al de las costas del juicio se condena ¡i la Com- 
pañía. 

Hágase saber, uotifiquese original y repónganse los 
sellos. 

Añares Ügarma. 



La Empresa del Tranway ajieló y el recurso le Filó 
concedido libfeiuehte. 

Elevados los autos y expresando agravios ante la Su- 
prema Corte el procurador Don Adolfo lírau, por la Km- 
presa, p\álú la revocatoria con costas de la sentencia. 

Dijo: 

tjue el hecho ó base de esta cuestión es la hernia 
del capitán Kuiz. y la consecuencia de esa herida el 
resarcimiento de dafnia y perjuicios. 

Que supino 1 que la culpa del choque de ambos coches 
corresponde á la Km presa, que acepta que la contusión 
se produjo, no aceptando la responsabilidad de daños y 
perjuicios en razón de que la contusión se produjo por 
culpa del capitán líuiz, desde que, faltando á las orde- 
nanzas videntes, viajaba parado en el estribo del coche 
abierto. 

(Jue esta culpabilidad im ha tenido necesidad de pm 
baila pur cuanto la del contraria la demuestra. 

Une el demandante en su demanda contiesa que el 
accidente en la pierna tuvo lugar á consecuencia del 
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choque contra ella del fierro del balancín del coche de 
la Empresa del Aliólo- Asentí no. 

Que esta sola afirmación basta para comprobar que 
Ruiz se encontraba en el estribo del coche abierto, 
faltando asía las ordenanzas municipales, y probaría, 
en consecuencia, que lia habido por su parte culpa, y 
grave. 

<¿ne es imposible suponer que el balancín de freno 
pueda chocar contra la pierna de un [tasajero que si- 
encuentra sen Lado, y aún en la plataforma, porque las 
culmunas de madera del cocho ó de hierro de la plata- 
forma hacen materialmente imposible semejante acci- 
dente. 

Que á más de esta prueba, que es ilevaiitable, el misino 
contrario se ha encargado de . -improbar aún más su 
culpa. 

Qm- en el i uto [rogatorio el capitán Ituiz afirma que 
encontrándose en la plataforma trasera se dirigía á tomar 
asiento, mientras el testigo Eü : .uosa, que dice que lo 
acompañaba, afirma que no han estado en la plataforma 
sino qii9 subieron al estribo ni la mitad de los asien- 
tos, lo quti contradice Rodríguez, quien habla de plata- 
forma. 

Que de esta prueba lo que resulta evidente es que el 
capitán líuiz se encontraba él el estribo cuando tuvo 
lu^ar el choque, ya porque iba en él, ya porque buscara 
asiento. 

Que la sentencia apelada da por comprobado que por 
parte de Kuiz no hay responsabilidad alguna ¡í virtud 
de las declaraciones citadas, sin fijarse que ellas son 
contradictorias y que una de ellas es contraproducente, 
i. «¡ 1 1 
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Que aun suponiendo que se aceptara la no culpabili- 
dad de Ruiz, no sería legal la sentencia de primara ins- 
tancia porque no basta que el hecho se baya producido 
por culpa de otro» j-ues es necesario, además, que haya 
habido perjuicios y que éstos hayan sido comprobados. 

Que los perjuicios en este caso serían los honorarios 
del me" d ico, los gastos de botica y lo abonado á un 
cuidador ó enfermero. 

Que fuera de esto Ruiz no podría pretender nada 
más, desde que es militar en ejercicio y desde que por 
estar enfermo no se le ha suspendido el sueldo. 

Que no habiendo el actor justificado ni el monto de 
los honorarios médicos, ni los gastos hechos á conse- 
cuencia de su enfermedad, la sentencia recurrida es 
arbitraría, por cuanto no ha tenido base para estimar 
los llanos. 

Conferido lias lado de la expresión de agravios, {Jim 
Lorenzo A. Muzzio, por el capitán Uuiz. lo con tes ti» pi- 
diendo la confirmación con costas de la sentencia. 

Dijo: que estando probado y no negado por el ape- 
lante que el choque se produjo por culpa ó negligencia 
del cochero de la Compañía demandada que no tocó la 
corneta y que llevaba los caballos sin los tiros necesa- 
rios; queestándolo igualmente que este choque ocasionó 
á su poderdante un daño, la obligación de reparar el 
l>erjuicio por parte de la Empresa era manifiesta, de 
acuerdo con la disposición del articulo 1109 del Código 
Civil. 

Que el apelante pretende excusar su responsabilidad, 
fundándose en lo dispuesto por el articulo lili del cita- 
do Código, desde que el choque, dice, dañó á Ruiz por 
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una falta imputable al misino, como la de viajar en los 
estribos del coche. 

Que en primer lugar, y aun suponiendo que Huíz via* 
jase en contravención á ordenanza, no sería el caso del 
artículo 1111. citado en la nota á dicho articulo, porque 
las Compañías de Trauvcays, en la marcha de sus coches, 
están sujetas á ordenanzas, y no son, por consiguiente, 
como el dueño de un terreno, sin servidumbre de paso, 
que arrojando á él alguna cosa li i riese por casualidad 
á un extraño que hubiese entrado allí sin permiso. Que 
las Compañías de Tranways se sirven de la vía publica, 
y saben per rectamente que sus roe i íes son un peligro, 
y que causarían daño toda vez que no marchasen cónio 
lo prescribe la respectiva ordenanza. 

Que en segundo lugar, y aunque $1 apelante se 
i-uiitrase en id cas» dt invocar la excepción d*- dicho 

artículo, no ha probado ipte Ruiz viajase en contraven- 
ción á ordenanza. 

Que Uuiz se encaminó, inmediatamente de subir, á 
lomar el asiento que estaba desocupado en la parte 
delantera del coche, y que en ese momento se produjo 
el choque. Estaba plenamente prohado por las declaracio- 
nes de los testigos Espinosa y Rodríguez, contestes en 
lo esencial del asunto, por más que uno de ellos dis- 
crepe en un detalle sin ninguna significación, como el 
de que Ruiz subió al coche por la plataforma ó por 4 
estribo. 

Que un pasajero de tranway no falta á la ordenanza 
cuando en el momento de subir al coche sea por la 
plataforma ó por el estribo, tratándose de un roche- jar- 
dinera, se dirige desde allí á tomar el asiento que hubie- 
se desocupado. 
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Que comprobada la responsabilidad de la Compañía, 
por el daño, el monto de la indemnización quedaba 
librado á la apreciac&on judicial, lo que hizo el juez a quo* 
procediendo no de una manera arbitraria, .sino con una 
base secura de apreciación, con los elementos que en 
estos casos la ley reputa bastantes, como el certilicadn 
médico, por ejemplo, que ha bastado al Juez. 

Que el perjuicio causado al señor ttuiz no se cifra 
solamente en los gastos de asistencia médica, sino tam- 
bién en el tiempo que tuvo que perder basta que curó 
de la herida, circunstancia que debe también ser toma- 
da en consideración para la apreciación, porque el tiem- 
po perdido tiene que valer para una persona con familia 
como Kuiz que* aunque militar, lo intimó del. sueldo 
correspondiente á su grado, té obligaba á ocuparse de 
otros negocios, aprovechando no estar ni servicio de 
campaña. 

Que la ley no exi^.i se justiüque el monto de estos 
perjuicios, porque no siempre es posible hacerlo; que 
le basta, sí. que hayan existido, como así se comprueba 
en el caso presente, y asi resulla del rerüiicado medi 
co, que es base suficiente para la estimación bien redu- 
cida que de ellos ha hecho el Juez de Sección. 
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Humo* Aires, íiicii'inltrr :i tic IHW. 

Vistos ; 

Considerando que de autos constan, por l:i prueba 
produciría, los hechos invocados en ta demanda sin que 
el demandado lia ya producido prueba alguna para acre- 
ditar 1;»» excepciones aducidas por su parte. 

Que no es exacto que ceñiste que el demandado fuese 
haciendo el viaje parado en el estribo, pues lo único 
que él lia afirmado y conlirinado el tes e ;go Rodrigue/ 
á fojas es que en momentos cu M>ie el choque se 
produjo el capitán Kuiz iba á oriYpar un asiento en la 
luirle de .t delante del tranway. 

i¿ue en cuanto al demandante, si bien lia justificado 
su acción por los perjuicios que ha sufrido, no ha acre- 
ditado su monto ni existen en autos elementos bastantes 
para estimarlos. 

Por estos fundamentos; se confirma la sentencia ape- 
lada de foja 'iK eu cuanto condena á la Empresa del 
Tranway Anglo-Argentinoá pagara! capitán Don Uualberto 
V. Ruiz los perjuicios que le hubiere ocasionado, con 
motivo de las lesiones que sufrió en el choque de tran- 
ways, motivo de esta demanda, y se declara que el monto 
de esos perjuicios debe ser apreciado por el juramento 
qui! el demandante prestará ante el Inferior, con arreglo 
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ála Ley 5 a . Título 11, Partida 3», dentro de la suma de 
loOU pesos moneda nacional, debiendo pagarse las costas 
de esta instancia en el orden en que hubiesen sido cau- 
sadas. 

Repónganse los sel i os y devuélvanse. 

Benjamín Paz. — Luís V. Vakkla. 

Bazas.— en disidencia.— 

Orrum BUNOE. 



DISIDENCIA 



Vistos y considerando : 

Que la demanda deducida por el capitán Kuiz tiene 
por objeto que se declare á la Km presa del Tranway 
A uglo* Argentino responsable de los daños y perjuicios 
que dicese le lian irrogado por una contusión que recibió 
eti una pierna, á consecuencia del c boque de un coche 
de dicha Empresa con otro de la línea Buenos Aires en 
que viajaba, y que se la condene á abonarle Ja suma de 
4CXN> pesos moneda nacional en que estima el valor de 
dichos perju icios. 

(¿ne la Empresa demandada ha reconocido ser exauto 
el accidente de la colisión mencionada, y que con él 
efectivamente sufrió el capitán Ruiz una desgracia; pero 
ha negado la gravedad y consecuencias que éste le atri- 
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huye, como también la responsabilidad que pretendí* 
hacer pesar sobre ella. 

Que contal motivo, correspondía al actor, para que se 
declare procedente su demanda, justificar estos dos ex- 
t remos: 

1° La responsabilidad fie la Empresa, ó sea, el derecho 
del demandante ¡í ser indemnizado por ésta de los danos 
y perjuicios que hubiese recibido; y 

2» La existencia real y efectiva dn tos que ha dicho 
haber éste inferido, de suerte que apare/cade la prueba 
que debe producir acreditado el f/uaniutn de la indemni- 
zación tj ue cobra, ó que. por lo menos, resulten de ella 
términos hábiles para que pueda lijarse equitativa y pru- 
dencialniente la cantidad que por via de indemnización 
deba pagársele. 

Que en cuanto al primer extremo, el capitán Ruiz ha 
probado, con el mérito de las declaraciones de sus testi- 
gos, que la colisión de los tranvvays tuvo légate por culpa 
del mayoral que regía el coche de la Empresa demanda- 
da, por cuya razón y aun cuando dicho capitán haya 
ido parado en el estribo del coche agredido, como aqué- 
lla lo ha alegado, esta circunstancia no autorizaba á las 
personas de su dependencia para causar impunemente 
nano alguno al demandante y no ha podido, en conse- 
cuencia, exonerar a la Angla-Argentina de responsabi- 
lidad para con el capitán Ruiz. 

Que, respecto del segundo extremo, no existe en autos 
prueba alguna legal que acredite la existencia de perjui- 
cios en la cantidad en que los ha avaluado el actor en su 
demanda, ni tampoco en la que ha fijado el Juez en su 
sentencia. 

Que es de observar con este motivo que el único ele- 



168 



FALLOS DE LA SOPKKMA CORTE 



mentó de prueba que se ha producido por el demandan- 
te, para acreditar la clase de contusión recibida, la 
necesidad de intervención facultativa para curarla y el 
tiempo que ha durado la inhabilitación del paciente 
para atender sus negocios, es Ja carta del Doctor Ramírez 
de fs. 15* que aun cuando haya sido reconocida por til 
bajo juramento no puede, sin embargo, admitirse como 
prueba legal de Jo** hechos, según lo lia notado la Km pre- 
sa del Auglo-Argentiuo. desde que no tiene siquiera ta 
importancia de la declaración de un testigo singular, 
porque no ha sido examinado con Jas formalidades que 
prescribe Ja Ley para que su dicho haga fe en juicio, ni 
su testimonio, en la forma qne se ha producido, pueda 
aceptarse como el de un perito nombrado por el ,hie/. ó 
las partes, no habiendo sido nombrado 'en tal carácter. 

Que un existiendo, por consiguiente, términos hábiles 
para lijar en el caso mb judies cantidad alguna como 
indemnización de perjuicios, que tampoco resultan debi- 
damente justificados, procede la absoluejon de la Empresa 
demandada. 

Por estas consideraciones, se revoca la sentencia a pe- 
lada de fojas 48, declarándose absuclta á la Km presa del 
Tranway Anglo- Argén tino de la demanda de foja il. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

Aiikl Bazan. 
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lion Miguel Plaza Montero, contra Don Arturo Bborati; 
sobre deMitojo. 



Sumario— Y* Las heredados arrt'n iludas para pastoreo 
de ganado, sin término lijo, caen bajo la disposición del 
articulo Í$M inciso 5. del Código Civil. 

2" Kl pluzo de seis meses previsto por dicho inciso 
rjidie contarse desde la feclia de la intimación de cesa- 
ción üá arriendo, no negada por el arrendatario. 

ÍJ° Dielia intimación puede ser hecha por medio de Juez 
incompetente ó extrajudicialmente, no siendo aplicable a 
los casos de los incisos 1, U 4 y 5 del articulo ICIO, la 
disposición especial del articulo 1509 del Código Civil 
relativo al caso del inciso 2 del mencionado articulo 1610. 
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Caso.— Don Felipe S. Violante por Plaza Montero se 
presentó ante el Juzgado, exponiendo: que su represen- 
tado, dueño de dos fracciones de campo ubicadas en 
el Partido de las Flores, ocurrió al Juez de Paz de dicho 
partido demandando por desalojo ¡i Eborall, que las tiene 
arrendadas; habiendo éste declinado de jurisdicción por ser 
extranjero, corno lo había acreditad*» ante el Juez de Sec- 
ción; que i as mencionadas fracciones de campo eíitán 
ubicadas, la K en el cuartel 2\ y se compone de media 
legua cuadrada, comprendiéndose en ella la estación Plaza 
Montero, y la tiene arrendada Kborall hasta el I» de Marzo 
del corriente año í):>: la 2? fracción, conocida por de Nieves, 
tiene una extensión de un cuarto de icgua y la tiene 
arrendada Eborall hasta el 1« de Julio del mi sino año. 
<Vue el arriendo de la fracción de media legua lia venci- 
do con exceso, por loque corresponde se ordene á Kborall 
el desalojo sin más trámite, 80 pena de precederse al lan- 
zamiento inmediato. En cuanto á la otra fracción, corres- 
ponde ordenar al demandado que el l ü de Julio la des- 
aloje sin acordársele plazo alguno, *¿ue si bien Ja ley 
concede al arrendatario distintos plazos para el desalojo, 
según la naturaleza del predio arrendado (artículo Hilo 
Código Civil i, esto tiene lugar sólo cuando el arrendamien- 
to es por tiempo indeterminado, lo que no sucede en el 
caso. Que, en efecto. Kborall destina el campo que 
arrienda á la cria de ganado vacuno y lanar, cuyos frutos, 
como es sabido, se recogen anualmente, siendo, por tanto, 
de aplicación el articulo lóOfi, según el cual si el arren- 
damiento fuese de una n redad cuyos frutos se recogen 
cada año, y no estuviera determinado el tiempo en el 
contrato, se reputará hecho por el término de un año. 
Que en el caso, por consiguiente, debe reputarse la locación 
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hedía por un año, y vencido éste, cor responde el lanza- 
miento. 

El Juez citó á las partes ¡i juicio verbal, con motivo del 
Cual se levanto la siguiente acta : 

En 14 de Junio de 1892 comparecieron ante S> 5, al 
juicio verbal decretado Don Miguel Plaza Montero con 
su letrado el Doctor Coronado, por una parte, y por la otra 
el Doctor Narciso Sosa, en representación del demandado. 
Don Arturo Ehorall: así reunidos, el primero reprodujo 
su demanda agregando (pie el locatario está adeudando 
nueve meses |Mir la posesión, cuyo arrendamiento venció 
el 1" de Marzo y H meses por la posesión cuyo arrenda- 
miento vence el !'■ ilc Julio; lo que bastaba para que se 
decretara el desalojo, como lo tiene solicitado. El Doctor 
Snsa contestó que debe empezar por negar categórica- 
mente que exista contrato de arrendamiento por plazo 
fijo, ni menos que haya sido interpelado Eborall respecto 
del pago de las mensualidades que se dice está atrasado, 
y, por consiguiente, no hay nada, como el mismo deman- 
dante ni siquiera lo dice; que es un deber del acreedor 
requerir del deudor el pago de lo que se le debe, de 
acuerdo con nuestras prescripciones civiles, y que en la 
presente cuestión el actor ni siquiera ha insinuado haber 
interpelado á Eborall al respecto, por lo que no forma 
parte de la Hti$ cotiteitaiio ese punto; que niega, por con- 
siguiente, que deba dns semestres para que proceda la 
rescisión del contrato de locación; que el juicio de desalo- 
jo no está legislado en materia federal, rigiéndose por las 
disposiciones de leyes de Partida en juicios análogos. 

Que niega asimismo de la manera más formal que 
E hora II tenga destinado el campo arrendado sólo á la 
ganadería, pues tiene agricultura y lia sembrado en él 
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actualmente. Que pide al Juzgado en vista de lo expuesto 
se rechace con costas el juicio de desalojo iniciado contra 
su mandante, por cuanto éste solo está obligado á desalo- 
jar cuando, entablado el juicio en forma, se le señale el tér- 
mino de ley para desocupar el campo. Agregando que el 
recibo que presenta es una prueba de que no había tal 
término vencido ni tal intimación de desalojo, por cuanto 
de él resulta el arrendamiento pagado adelantado, exten- 
dido por el mandatario del señor Plaza Montero. 

El abogado de éste replicó que respecto á ¡a impor- 
tancia del recibo que se acompaña por el demandado, basta 
su lectura para darse cuenta que los arrendamientos que 
en él se expresan se refieren al primer semestre del año 
próximo {tasado, por lo cual todo lo que se lia dicho al 
respecto carece en absoluto de eficacia legal. S. S. 
llamó autos, mandando se [insiera el expediente al des- 
pacho: con lo que terminó ei acto, tirmaudo S. S. con los 
comparecientes por ante mí, de que doy UK—Aurreroevfiea. 
—Miguel Pinza Montero,— Narciso Soxtt—E. Coronado.— 
Ante mí. — tí. P- Barros. 



Fallo 4*1 Jurz federal 

La í'IhIh. Agosto H <le IHftS. 

Y vistos: los seguidos por Don Miguel Plaza Monte- 
ro contra Don Arturo Eborall, sobre desalojo de un campo, 
y considerando: 
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1° Que la duración de) contrato de arrendamiento de 
media legua decampo den ora i nado «Estación Plaza Mon- 
tero» estaba lijada, de acuerdo entre las partes, para el 
día 1* de Marzo del corriente año y el de un coarto de 
legua conocido por «Nieves- para id I o de Julio próximo 
pasado, hecho <ine lia quedado demostrado en autos por 
intimación particular que .1 propietario señor Plaza Mon- 
tero hizo con fecha 1" de Julio de 18!»1 y en Setiembre del 
mismo año ante el Juez de Faz de Las Flores, anticipación 
suficiente para que al finalizar ei término de arrenda- 
miento el locatario pudiera hacer puntual entrega del 
campo arrendado, lo que Laminen se ha conlirmado en el 
juicio verbal de foja 2*i á i9. de acuerdo con loque de- 
termina el artículo lóüíi del Código Civil. Con arreglo A 
esta disposición, el contrato oe locación «n relación de la 
naturaleza y objetos de su estipulación debía considerar- 
se hecho por el término de un año. debiendo. p»r con- 
siguiente, caducar una vez percibidos los frutos de los ga- 
nados ó sementeras á que estaba consagrado el campo, 
según exposición del representante del arrendatario en el 
juicio verbal mencionado. 

*> La intimación de desalojo al señor Kborall ha sido, 
por consiguiente, correctamente hecha en tiempo oportuno 
para que aquella operación se hr'-sra sin detrimento de 
sus propios intereses, y aprovechando esa liberalidad del 
propietario, pudo, con el aviso anticipado de un año, preo- 
cuparse á efectuarla sin apuros é intimaciones judicia- 
les. Al no haberse verificado revela la intención de rio 
ceder al desalojo sino por medio de la autoridad y ampa- 
rándose en los plazos legales de la materia, con la circuns- 
tancia agravante de estar en mora por la falta del pago del 
precio del arrendamiento, desde que el documento exhi- 
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billa de foja 28 solo prueba que pagó el primer semestre 
riel ano 1891. pero no el segundo de ese mismo año ni los 
meses que lian corrido del presente, debiéndose asi los 
intereses por las cuotas impagas. 

3? Establecido que la duración del contrato estaba re- 
suelta por el articulo lTilMi del < iHig» Civil, y en su 
defecto las intimaciones recibidas para el desalojo, la l'alta 
de pago del 2 o semestre del año 1891 y corriente del que 
rige, da también derecho con arreglo al artículo 1579 á la 
rescisión del contrato con indemnización ib' pérdidas é 
intereses. l J ero en el presente caso existen comprobados 
todos los extremos que requieren las prescripciones cita 
•las. la intimación para el desaloje» desobedecida y la l'alta 
de pago ib- dos períodos consecutivos, demostrando ambos 
lierbos que ei locatario procedía de mala íe rehusando sin 
derecho la entrega del campo y el pago del precio estipula- 
do con evidentes perjuicios pitra el propietario. 

Por lo expuesto, disposiciones de los artículos HABI y 
Milti, inciso ;i° del Código Civil y demás citados, faltn; de- 
clarando procedente el desalojo del campo que ocupa Don 
Arturo Eborull. perteneciente á Don Miguel Plaza Montero, 
debiendo veriíicarse ese acto en el plazo dejtres meses, con 
costas, Xotifíquese en el original, regístrese en el libro 
de sentencia y repónganse las fojas. 



Mariano S. de Aurrvroerhea. 
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Hueím- Aires, nieiembra h ib* IWfcí. 
Vistos y cotisiileraiutcj : 

Que nada liay 1*11 autos que autorice á tener por Cierto 
el hecho de que se haya estipulado un plazo para la 
duración del contrato de arrendamiento celebrado entre 
ambos litigantes, relativamente á las tíos fracciones de 
campo, cuyo desalojo se pide en la demanda de foja 9. 
(Jue. por el contrario, la inexistencia de tal estipulación, 
alegada |ior et demandado, resulta implícitamente reco- 
nocida por el actor, al sostener, como lo lia hecho en su 
escrito de demanda, la pertinente aplicación al caso 
mb judice del articulo lü(M¡ del Código Civil en su [trí- 
mera paite, desde que este articulo, reli riéndose al 
arrendamiento de heredades, cuyos frutos se recocen cada 
año. establece que si no estuviese determinado ef tiempo 
en el contrato se reputara hecho ( el arrendamiento > por 
el término de un año, lo que en defecto de exhibición 
del contrato mismo, que no se ha hecho por las partes, 
vale ciertamente como reconocimiento implícito de que 
en él no se ha determinado plazo para sn duración. 

Que siendo esto asi, es fuera de duda que no puede 
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darse por finalizada la locación de las dos fracciones de 
campo de que se trata, para las fechas de 1° de Mayo 
y de I o de Julio de 181)2, como lo ha pretendido el de- 
mandante por razo» de que en dichas fechan fenezca 
res pee ti va mente pura cada una de las fracciones arren- 
dadas, el plazo de un año. porque no habiéndose con- 
tratado la locación por tiempo determinado, mal puede 
decirse que ese tiempo concluya en las fechas que se 
han mencionado; y que. en tal virtud, sean de aplicación 
al caso ios artículos HJU4, inciso I a y 1609 <lel Código 
Civil. 

ijue cualquiera que sea la aplicación que haya de 
darse al artículo JóUO del Código Civil eu Ins casos por 
él previstos, es de observar que cuando eslablere que 
se repute hecho por un año el contrato de airen dá- 
til i e uto de he red ai les, cuyos frutos m recocen cada ano. 
no halda de los frutos que debe rendir y rinde el ga- 
nado de cualquiera clase que el arrendatario tenga en 
ellas, sino de los frutos misinos de la heredad arren- 
dada, la cual, siendo en el presente caso destinada al 
pastoreo de ganados, es razonable se cuente entre los 
terrenos á que se reí! ere el inciso ü" del articulo 11 ¡10. 

Que tratándose en el caso süé judire de una locación 
que no ha sido hecha á término fijo, y resultando que 
en Setiembre de lrt!H se intimó á Eborall. por medio 
del Juez de Paz di* las Flores, la cesación de ella para 
las fechas de 1° de Mayo y 1° de Julio de 1892, hecho 
en que debe ser tenido por confeso el demandado, por 
no haberlo negado al contestar la demanda, justo es que 
se declare cesante la locación, por lo que respecta a la 
fracción de media legua expresada en la demanda al 
vencimiento del plazo de seis meses que establece el 
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inciso -V del artículo ÍGIU, á contar desde el mes de 
Setiembre de 18í)l, y en cuanto á la otra fracción de campo 
arrendada también á Kborall. á la fecha del 1' de Julio 
de ltf!t2. por bah o rio así solicitado el atófer y hallarse á 
esa lecha vencido con exceso el niazo ya mencionado de 
seis meses. desde la intimación f|iie se le hizo en Setiem- 
bre del año anterior. 

Qué no imeile oponerse á la justicia de esta declara- 
ción la circunstancia de que ha sido incompetente el 
Juez de Paz de las Flores para entender en esta demanda, 
porque la disposición del articulo lotltt del Código Civil 
es especial para el caso que expresa, y no rige las demás 
de locación íí t|ue se refieren los incisos I a . ;í". V y ó" 
del artículo Hito del Código Civil, respecto de los cuntes 
la interpelación para la cesación del arrendamiento puede 
ser judicial o extrajndicial, desde que este artículo no 
la prescribe en los mismos términos 411c lo hace el 
artículo 1509 para el desalojo de las lincas urbanas dadas 
en arrendamiento, lo que deja los demás casos bajo el 
imperio del artículo 509 del mismo Código en su pri- 
mer:* parte, 

Por estas consi«lemcioues ; se cunlínnri la sentencia - 
apelada de foja '2\i vuelta, en cnanto ordena el desalojo 
de las tracciones arrendadas á Eborall. declarándose 
qfíe él lia debido efectuarse respecto de la fracción de 
media legua cuadrada, en la que se halla comprendida 
la estación Plaza Montero, á los seis meses contados 
desde el 30 de Setiembre de 1801* y en cuanto á Ja otra 
fracción llamada de Nieves, al 1" de -fulio de 1392; y 
estando vencidos los plazos expresados, se resuelve que 
el arrendatario Eborall debe desalojar bis prediosS^ la 
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referencia dentro de diez dias, quedando á salvo al de- 
mandante las acciones A que hubiere lugar por daños 
y perjuicios. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. Notifiques*? con el 
original- 

Benjamín Paz.— Luis V. Várela.— 
Ahf.l Bazan. — Octavio Bunob. 
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Pito C/tiodi y ntt osaron trn ik)n f'aseuat lirttmard. y dex- 
pue¿ contra ta provincia de Santa Fe, por inconsittu- 
( ionaiidud de ta ley de impuesto* t¡ los w rentes; sobre 
suspensión de rofno. 



Sumario. — La justicia nacional no puede mandar sus- 
pender el cobro de un impuesto provincial, por haberse 
interpuesto demanda sobre inconsíitucionalidad de la 
ley que lo sanciona. 



Fallo d* I* K«»rem Corle 

buenos Aires, [Jieiemlx e "> tfe i«V»2. 

<*- 

Vistos : Considerando : 

Primero: Que por ei auto de fojas veintiocho, dictado 
por el Juez Federal de Santa Fe. cuando entendía en la 
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causa, se mandó suspender el «obro del impuesto creado 
por la Ley que ha motivado la demanda, sin que se 
haya declarado la iueonstitucionalidad de la mencio- 
nada ley. 

Secundo: (¿ue mientras dicha declaración no haya 
tenido lugar, BeglHl lo ha establecido esta Suprema 
Corle en otros casos, la Justicia Federal »Q l' Ul,,lt * es_ 
turbar la percepción riel impuesto. 

Tercero: Une procediendo en estos autos la Suprema 
Corte en ejercicio de su jurisdicción originaria, no puede 
ponerse en iluda el derecho de resolver lo <|ue corres- 
punda al estado de los mismos. 

Por estos i (indumentos: déjase sin electo la provi- 
dencia de rojas veintiocho. t|tt6 decreta la suspensión 
del cobro del impuesto: líbrese oficio al Juez Federal de 
Santa Fe. para que. habilitando el próximo feriado, si 
fuere necesario, asi lo lia^u saber á quienes correspon- 
da; y corran ios autos se»uu su estado, reponiéndose el 
papel. 

Benjamín I'az,— Lt-is V. Vakela. 
— AuKt, Ba/an.— Octavio Bunge. 

— Jf'AN E ToUUKNT. 
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Contra bou Ettyenio Mi "k(h> y otros, por fáfmiidáción 
a/ Htmt o Nar fonal mhn* prisión preventiva. 



Comurrieiido tos requisitos del articulo :íGü 
del Código de PrinediiiiientosHi lo criminal, no puede 
revoc arse .'1 auto/de prisión preventiva á mérito de be- 
olios involucrados en la materia de fondo, que no han 
sido objeta de resolución por parte del juez inferior 



titilo I» Sapre M **«rli* I l ) 



HiKiins Aire*. Diciembre í» de IttWS. 
Vistos: Considerando: 

í« (¿ne el delito que se imjmta á los recurrentes y 
ue ha motivado el auto de prisión apelado, es el de 

i 

t I i ItiWm-ln «en *J roiijiu..*. .Iwl«r H*n«n?l Oliarrlo. 
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defraudación al Banco Nacional, por Cl,a ' t>s * :l l am ~ 
íiieii |>rocesa« lo Teodoro Brasch, ex-gerei te ile la sucursal 
de ese Banco en Corrientes. 

2* Que la materialidad de los hechos en que se funda 
la demanda de tojas 4, en cuanto se reliere á las ope- 
raciones de crédito, efectuadas por el ex-ge rente Brasch 
y los recurrentes* ha sido reconocida en autos por todos 
los procesados. 

■V Qm del conjunto de las constancias del proceso y 
de la manera y la «'poca en que se han practicado esas 
operaciones, resulta una semiplena prueba de la existen- 
cia del delito, é indicios suficientes de que los proce- 
sados con el ex-geretite Brasch son los responsables del 
hecho. 

4° Que aun cuando se lia alegado por la defensa que 
el resultado de esas operaciones está garantizado por las 
hipotecas que se han dado al Banco, siendo éste un 
punto que está involucrado en la materia de fondo, el 
estado actual de la causa no permite que esta Suprema 
Corte, como tribunal de apelación, se pronuncie á su 
respecto, no habiendo sido él objeto de resolución al- 
guna de parte ti el juez inferior. 

Por ratos fundamentos, no obstante lo dictaminado 
por el se ño r Procurador Ue ríe ral y con arreglo á los 
artículos 2 y ;¡(i(i del Código de Procedimientos en ma- 
teria criminal, se continua con costas el auto recurrido 
del juez de sección, por el cual se dispuso ta prisión 
preventiva de los apelantes. — Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse 

Benjamín Paz.— Luis V. Várela.— 
Ahel Bazan.— Octavio Bunge — 
Manuel Obarrío. 
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CAUA €CXCIV 

ümt Lhamtro Uareras, tmiffl Don Salvador y Don León 
Omtrnyhi. por robra ejmttivft de pesos ; sobre upeto- 
rion. 

Sumario. — El auto aprobando la retasa de bienes no 
es apelable en el procedimiento ejecutivo. 



Caso.— Lo indica el siguiente 



recurso 

Huenoa Aires, Noviembre 12 de l«9á. 



Suprema Corte: 

Salvador OUolenghi, por mi hermano León y por mí, 
en los autos contra nosotros seguidos por Don Liaandro 



ÍM FALLOS DE LA SUPREMA COIlTR 

Lloverás, sobre cobro ejecutivo de pesos, é incidente rela- 
tivo ala prosecución de Ja ejecución, no obstante Ja ape- 
lación concedida para ante V. E. de la sentencia de trance 
y remate; ocurriendo directamente por denegación del 
recurso oportunamente deducido, á V. % di#o: 

Que el procedimiento irregular, contrario a toda jus- 
ticia y eí|iiidacl y sobremanera perjudicial ;i nuestros 
intereses, que se está siguiendo ante el Juez Federal de 
Sari Juan, en el incidente de mi referencia, ron descono- 
cimiento de nuestros primordiales derechos, nos pone 
en el caso ¡í mi hermanó y á mi de venir de hecho ú 
implorar de la alta ilustración y severa rectitud de % K, 
la justicia que en vano impetramos del inferior. 

Brevemente relacionado, el caso que motiva Ja presen- 
te 'queja ese! siguiente: 

Apelada para ante V. K. la sentencia de trance y rema- 
te y concedida la apelación en el solo efecto devolutivo, 
por haber el ejecutante dado la fianza que previenen los 
artículos m X 2SI -le la Ley de Procedimientos, [os 
autos fueron remitidos á V. E. en Enero de est < ano, 
quedando ante el inferior los testimonios necesarios 
para proseguir la ejecución. 

Alefecto.se pidió por el ejecutante Lloverás la tasa- 
ción preceptuada en el articulo 28o. y quedaron nombra- 
dos, para efectuarla, los siguientes señores: 

Como perito designado por Lloverás. Don César Quimba, 
ingeniero nacional de la sección de San Juan; como 
perito tle parte nuestra, Don Carlos R. Coste ner, inge- 
niero civil; y como perito tercero, designado de confor- 
midad de partes y con pleno asentimiento del Juez 
aquo, Don José Cortí, ingeniero civil, diplomado en la 
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Facultad de Ciencias de esta capital, y director tle la 
escjeht de ingenieros de San -luán. 

Kstos señores, que reúne» el sumum de la competencia 
en ia materia .en aquella provincia, y de cuya honorabi- 
lidad nadie ha dudado ni puede dudar, procedieron á 
1 limar su cometido, empezando por la mensura prolija 
del rundo Zonda, que es el embargado, y clasificando debi- 
damente las diversas fracciones comp míe ules del mismo 
huido, y con fundamentos y apreciaciones ilovantables 
avaluaron, por unanimidad* el fundo, en la suma de 
üHfi.iMMi pesos moneda nacional. 

Presentada la tasación, el Juez a yí/o. contra toda pre- 
visión racional, y sin más pretexto que el de habérsele 
ocurrido á Lloverás decir que aquélla era alta, la des- 
aprobó, llevando su desden portas buenas formas y por 
nuestros derechos hasta omitir lodo fundamento á esa 
su desaprobación, y cerrar los oídos á nuestros justí- 
simos reclamos. 

Ku tA propio auto y. aterrándose á la letra del artículo 
cuyo espíritu se empeñó en no comprender, el infe- 
rior dispuso la retasa, y nombró para efectuarla á los 
señores Don Abra ha m Tapia, l>on Alfredo Te lio y Don 
Kurique Quiroga, de los cuales los dos primeros se titu" 
lau ingenieros, sin que conste que lo sean, y el último 
es apenas un agrimensor, siendo el segundo profesor 
de Química e¡) el Colegio Nacional de San Juan. 

Estos tres señores, cuya competencia y expeetabílidad 
es ciertamente muy inferior á la de los tres primeros, 
tenían por única misión la de retasar y no la de volver 
á medir el fundo, supuesto que la mensura ya hecha 
no había sido en manera alguna impugnada. 

A pesar de eso, dichos tres últimos señores, para coho- 
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n estar la desautorizada y antojadiza reducción del im- 
porte ile la finca, á sólo 371.000 en vez de 60G.U00, han 
recurrido al vedado expediente de remensurar ta finca 
para poder afirmar que ella tiene en la parte cultivada 
cien hectáreas menos que las asignad as por los firman- 
tes de la primera tasación, 

Y bien, ti pesar de esto; ¡i pesar de que es manifiesta 
y palmaria la parcialidad con que han procedido los 
señores Tapia, Tello y Quiroga, que se han preocupado 
únicamente de secundar el intento de Uoverus.de hacer- 
se adjudicar el finido por las § partes del valor que se 
le ha atribuid» >'ii la segunda absurda tasación ; á pesar 
de que hemos hecho ver con toda claridad al Juez h //uo 
el complot evidente entre Lloverás y los mismos tasa- 
dores, «I inferior ha cerrado otra vez los ojos y htv 
ap roliado dicho segundo avalúo, y habiendo nosotros 
interpuesto apelación del auto aprobatorio, nos lo ha 
denegado. 

Es esta denegación* que se ha producido hace apenas 
dos it tres días, loque nos autoriza á usar del remedí» 
consagrado en el articulo 229 de la Ley de Procedimientos, 
pidiendo á V. K. se sirva recabar del Juez a f/tto el corres- 
pondiente informe y en seguida resolver sobre el recurso 
que interponemos < artículo SS% 

No se nos oculta que á primera vista la presente que- 
ja puede considerarse desautorizada, en mérito de loque 
dispone el artículo :300 de la citada Ley; pero creemos 
que Ja inapelabilidad establecida en dicho articulo no 
puede jamás llevarse tan lejos que permita á un Juez en 
sus procedimientos en juicio ejecutivo hacer abierta- 
mente aun lado las prescripciones legales y los dictados 
de la razón y la equidad, arruinando aun litigante, por 
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no habar sabido, como su contrario, captarse su buena 
voluntad. 

V. E. sabe muy bien que no hay peor tortura que 
la que se ejerce en nombre de una ley mal interpretada 
y pésima me itte aplicada, ñeque pejor tortura (¡nam tortura 
iegum. 

Hor tanto: á V. E. suplico se digne proveer de con- 
formidad. 

S. QttotenghL — fta/aet Bui* de hs Líanos. 



Otrosí digo: ojio ¡i fin de que V. E, pueda formar idea 
labal del despropósito en que incurren Jos nuevos tasa- 
dores, al asignar á la finca « Zonda » tan solo el valor de 
371.000 pesos, considero conveniente agregar que, Á los 
efectos del pa«o de contribución directa, dicha linca esta 
lasada en 800.000 pesos más ó menos, i o que pido á 
V. E. tenga presente. Es también justicia, etc. 

5. Oitoien gtti. — Rafael ñuiz de ios Líanos. 



Infame del Jwi Federal 

San Jua», Noviembre 30 de IH*2- 

Exrma. Suprema Corte: 

Evacuando el informe ordenado por V. E. con fecha 
24 del corriente, expongo : 
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**iiv apelada la sentencia de remate en el juicio ejecu- 
tivo que indican los recurrentes, fué concedido el recurso 
en efecto devolutivo, de Conformidad ai artículo 27!). Ley 
de Procedimientos, y por 1 latieras llenado los requisitos 
que en él se establecen. Los autos originales fueron 
elevados ante V. E, dejando previamente copia de los 
antecedentes necesarios para Llevar adelante la ejocn* 
ciou. Con estos testimonios, Üou Lisruidro Líovvfíis, 
ejecutante, pidió uu comparendo para nominar peritos 
que justipreciasen el fundo embargado. Lo que se efec- 
tuó, recayendo id nombramiento en los señores César 
ijuiroga, Carlos lt Costeuer y José S. Cutí i. quienes ava- 
luaron él fundo con los semovientes en la cantidad de 
H06.270 [tesos con ¡KJ centavos. Hecha saber á las par- 
tes esta operacioiyá Jos efectos del articulo 386, Ley de 
Procedimientos, Don Lisandro Lloverás la observó en 
tiempo, y para que V, JO. juzgue mi proceder, me permito 
trascribir algunos párrafos de las observaciones del señor 
Lloverás; dice así : « Xo me explico cómo las propieda 
«des de «Zonda o puedan valer (¡ÍHUIIH) pesos, cuando 
«consta de autos que en épocas mucho más propicias 
« que la actual se las ven di á los señores Ottolenghi 
« apunas en 360.000 pesos, y esto como un espléndido 
ti negocio para mí. y en concepto de todo el mundo. Se^'iin 
« Fallos de Ja Suprema Corle, para estimarse el valor 
<• de una propiedad se calcula bajo la base de renta de 
« uu 7% líquido, que importaría nada menos que 42.000 
« pesos al año. libre de gastos, y los fundos, como se 
« sabe, barí estado arrendadas por 'J0.0U0 pesos y esto 
« como un canon pingüe. ¿De dónde, pues, deducen los 
«señores peritos el fabuloso precio de fiOO.000 pesos?» 
Kste .Juzgad o, considerando atendibles las observaciones 
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ffóGjias y fucú Huelo por el artículo 28<¡, Ley de Procedi- 
mientos, que ilispuite : qué sin más trámite el Juez resol 
verá aprobando ó desaprobando* desaprobó la tasación y 
ordenó la retasa por nuevos peritos, nombrando al efecto 
¡i los se üores Alfredo M. 'leí lo. Hilarión Furque y 
Al>raliatn Tapia, eu virtud de lo dispuesto en el articulo 
L»87. Ley de Procedí i» ¡mitos; pero habiéndose ausentado 
el perito Kuique ;i la Capital Federal, á petición del señor 
Moverás, el Juzgado nombró en su reemplazo á l>on 
Enrique Quiroga, listos peritos, señores Te 11 o. Tapia y 
Qairoga, hicieron la retasa, detallando eu rada potrero 
o sección de lu linca la clase de terreno, su estado de 
ruitivo y lo inculto, justipreciándolo en sn categoría, lo 
que no hicieron los prime tos peritos. Presentada la re- 
ías» al despartió, resultó que el valor de la linca era de 
:¡71.1*il pesos con setenta centavos nacionales; y en vir- 
tud de la disposición del articulo J.S7. Ley de Procedí 
miento». que preceptúa ojie el Jur/. en vista di ello resolverá, 
¿Cuál sería, Excma. Corte, la resolución? ¿Poner la retasa 
á los efectos del artículo 280. Ley citada ? N T Ó; porque no 
lo autoriza el articulo -287. ¿ Desaprobarla ? Tampoco, 
porque entonces el juicio seria interminable con una 
serie de retasas; luego la resolución tiene que ser apro- 
bándola romo lo hizo este ¿fisgado; máxime cuando 
esto no tiene mayor importancia para los efectos del 
juicio ejecutivo: porque si la reías» fuere baja, la subas- 
la daría el verdadero precio de la finca, pues que los inte- 
resados ofrecerían mayor precio, siendo así una ventaja, 
tanto para los ejecutados como para el ejecutante; por 
el contrario, si la tasación fuere excesivamente alta, como 
parece lia sido en el presente caso, no habría posto- 
res, y como no está obligado el acreedor á pedir la adju- 
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tlicacion por las dos terceras partes, había necesidad de 
proceder á la retasa, la que forzosamente tendría que 
ser menor que la tasación para llenar los objetos de 
la Ley. 

Del auto aprobatorio de la retasa, el señor León 
QUolenghi interpuso los lecursos de apelación y nulidad, 
y como éstos soto son concedidos en el juicio ejecutivo 
en los autos que se declaran talen (artículo 300. Ley de 
Procedimientos }, y no estando el que se reclama decla- 
rado apelable, este Juzgado negó los recursos interpues- 
tos: de esta negativa es de la que recurren ante V. K. El 
proceder de los peritos retasadores al medir la linca para 
hacer la retasa es per rectamente correcto, pues no se < 
concibe cómo pueden hacer la tasación sin saber sobre 
qué van á dar su dictamen y, para hacerlo de una manera 
concreta, han tenido que medir el terreno perfectamente 
cultivado, el simplemente labrado y él ineulni para poner- 
le ú cada uno su precio. 

Pitia terminar manifestare* ti V. K. que la linca de 
Zonda que motiva este juicio ha sido avaluada para los 
efectos del pago de la contribución directa, hasta el año 
de 1881, según boleta que tengo á la vista, en 195.000 
pesos, y este año lo fue*, según me lo ha manifestado el 
depositario, en 500(000 y tantos pesos, quien, creyéndola 
excesiva, reclamó ante el Juri. el cual, atendiendo el 
reclamo, redujo la tasación á ;jU0.0U0 pesos, no habiendo 
sido avaluada en 800.000 pesos como se asevera. 

Es cuanto tengo que informar, Kxcnia. Corte. 

Dios guarde á V. R. 

L, Echegaray. 
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Buenos Aire*. Hicicinbre 6tle 1892. 

Vistos en el acuerdo; por lo resultante del precedente 
informe, y en mérito fie lo dispuesto en el articulo 300 
de la Ley de Procedimientos, se declara bien denegado 
el recurso j y repuestos los sellos remítanse estas actua- 
ciones al Juez de Sección para que las mande agregar A 
sus antecedentes. 

Benjamín Paz.— Luis V. Várela. 
— Abel Bazan, — Octavio 
Bunge.— Juan E. Torrent. 
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Contra i ton Engento Minric/fp y afros,, por de/ ta miar ion tit 
Banco Nacional ; sobre emf tanjo de bienes. 



Smnario.—l Decretada la prisión preventiva procedo 
el embarco de bienes bastantes á responder de la (hmim 
pecuniaria y de las responsabilidades civiles. 

3° Cuando son varios los procesados, la solidaridad 
establecida por la ley implica solamente que delie em- 
ita ruarse á uno ó á todos la rautidad suficiente, cu 
cuanto se refiera ú sus actos respectivos. 

;í" Habiendo ya bienes hipotecados ojie responden, el 
.fu*'/ debe tenerlos en cuenta pava establecer la cantidad 
une luí ya de embargarse en cada caso. \ á él le corres- 
ponde apreciar su valor. 
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Fallo de la Sopreata Corte (t) 



Hílenos Aires, Diciembre 6 de 1892. 
Vistos : Considerando : 

i" Que con arreglo al artículo 411 del Código de Pro- 
cedimientos en materia criminal, el embargo de bienes 
del procesado, bastante ;i responder de la pena pecu- 
niaria y de las responsabilidades civiles, procede siem- 
pre que se lia decretado la prisión preventiva. 

2° Que en el caso sub Jttdice los recurrentes se 
encuentran enjuiciados y presos por imputárseles el 
delito de defraudación al Banco Nacional, conjuntamente 
con Teodoro Brasch. ex- gerente de la sucursal de Co- 
rrientes. 

3° Que tratándose de delitos cometidos por más de 
una persona, la solidaridad establecida por la ley, en 
cuanto á las responsabilidades, no implica que deba 
embargarse á cada uno de los autores ó cómplices una 
suma igual á la determinada para garantizar esa res- 
ponsabilidad, sino que debe embargarse á uno ó á iodos 
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ellos con juntamente un cnanto ú sus actos respectivos 
se reitere, sólo una cantidad .suficiente á los objetos de! 
artículo 411 filado. 

í <Jue habiéndose dado por los procesados bienes 
rní ees en hipoteca al Banco Nacional, éslos deben com- 
putarse por sn valor n al á los efectos de Jas respon- 
sabilidades legales. 

5** Qne, en consecuencia, ei embarco debe trabarse 
sólo por la suma necesaria para integrar con el importe 
de las hipotecas la cantidad en (pie. en cada caso, el 
Juez estime la responsabilidad respecliva. 

I? Qiie no teniendo esta Suprema Corte elementos 
bástanles para estimar el valor de los bienes dados en 
bipoieca y embarcados, corresponde al Juez inferior 
hacer esa apreciación á los resultados del juicio. 

Por estos l'niidameutos. y de cmiíiirmidad con l<i pe- 
dido por el señor Procurador < ¡enerad, seconlinuaii los 
autos apelados, en cuanto ordena el embarco de bienes 
de los procesados ¡i los efectos del articulo 'di. y se 
declara que él embargo debe trabarse de acuerdo con 
las precedentes consideraciones de esta resolución. — 
Repónganse los sellos y devuélvanse. * 

Bkxj aiiin Paz. — Lns V. Várela. 

— AlsKL B \ZAN.— OtTAVjO Bl/NGIC, 

Mam kl ÓBARRtO. 



